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V. PROYECTOS DE LEY

Proyecto de Ley Orgdnica contra las actuaciones de bandas ar-
madas y elementos terroristas y de desarrollo del articulo
55.2 de la Constitucion. («<B. O. C.» de 10 de diciembre de
1983; Serie A, Proyecto de Ley, ntim. 81-1.)

La Mesa del Congreso de los Diputados, en su reunién del dia de hoy,
ha acordado, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 109 del Regla-
mento de la Cimara, y oida la Junta de Portavoces, remitird a la Comision
Constitucional y publicar en el «Boletin Oficial de las Cortes Generales» ei
proyecto de Ley Orgénica contra las actuaciones de bandas armadas y ele-
mentos terroristas v de desarrollo del articulo 55.2 de la Constitucién.

Los sefiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un
plazo de quince dias habiles que expira el 28 de diciembre para presentar
enmiendas al citado proyecto de Ley, cuyo texto se inserta a continuacién.

En Ejecucién de dicho acuerdo, se ordena la publicacién de conformidad
con el articulo 97 del Reglamento de la. Camara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 30 de noviembre de 1983—El P. D.,
El Secretario General del Congreso de los Diputados, Luis Maria Cazorla
Prieto.

PROYECTO DE LEY ORGANICA CONTRA LAS ACTUACIONES DE BANDAS
ARMADAS Y ELEMENTOS TERRORISTAS Y DE DESARROLLO DEL AR-
TICULO 552 DE LA CONSTITUCION

CAPITULO I

Articulo 1° Ambito de aplicacién de la Ley.

1. La presente Ley alcanza a las personas que presuntamenie integradas
o relacionadas con actividades terroristas o con bandas armadas que incidan
gravemente en la seguridad ciudadana, planeen, organicen y ejecuten los
delitos y conductas que se especifican en el siguiente apartado y las que
cooperen en ellos o inciten a la participacién en los mismos, asi como a quie-
nes hicieren su apologia o encubrieren a los implicados.

2. El ambito de aplicacién de esta Ley comprenderd los supuestos si-
gulentes:

2) Delitos contra la vida y la integridad ffsica de las personas.

b) Atentados contra autoridades y funcionarios.

c) Detensiones ilegales bajo rescate o cualquier otra condicién o con simu-
lacién de funciones publicas.

d) Asaltos a establecimientos militares y de las Fuerzas de Seguridad del
Estado, instrlaciones y centros de comunicaciones, trenes, acronaves, auto-
mdviles, edilicics publicos, oficinas bancarias, recaudatorias, mercantiles u
otras en que se canserven caudales. ’
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¢) Coacciones, amenazas o e¢xtorxiones.

1) Incendios y olrus estragos.

g) Delitos contra la seguridad exterior del Estado.

h) Rebelién.

i) Tenencia o depdsito de armas, municiones o explosivos, asi ccmo su
adquisicién, fabricacién, transporte o suministro.

j) La apologia ptblica, oral o escrita o por medio de la imprenta u
otro procedimiento de difusién de las conductas y actividades de las per-
scnas integradas en los grupos ¢ bandas organizados y armados de finalidad
terrorista o subversiva.

k) La constitucién de asociaciones, orgamizacicnes, bandas o grupos for-
mados para ia actividad terrorista o subversiva, la pertenencia a los mismos
y los actos de cooperaciéon o colaboracién con sus fines o actividades.

I) En general, todos los delitos cometidos por personas integradas en los
referidos grupos o bandas armadas que guarden relacién con su finalidad
terrorista o subversiva, asi como los delilos conexos y los cometidos en
cooperacidon o colaboraciéon con dichas actividades o individuos.

Articulo 2.° Extraterritorialidud de las normas penales.

Los delitos comprendidos en esta Ley cometidos por espafioles o extran-
jercs seran juzgados por los Tribunales espafioles, aunque su comisién se
realice fuera del territorio nacional y los autores hubiercn sido absuelios
o condenados a una pena menor en el extranjero, si aquéllos estan integra-
dos en bandas armadas u organizaciones terroristas que operen en Espafia
o conira el Estado espainol o cooperan o colaboran con ellas. En estos su-
puestos se abonari al culpable al tiempo de prisién preventiva o de cum-
plimiento de la condena en pais extranjero

Articulo 3. Punibilidad agravada de las acciones terroristas y subversivas.

1. Se impondré en el grado mdéximo las penas correspondientes a los
delitos comprendidos en esta Ley salvo que la finalidad terrorista o subver-
siva o la integracién en bandas armadas sea un elemento constitutivo del
tipo penal.

La frustracién y la tentativa serdn sancionadas con las mismas penas
que las sefaladas para el delito consumado.

2. Los que atentaren contra miembros de las Fuerzas Armadas o de
Cuerpos de Seguridad del Estado o de Eptes Auténomos o lociles seran
sancionados en todo caso conforme a lo establecido en el articulo 233 del
Cédigo penal.

3. Los delitos comprendidos en esta ley cometidos por quienes ostenten
funcién o cargo publico llevaran siempre aparejada ademds de la pena
sefialada en cada caso la de inhabilitacién especial.

Articulo 4° Reglas sobre responsabilidad criminal.

No serd aplicable a Jos delitos de provocacién o apologia de los com-
prendidos en esta Ley lo dispuesto en los articulos 13 y 15 del Cédigo penal,
siéndoles de aplicacién las reglas ordinarias de responsabilidad criminal
cstablecidas con caricter general en el citado Cédigo.
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Articulo 5° Declaracién de ilicitud y disolucién de asociaciones.

El Tribunal sentenciador acordars, previa declaracién de ilicitud, la di-
solucién de asociaciones y otras personas juridicas o la clausura de centros
colectivos de actividad politica, cultural o social, cuyos dirigentes o0 miem-
bros activos fueren condenados por delitos comprendidos en esta Ley siem-
pre que la representacién, militancia o vinculacién o los referidos entes hu-
biere sido declarada causalmente relevante para la comisién de los hechos.

Articulo 6.° Atenuacién de penas en el desistimiento con propésito de rein-
sercién social.

1. En los delitos comprendidos en el articulo 1.° seran circunstancias cua-
lificativas para la graduacién individual de las penas.

a) Que el sujeto haya abandonado voluntariamente sus actividades delic-
tivas y se presente a las autoridades confesando los hechos en los que hu-
biere participado.

b) Que el abandono por el culpable de su vinculacién criminal hubiere
producido la evitacién o disminucién sustancial de una situacién de peli-
gro por €l causada impedido la produccién del resultado dafioso o coadyu-
vado eficazmente a la obtencién de pruebas decisivas para la identificacién
o captura de otros responsables.

2. En los supuestos mencionados en el apartado anterior el Tribunal
impondra la pena inferior en uno o dos grados a la fijada al delito sin tener en
cuenta para ello la elevacién de la pena establecida en el articulo 3.°. Asi-
mismo, podrd acordar la remisién total de la pena cuando la colaboracién
activa del reo hubiere tenido una particular trascendencia para la identifica-
cién de los delincuentes o para la evitacién del delito o del desarrollo de
las bandas teroristas o subversivas y siempre que no se imputen al mismo
en concepto de autor acciones que hubieren producido la muerte de alguna
persona o lesiones de los nimeros 1.° y 2.° del articulo 420 del Cédigo penal.
Esta remisién se entendera condicionada a que el reo no vuelva a cometer
cualquiera de los delitos previstos en esta Ley durante el periodo que fije la
sentencia que no podri ser inferior a cinco aftos.

3. El integrante, colaborador o cooperador de grupos o bandas armados,
condenado por sentencia firme podra obtener la libertad condicional cuando,
habiendo cumplido la mitad de la pena impuesta, se produzcan algunas de
las circunstancias a que se refiere el apartado 1 b) de este articulo pudien-
do el Juez o Tribunal, teniendo en cuenta la colaboracién prestada, decre-
tar la libertad condicional cuando se haya extinguido un tercio de la condena.

Articulo 7° Ejecucién de las penas.

Los condenados por delitos comprendidos en esta Ley no podrian gozar
del beneficio de la libertad condicional previsto en el articulo 100 del Cédigo
penal. Se exceptiian los condenados a que se refiere el apartado 3 del articulo
anterior.
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CAPITULO 1I
Delitos y penas

Articulo 8.° Integracién en bandas terroristas y subversivas.

1. Los integrantes de una organizacién terrorista o banda armada, asi
como quienes les prestasen su cooperacién, seran castigados con las penas
de prisién mayor y multa de 150.000 a 750.000 pesetas.

A los promotores y directivos de la organizacién terrorista o banda ar-
mada y a quienes dirigieren cualquiera de sus grupos de accién se les im-
pondran las penas del parrafo anterior en su grado maximo.

2. Los actos preparatorios para la constitucién del grupo terrorista ©
banda armada serin castigados, respectivamente, con las penas inferiores
en grado.

Articulo 9° Delitos de terrorismo.

1. El que integrado en una organizacién terrorista o banda armada rea-
lizare cualquiera de los hechos delictivos relacionados en los apartados a) al
h) del articulo 1.~ utilizando armas de fuego, bombas, granadas, sustancias o
aparatos explosivos o medios incendiarios de cualquier clase cualquiera que
sea el resultado producido serid castigado con la pena de prisién mayor
en sus grados medio y mdaximo. A los promotores y organizadores del hecho,
asi como a los que hubieren dirigido su ejecucién, les podra ser impuesta
la pena de reclusién menor.

2. Cuando los hechos relacionados en el parrafo anterior sean suscep-
tibles de incriminacién con arreglo a otro precepto, se aplicard la pena de
mayor gravedad.

Articulo 10. Delitos de colaboracién en actividades terroristas y subversivas.

1. Sera castigado con las penas de prisién mayor y multa de 150.000 a
750.000 pesetas el que obtenga recabe o facilite cualquier acto de colabora-
cién que favorezca la comisién de los delitos comprendidos en esta Ley
o la realizacién de los fines de un grupo terrorista o banda armada y entre
ellos los siguientes:

a) Informacién sobre personas, instalaciones, edificios publicos y priva-
dos, centros urbanos y cualesquiera otras de contenido analogo que puedan
ser significativas para las actividades del grupo o banda armada.

b) Construccién, cesién o utilizacién de alojamientos, albergues, refugios,
cuevas, pozos, buzones u otro elemento idéneo para la ocultacién de per-
sonas, depdsito de armas, viveres, dinero u otras pertenencias relacionadas
con los grupos o bandas o con sus victimas.

¢) Ocultacién, traslado o transporte de personas vinculadas con los gru-
pos o bandas © con sus actividades delictivas.

d) Asistencia a cursos o campos de entrenamiento de los grupos o ban-
das o mantenimiento de relaciones de cooperacién con organizaciones ex-
tranjeras del mismo carécter.

e) Cualquier forma de coperacién econémica o de ayuda o mediacién
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rara la financiacién de los grupos o actividades terroristas y de las bandas
armadas.

2. Cuando los hechos relacionados en el apartado anterior sean suscepti-
bles de incriminacién con arreglo a otro precepto, se aplicard la pena de
mayor gravedad.

Articulo 11. Apologia de los delitos previstos en esta Ley.

1. La apologia de los delitos comprendidos en esta Ley sera castigada
conforme a lo que establece en el apartado 3 del presente articulo.

2. Se consideran, en todo caso, actos de apologia.

a) La manifestacion publica de alabanza o aprobacién de hechos delicti-
vos comprendidos en esta Ley.

b) La publicacién y difusién en los medios de comunicacién social de
articulos de opinién, reportajes informativos, composiciones gréficas, comu-
nicados y, en general, cualquier otro extremo de difusién por los que se acre-
dite que su finalidad relevante es apoyar o ensalzar la rebelién o las acti-
vidades propias de una organizacién terrorista o grupo armado y los hechos
y efemérides de sus miembros activistas.

c) La ostentacién de pancartas, los discursos o soflamas, la quema de
bauderas o simbolos u otros ultrajes de significacién analoga que se produ-
jeren durante la celebracién de concentraciones en las vias urbanas u otros
lugares abiertos al publico, con manifiesta finalidad de apoyo o adhesién a la
rebelién o a las bandas terroristas o subversivas, sus actividades delictivas
o las de sus miembros.

3. En los supuestos del apartado a) del pirrafo anterior se impondra
Iz pena inferior en grado a la sefialada al delito, si éste se hubiere cometido.
En los demis casos se impondrin las penas de prisién menor y multa de
150.000 a 750.000 pesetas. Los Jueces y Tribunales podran acordar la clausu-
ra del medio en el que se hubiere realizado la publicacién o difusién, con
los efectos prevenidos en el articulo 21.

Cuando el delito se hubiere realizado por medio de la imprenta, la radio-
difusién u otro anilogo, a los autores materiales del texto, escrito o estam-
pa difundidos se les impondri la pena de prisién menor en los grados
medio y maximo y se elevaré el tope méximo de la multa hasta un millén de
pesetas.

No se aplicard este precepto cuando el hecho esté sancionado en otra nor-
ma que lo castigue con pena de mayor gravedad.

CAPITULO III

Normas procesales

Articulo 12. Organos jurisdiccionales competentes.

La instruccién, conocimiento y fallo de las causas criminales por los de-
litos comprendidos en el Ambito de aplicacién de la presente Ley correspon-
de en la jurisdiccién ordinaria 2 los Juzgados Centrales de Instruccién y a la
Audiencia Nacional.
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Articulo 13. Procedimiento aplicable al enjuiciamiento de los delitos.

1. Seran de aplicacién al enjuiciamiento de los delitos comprendidos en
esta Ley las normas de procedimiento establecidas en el Titulo III del
Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por las especialidades que
s¢ establecen en los articulos siguientes.

2. Para dictar autos y sentencias en las causas cuyo conocimiento co-
rresponde a la Sala de lo Penal, ésta se formard, en todo caso, con tres
Magistrados.

Articulo i4. Detencién preventiva.

Los detenidos seran puestos a disposicién del Juez competente dentro
de las setenta y dos horas siguientes a la detencién. No obstante, la deten-
cién gubernativa podra prolongarse el tiempo necesario para los fines in-
vestigadores hasta un plazo miaximo de otros siete dias ,siempre que tal
propuesta se ponga en conocimiento del Juez antes de que transcurran las
setenta y dos horas de la detencién. El Juez, en el término previsto en el
articulo 496 de la Ley de Enjuiciamieflto Criminal, denegara o autorizara
la prolongacién propuesta.

Articulo 15. Control judicial de la detencién.

1. Durante la detencidn, el Juez podra en todo momento requerir infor-
macién y conocer personalmente o mediante delegaciéon en el Juez de Ins-
truccién del partido o demarcacién donde se encuentre el detenido la situa-
cién de éste, pudiendo el primero, en su caso, revocar la autorizacién de
prolongacién de la detencién.

2. La previsién anterior se entiende sin perjuicio de las actuaciones ju-
diciales pertinentes en caso de utilizacién injustificada o abusiva de las fa-
cultades gubernativas y de las competencias que en defensa de la legalidad
corresponden al Ministerio Fiscal.

Articulo 16. Incomunicaciones.

La Autoridad que haya decretado la detencién o prisién podra ordenar la
incomunicacién por el tiempo que estime necesario mientras se completan
las diligencias o la instruccién sumarial, sin perjuicio del derecho de defensa
que afecte al detenido o preso y de lo establecido en los articulos 520 y 527
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para los supuestos de incomunicacién.

Articulo 17. Registros domiciliarios.

1. Los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del Estado
podran proceder sin necesidad de previa autorizacién o mandato judicial a
la inmediata detencién de los presuntos responsables de las acciones a que
se refiere el articulo 1.°, cualquiera que fuese el lugar o domicilio donde se
ocultasen o refugiasen, asi como el registro de los efectos e instrumentos
que en ellos se hallaren y que pudieren guardar relacién con el delito.

2. El Ministro del Interior o, en su defecto, el Director de la Seguridad
del Estado comunicaran inmediatamente al Juez competente el registro efec-
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tvado, las causas que lo motivaron y los resultados obtenidos del mismo,
con especial referencia a las detenciones que, en su caso, se hubiesen prac-
ticado.

Articulo 18. Observacién postal, telegrafica y telefénica.

1. El Juez podrd acordar en resolucién motivada, por un plazo de hasta
tres meses, prorrogable por iguales periodos, la observacién postal, telegra-
fica o telefénica para aquellas personas sospechosas de estar integradas o
relacionadas con los grupos armados a que se refiere el articulo 1.°.

2. En caso de urgencia esta medida podri ordenarla el Ministro del
Interior o, en su defecto, el Director de la Seguridad del Estado, comuni-
candolo inmediatame por escrito motivado al fuez quien, también de forma
motivada revocard o confirmara tal resolucién en un plazo méaximo de se-
tenta y dos horas desde que fue ordenada la observacién.

3. En todo caso, el resultado de la observacién debera comunicarse pun-
tualmente al Juez competente quien podra revocar lo acordado total o par-
cialmente en cualquier momento. En el supuesto de revocacién deberi ejecu-
tarse inmediatamente la resolucidn.

4. La sucesiva o sucesivas prérrogas se someteran a los mismos tramites.

Articulo 19. Garantia y control de las medidas.

1. Las resoluciones en que se decreten las suspensiones de derechos con-
tenidas en los articulos precedentes seridn notificadas inmediatamente a los
interesados, salvo cuando con ello se comprometa el resultado de las in-
vestigaciones.

2. Sin perjuicio de los demdas medios de control parlamentario que pre-
vean los Reglamentos del Congreso de los Diputados y del Senado, el Go-
bierno informard a las Cimaras al menos cada tres meses o antes si asi
lo silicitan dos Grupos parlamentarios, del uso que se hace y del resultado
obtenido por la aplicacién de las medidas.

3. Quienes utilicen injustificada o abusivamente las facultades conteni-
das en los anteriores articulos serdn sancionados con la pena prevista en el
articulo 194 del Cédigo Penal, a no ser que los hechos constituyan otro
delito de mayor gravedad.

Articulo 20. Prisiones y libertades provisionales.

1. El érgano jurisdiccional competente decretari, en todo caso, la pri-
sién preventiva incondicional en los delitos que tengan sefialada pena igual
o superior a la de prisién mayor y, asimismo, atendidas las circunstancias
del caso y los antecedentes del inculpado, podri decretar la prisién provisio-
nal incondicional cuando el delito tenga sefialada pena inferior.

2. La prisién preventiva podré prolongarse siempre hasta el limite de
treinta meses, excepto si se estimare que el tiempo transcurrido en esa si-
tuacién excede de la mitad de la pena presunta correspondiente al delito,
en cuyo evento podrad decretarse la libertad, con o sin fianza.

3. No se llevara a cabo la excarcelacién de los presos o detenidos cuya



480 Anuario de Derecho penal y Ciencias penales

libertad se hubiere acordado, en tanto la resolucién no sea firme, cuando
el recurrente fuese el Ministerio Fiscal.

Articulo 21. Clausura de medios de difusion.

1. Admitida la querella presentada por el Ministerio Fiscal por delitos
comprendidos en esta Ley cometidos por medio de la imprenta, radiodifu-
sién o cualquier otro medio que facilite su publicidad, el Juez, de oficio o
a peticion de dicho Ministerio, cuando solicite esta medida excepcional de
aseguramiento, ordenara el cierre provisional del medio de difusién y si lo
creyese procedente la ocupacién material de los instrumentos del delito. A
los solos efectos de este articulo y sin perjuicio de lo dispuesto en el articu-
lo 48 del Cddigo Penal se entenderan, en todo caso, instrumentos del delito
las instalaciones, maquinarias y enseres por lo que se hubieren realizado las
actividades tipificadas anteriormente referidas y aquellos que hubieren servi-
do para preparar o confeccionar los comunicados.

2. Dentro de los tres dias siguientes a la adopcién de las medidas anterio-
res, el Juez, oido el Ministerio Fiscal y a la vista de las alegaciones de las
partes las ratificard o dejara sin efecto, en todo o en parte por medio de auto;
procederi la ratificacién siempre que hubiere habitualidad o cuando los de-
litos perseguidos en la querella fueren de extrema gravedad. Contra este auto
podra interponerse directamente recurso de apelacién en un solo efecto que
sera resuelto por la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional en el plazo
de cinco dias. En todo caso, la sentencia que ponga fin al proceso debera Ie-
vantar o imponer definitivamente el cierre del medio de difusién.

Articulo 22. Suspensién de cargos publicos y derechos electorales.

Acordado un auto de procesamiento por alguno de los delitos comprendi-
dos en esta Ley, el encausado quedard automéiticamente suspendido en el
ejercicio de la funcién o cargo publico que estuviere ostentando, asi como en
el derecho de participacién pasiva para la provisién de cargos de represen-
tacién popular.

Articulo 23. Recursos contra las resoluciones del instructor.

Contra los autos y providencias del Juez durante la instruccién no pro-
cederd recurso alguno salvo, conforme a lo previsto para el procedimiento
de urgencia en los articulos 787 y concordantes de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, el de apelacién directamente y en un solo efecto, que deberd ser
interpuesto en el plazo de veinticuatro horas.

Articulo 24. Normas de agilizacién del procedimiento.

1. El plazo para instruccién y calificacién serd comin para todas las
partes acusadoras, asi como el de calificacién para las partes acusadas.

2. La sustanciacién de las causas por los delitos de esta Ley tendrad ab-
soluta preferencia sobre cualesquiera otras y en ningun caso excederd de
sesenta dias el plazo transcurrido entre el auto de procesamiento y la ce-
lebracién de la vista del juicio oral.
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CAPITULO IV

Indemnizaciones derivadas de hechos terroristas

Articulo 25. Indemnizaciones a victimas del terrorismo.

1. Seran resarcibles por el Estado los dafios y perjuicios corporales cau-
sados como consecuencia 0 con ocasién de la comisién de actividades delic-
tivas comprendidas en esta Ley, con el alcance y condiciones que establezcan
las normas que la desarrollen.

2. Las normas de desarrollo a que se refiere el nimero anterior habran
de ajustarse a los criterios siguientes:

12 Si se produjeren lesiones no invalidantes, la cantidad a percibir no po-
dra ser inferior a la fijada en el baremo de indemnizaciones vigente en cada
momento, para tales lesiones, en el sistema de la Seguridad Social ni superar
la misma en mas del 20 por 100.

2° De producirse lesiones invalidantes, la cantidad a percibir no podra
ser inferior a doce mensualidades del salario minimo interprofesional vigente.

3. En los casos de muerte, la indemnizacién no podra ser inferior a vein-
ticuatro mesualidades del salario minimo interprofesional.

3. La determinacién de la indemnizacién se hard teniendo en cuenta las
circunstancias personales, familiares y profesionales de la victima y, en su
caso, el grado de invalidez producido.

4. Las indemnizaciones a que se refiere el presente articulo serdn compa-
tibles con cualesquiera otra a que tuvieren derecho la victima o sus dere-
chohabientes.

Articulo 26. Indemnizaciones a terceros.

Seran indemnizables por el Estado los dafios y perjuicios que se causaren
a terceros como consecuencia o con ocasién de la ejecucién, esclarecimiento
o represién de las acciones a que se refiere la presente Ley.

Disposicién derogatoria.
1. Quedan derogados:

— El articulo 1.° del Real Decreto-ley 3/1977, de 4 de enero.

— Los articulos 1.°, 22, 4°, 5., 6° y 7.2 y los nitmeros 1 y 2 del articulo 3.°
del Real Decreto-ley 3/1979, de 26 de enero, sobre proteccién de la seguridad
ciudadana.

— La Ley Orgénica 11/1980, de 1 de diciembre, sobre los supuestos previs-
tos en el articulo 55.2 de la Constitucién.

— Los articulos 174 bis ‘a), 174 bis b), 174 bis c), 216 bis a.2 y 216 bis b}
del Cédigo Penal.

— La Disposicién adicional de la Ley Orgénica 2/1981, de 4 de mayo.

2. Quedan derogédas, asimismo, cuantas Disposiciones sé opongan o re:
sulten incompatibles en su aplicacién con las de la presente Ley' Oi'génica. )

13
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Disposiciones finales:
Primera.

Por el Ministerio de Economia y Hacienda se efectuardn las transferencias
de créditos precisas y las habilitaciones necesarias para la ejecucién de esta
Ley y de las medidas en ella previstas.

Segunda.

Lo dispuesto en los articulos 4.°, 5.°, 6.°, 20 y 22 de.la presente Ley Organica
tendra una vigencia temporal de dos afios.

Tercera.

Esta Ley Orgéanica entrard en vigor al dia siguiente de su publicacién
en el «Boletfn Oficial del Estado». '

PROYECTO DE LEY.—Modificacion de los articulos 503 y 504 de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal (Orgdnica) («BOC» de 4
mayo 1984 - Serie A, Proyecto de Ley nim. 100-I).

La Mesa del Congreso de los Diputados, en su reunién del dia de hoy, ha
acordado, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 109 del Reglamento
de la Camara, oida la Junta de Portavoces, remitir a la Comisién de Justicia
e Interior y publicar en el Boletin Uficial de las Cortes Generales el Proyecto
de Ley Orgénica por la que se modifican los articulos 503 y 504 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal.

Los sefiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un plazo
de quince dias habiles que expira el 23 de mayo para presentar enmiendas
al citado Proyecto de Ley, cuyo texto se inserta a continuacién.

En ejecucién de dicho acuerdo, se ordena la publicacién de conformidad
con el articulo 97 del Reglamento de la Camara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 2 de mayo de 1984.—P. D. El Se-
cretario General del Congreso de los Diputados. Luis Maria Cazorla Prieto.

PROYECTO DE LEY ORGANICA POR LA QUE SE MODIFICAN LOS
ARTICULOS 503 Y 504 DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL

Exposicién de motivos.

El Proyecto de Ley Orgénica que el Gobierno eleva a las Cortes Generales
para modificar la redaccién de los articulos 503 y 504 de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal se inspira en los mismos principios que informan ya dichos
preceptos desde la promulgacién de la reciente Ley Orgénica 7/1983, de 23 de
abril. Obedeciendo a tales prirncipios, presentes en la Constitucién y explicita-
mente formulados por el Tribunal Constitucional, el presente proyecto de Ley
tiene dos objetivos.
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En primer lugar, dar una nueva formulacién a los supuestos en que puede
decretarse la prisién provisional, de acuerdo con la doctrina del Tribunal
Constitucional de que la medida no ha de aplicarse con automatismo,- sino
que la Autoridad judicial tomar4 su decisién «teniendo en cuenta las circuns-
tancias del caso». El proyecto ratifica, pues, el abandono del sistema instau-
rado en la Ley de 22 de abril de 1980 para permitir que sea el érgano jurisdic-
cional quien valore, en la tensién dialéctica entre los principios de libertad
personal y presuncién de inocencia y aseguratmento del proceso, cuando debe
decretar la prisién preventiva y cuando la libertad provisional del imputado,
con o sin fianza. Las interpretaciones dispares que se habian producido en la
practica acerca del alcance del ultimo inciso de la circunstancia segunda del
articulo 503, de las que se ha hecho eco la doctrina, obligan al legislador a
pronunciarse para evitar divergencias hermenéuticas. Por otra parte, promul-
gada y vigente la Ley Orgénica 1/1983, de 25 de junio, de Reforma Urgente
y Parcial del Cédigo Penal, en la que se modifica extensamente el sistema
penolégico, parece procedente incluir las penas de prisién menor e inferiores
en la circunstancia segunda del articulo 503. :

El segundo objetivo de este Proyecto es el de resolver ciertos problemas
que la practica ha revelado en torno a la duracién méxima de la situacic'ni de
prisién preventiva. Nuestro sistema constitucional impone, como es sabxdo
dos limites temporales a esa situacién. Uno derivado del principio de pre-
suncién de inocencia, estd presente en el articulo 528 de la Ley de En_]lll-
ciamiento Criminal («la prisién provisional sélo durard lo que subsistan los
motivos que la hayan ocasionados); parece conveniente completar la decla-
racién del artfculo citado otorgando el maximo rango legislativo al derecho
del inculpado en situacién de prisién a que su causa sea atendida con espe_cial
diligencia por los 6rganos del Poder Judicial. Paralelamente, el Proyecto, que
hace suya la vieja declaracién de la Exposicién de Motivos del Real Decreto
aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal («el ciudadano de un pueblo
libre no debe expiar faltas que no son suyas, ni ser victima. de la impotencia
o del egofsmo del Estado»), establece que en el cémputo de la duracién de
la prisién provisional no se sumaran los perlodos en que la causa sufra dlla.
ciones no imputables a los mismos érganos a quienes antes ha exigido esa es-
pecial diligencia, esto es, a los érganos jurisdiccionales. Aunque una aplica-
cién de la doctrina del fraude a la Ley pudiera haber bastado para llegar a
los mismos resultados que ahora explicitamente se formulan, en materia como
ésta, en que las cautelas interpretativas son ciertamente légicas, resulta: con-
veniente desvanecer toda duda que favorezca resultados contrarios a los per-
seguidos por el ordenamiento. No hace el Proyecto, por lo dem4s, sino acoger
razonamientos del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y del propio Tri-
bunal Constitucional.

El otro limite, vinculado al derecho a la libertad personal més directa-
mente, estd acogido en el articulo 504. Las experiencias recogidas en la apli-
cacién de este tiltimo precepto, en tanto que impone los limites temporales
méaximos de la situacién de prisién preventiva, manifiestan la necesidad de
prever un sistema de prérrogas vinculado a situaciones objetivas que permi-
tan conjugar el principio de libertad personal con el aseguramiento del pro-
ceso penal sin que, en ningin caso, la prisién preventiva juegue como pena
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anticipada ni en general, como medida criminolégica, tal y como tiene de-
clarado el Tribunal Constitucional. Por ello se prevé que la medida de pro-
longacion se adopte en resolucién motivada contra la que se podran utilizar
los recursos de reforma y de apelacién, que supondran una garantia que evi-
te que la medida cautelar derive hacia fines distintos de los constitucional-
mente previstos.

En su virtud, el Consejo de Ministros, en su reunién del dia 4 de abril
de 1984, acordé remitir a las Cortes Generales el siguiente

PROYECTO DE LEY ORGANICA

Articulo unico.

Los articulos 503 y 504 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal tendrdn la
siguiente redaccion:

«Articulo 503.

Para decretar la prisién provisional serdn necesarias las circunstancias
siguientes:

1* Que conste en la causa la existencia de un hecho que presente los ca-
racteres de delito.

22 Que éste tenga sefialada pena superior a la de prisién menor, o bien
que aun cuando tenga sefialada pena de prisiéon menor o inferior, considere
el Juez necesaria la prisién provisional, atendidos los antecedentes del impu-
tado, las circunstancias del hecho, la alarma social que su comisién haya
producido o la frecuencia con la que se cometan hechos anilogos. Cuando
el Juez decrete la prisién provisional en caso de delito que tenga prevista
pena inferior a la de prisibn mayor podrd, segin su criterio, dejarla sin
efecto, si las circunstancias tenidas en cuenta hubiesen variado, acordando la
libertad del inculpado con o sin fianza.

3.* Que aparezcan en la causa motivos bastantes para creer responsable
criminalmente del delito a la persona contra quien se haya de dictar el auto
de prisién.

Articulo 504.

Procederi también la prisién provisional cuando concurran la primera y
ia segunda circunstancias del articulo anterior y el inculpado no hubiera
comparecido sin motivo legitimo al primer llamamiento del Juez o Tribunal
o cada vez que éste lo considere necesario.

No obstante lo dispuesto en el articulo anterior, aunque el delito tenga
sefialada pena superior a la de prisién menor, cuando el inculpado carezca
de antecedentes penales o éstos deban considerarse cancelados y se pueda
creer fundadamente que no tratari de sustraerse a la accién de la justicia
y, ademds, el delito no haya producido alarma ni sea de los que se cometen
con frecuencia en el territorio donde el Juez o Tribunal que conociere de la
causa ejerce su jurisdiccién, podrin éstos acordar, mediante fianza, la liber-
tad del inculpado.
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El inculpado retenido en prisién provisional tiene el derecho a que su
caso sea atendido de forma prioritaria y con especial diligencia. El Juez o
Tribunal que conozca de la causa y el Ministerio Fiscal, cada uno dentro de
sus funciones, cuidardn bajo su responsabilidad de que la prisién provisio-
nal no se prolongue mas allA de lo necesario.

La situacién de prisién provisional no durar4 mas de tres meses cuando
se trate de causa por delito al que corresponda pena de arresto mayor, ni
mas de un afio cuando la pena sea de prisién menor o de dos afios cuando
la pena sea superior. En estos dos 1ltimos casos, concurriendo circunstan-
cias que hagan prever que la causa no podrd ser juzgada en estos plazos, y
que el inculpado pudiera sustraerse a la accién de la justicia, la prisién
podra prolongarse hasta dos y cuatro afios respectivamente. La prolongacién
de la prisién provisional se acordard mediante auto, con audiencia del incul-
pado y del Ministerio Fiscal.

Una vez condenado el inculpado, la prisién provisional podrid prolongarse
hasta el limite de la mitad de la pena impuesta en la sentencia, cuando ésta
hubiere sido recurrida.

No se tendrd en cuenta, para el cémputo de los plazos establecidos en
este articulo, el tiempo en que la causa sufriere dilaciones no imputables a
la Administracién de Justicia.

Contra los autos que decreten la prisién o los que dispongan su prolonga-
cién o la libertad provisional, podran ejercitarse los recursos de reforma
y apelacién.

Concedida la libertad por transcurso de los plazos méximos previstos
para la prisién provisional serd también de aplicacién lo dispuesto en el
parrafo primero de este articulo.

Disposicién final

La presente Ley Organica entrara en vigor al dia siguiente de su publica-
cién en el Boletin Oficial del Estado.»

Proyecto de Ley de Extradicidn pasiva. («<B. O. C.» de 28 de junio
de 1984; Serie A, Proyectos de Ley, ntim. 105-1.)

La Mesa del Congreso de los Diputados, en su reunién del dia de hoy, ha
acordado, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 109 del Reglamento
de la Cédmara, remitir a la Comisién de Justicia e Interior y publicar en el
«Boletin Oficial de las Cortes Generales» el proyecto de Ley de extradiciéon
pasiva.

Los sefiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un plazo
de quince dias habiles que expira el 5 de septiembre para presentar enmien-
das al citado proyecto de Ley, cuyo texto se inserta a continuacién.

En ejecucién de dicho acuerdo, se ordena la publicacién de conformidad
con el articulo 97 del Reglamento de la Camara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de junio de 1984—P. D., El Se.
cretario General del Congreso de los Diputados, Luis Maria Cazorla Prieto.
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-PROYECTO DE LEY DE EXTRADICION PASIVA

MEMORIA-EXPOSICION DE .MOTIVOS

El régimen de la extradicién pasiva, especialmente en cuanto al procedi-
miento que ha de seguirse para su concesién, ha venido regulado por Ley de
26 de diciembre de 1958. En el relativamente escaso tiempo de su vigencia,
tal régimen ha quedado anticuado tanto en su aspecto interno como interna-
cional, en el primero, la Constitucién -espafiola extrema las garantias.y for-
malidades a seguir para el respeto de derecho tan fundamental como la li-
bertad de las personas, que por su propia esencia, en todo caso queda bajo
el control de la Autoridad Judicial y légicamente también cuando el recla-
mado de extradicién ha de ser privado de aquélla como medida precautoria
que garantice la entrega al pafs reclamante, si tal extradicién fuera acordada.

Por .otra parte, la ratificacién por Espafia de varios Convenios Europeos
sobre la materia —Represién del Terrorismo en 9 de mayo de 1980; el de
Asistencia Judicial en materia penal en 14 de julio de 1982 y, especialmente,
el de Extradicién de 21 de abril de 1982— hace indispensable una revisién
a fondo de nuestra Ley interna para suprimir-obsoletos criterios y recoger
aquellos otros que la técnica internacional ha perfeccionado a través del
tiempo hasta ser aceptados por la generalidad de los pafses.

En relacién con uno y otro aspecto el anteproyecto elaborado afecta a
toda la materia por lo que supone una nueva Ley, ya que por los numero-
sos extremos que modifica resulta asi mas aconsejable que la reforma par-
cial de la vigente. -

Mantiene el mismo sistema y principio cardinal de la anterior en cuanto
que la extradicién, como acto de soberania en relacién con otros Estados,
es funcién del Poder ejecutivo, bajo el imperio de la Constitucién y de la
Ley, sin perjuicio de su aspecto técnico penal y procesal que han de resolver
los Tribunales en cada caso con la intervencién del Ministerio Fiscal.

Por lo demias las novedades mas sustanciales que el anteproyecto contie-
ne son las siguientes: .

1* En materia tan fundamental como la prisién preventiva se sigue in-
tegramente el criterio constitucional de dar intervencién al Juez desde un
principio suprimiendo, en consecuencia, el régimen antiguo que permitfa
la detencién sin intervencién judicial, hasta la resolucién del expediente en
via gubernativa. Su duracién se acomoda al criterio de los nuevos Convenios
Europeos, no sélo por unificar criterios sobre la materia, sino porque, al
propio tiempo, se suprimen plazos intermedios que podfan inducir, y con
frecuencia han inducido, a confusién:

El plazo de prisién preventiva para casos de urgencia, .se fija en cuaren-
ta dias, tiempo ya consagrado en reciente practica judicial y que se estima
suficiente para que el Estado reclamante curse la demanda de extradicién,
habida cuenta que ésta debe formularse en base.a la misma sentencia con-
denatoria o auto de prisién que justifica aquella medida provisional.

A este plazo sigue otro de cuarenta dias a partir de la presentacién formal
de la demanda, lo que supone un total maximo de ochenta dias, que unido
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al tiempo que exija la tramitacién en fase puramente judicial, no debe
sobrepasar, en ningun caso, por respeto al principio de presuncién de ino-
cencia y al derecho fundamental a la libertad que a toda persona alcanza
los limites méximos sefialados en nuestro Derecho para la prisién provi-
sional.

Tampoco contiene la nueva Ley previsiones que puedan limitar el ar-
bitrio judicial o contradecir el régimen general instaurado por Ley Orga-
nica 7/1983, de 23 de abril, sobre esta materia en desarrollo de preceptos
constitucionales. '

2* En cuanto a los hechos que puedan dar lugar a la extradicién se sigue
el sistema de identidad normativa o doble incriminacién junto al de apertu-
ra en los tipos. Basta, pues, que la infraccién esté tipificada en la legislacién
de ambos paises sin que, en consecuencia, deba estar incluida en lista ce-
rrada, sistema éste olvidado en la actualidad aunque contintie imperando en
viejos Convenios bilaterales del pasado sigio.

Novedad importante en esta materia es la fijacién de un limite minimo
a la gravedad del hecho, determinada por la pena aplicable —un afio— o
aplicada en Sentencia condenatoria —cuatro meses—. Se sigue asi la orien-
taciéon marcada por el Convenio Europeo, ya que éste comprende ademas
de las penas, las medidas de seguridad privativas de libertad de la misma
duracién. )

3* Como excepciones a la extradicién se mantiene la de los nacionales
y los supuestos que sean de Ja competencia de nuestros Tribunales, uno y
otros por razén de soberania, lo que no implica impunidad ya que, en
ambos supuestos, se invitard al pais reclamante a que remita las actuacio-
nes seguidas para que los presuntos culpables puedan ser juzgados en
Espaiia.

Por lo demds se mantienen también otras excepciones, delitos militares,
de prensa, privados con algunas limitaciones, etc. Pero se silencian otros
casos como faltas o contravenciones adminisirativas cuya cita era inne-
cesaria.

En todo caso y por la misma razén de no existir tratado vinculante se
declara siempre potestativa la concesién de la extradicién, articulo 2.°, con la
que Espana a la vista de las circunstancias concurrentes, podrd decidir con
Iibertad cada demanda de extradicién.

4+ Se establece la facultad del Gobierno de no proceder a la extradicion,
aun habiéndola considerado procedente el Tribunal en base al principio de
reciprocidad, soberania, seguridad, orden publico y demds intereses de Espa-
fia, con ello se siguen los sistemas francés e italiano en los que la decisién
favorable a la extradicién no es obligatoria si bien se precisan los criterios
de esta ultima decisién del gobierno tal y como establece la legislacién suiza.

Ello es légico y en ningin caso implicardA incumplimiento de resolucio-
nes judiciales habida cuenta del distinto campo y finalidad en que actdan
y persiguen los Tribunales y el Gobierno; técnico y sobre todo tutelar del
derecho a la libertad los primeros y polilicos esencialmente el segundo. Otra
cosa seria que denegada la extradicién por el Tribunal pudiera el Gobierno
decretar la entrega.
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5. Se mantienen las dos fases del procedimiento extradicional, incluso
los trdmites para casos de urgencia, debidamente acomodados a las facul-
tades judiciales para acordar la prisién preventiva. No obstante y en aten-
cién a precedentes, que asi lo aconsejan, se admite el recurso de suplica
contra los autos del propio Tribunal, que, con el de reforma ya admitido
en la Ley vigente, permiten posibles correcciones, antes vedadas en esta
segunda parte del procedimiento judicial, que pudieran resultar aconsejables
ante circunstancias concretas puestas de manifiesto por los propios intere-
sados o el Ministerio Fiscal.

6. Otras adaptaciones incluyen especialmente pa'ra la extradicién en tran-
sito que, por circunstancias no muy comprensibles, ha sido objeto de reserva
por parte de Espafia al ratificar el Convenio Europeo de Extradicién y que,
en consecuencia, s6lo se concederi a los paises que lo han ratificado, en las
mismas condiciones que la extradicién ordinaria, marginando asi el pro-
cedimiento més racional, 4gil y aconsejable que admite el propio Convenio.
No parece que deban concederse a los demds paises beneficios o ventajas
que por esta reserva se niegan a los que han ratificado el Convenio Europeo
y, en régimen de reciprocidad, al propio Estado espafiol. Unicamente se
admite el supuesto excepcional.

7* Quizd también, como novedad digna de mencién, debe citarse el pro-
cedimiento consignado para la ampliacién de extradicién como complemen-
to indispensable del principio de especialidad, que permitird otorgar auto-
rizacién para proceder por hechos anteriores y distintos a los que motivaron
la entrega. Se recoge asi el criterio del Convenio Europeo, el seguido con
otros paises y, en definitiva, el que resulta aconsejable para evitar situaciones
anteriores de impunidad por delitos, incluso méas graves y rechazables en el
concierto social, que el que motivé la extradicién concedida.

8* Por lo demas, se ha suprimido la autorizacién que la actual Ley con-
cede al Gobierno para «convenir reciprocidad en materia de extradicién»,
por estimar que tal autorizacidén podria vulnerar el articulo 94 de la Consti-
tucién que, para los supuestos que contempla en su apartado c), requiere
previa autorizacién de las Cortes Generales, autorizacién que debe enten-
derse para cada «convenios, cuyo contenido ha de someterse previamente
al Parlamento. Lo que no excluye la aplicacién del principio de reciproci-
dad en cada caso concreto, segiin el articulo 1.°, autorizado por el articulo
123 de la misma Constitucién, incluso existiendo tanto Tratados como Leyes
de Extradicién.

9* También se han suprimido las referencias al grado de participacién
(autores, cémplices y encubridores) o al de ejecucién del delito (intentado,
frustrado y consumado) por anticuadas e innecesarias. El Convenio Europeo
tampoco las recoge. Bastara, en consecuencia, que al reclamado le corres-
ponda una de las penas que pueden motivar la extradicién para que, con v
sin aquellas indicaciones, pueda acordarse su entrega.

Por iltimo, se trata de una Ley que, si bien se inspira en el Convenio
Europeo, tal vez el méas perfecto, no supone necesariamente una ejecucién,
cumplimiento o desarrollo del mismo ni de ningiin otro. De no existir Con-
venio o no habiendo ratificado Espafia, la Ley seguiria siendo necesaria. Asi
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pues, no se considera preceptiva la consulta al Consejo de Estado que prevé
el articulo 21.2 de su Ley Organica reguladora.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, el Consejo de Minis-
tros, en su reunién del dia nueve de mayo de mil novecientos ochenta y
cuatro, acordé remitir a las Cortes Generales el siguiente

PROYECTO DE LEY
Articulo 1.°

Las condiciones, los procedimientos y los efectos de la extradicién pa-
siva se regirdn por la presente Ley, excepto en lo expresamente previsto
en los Tratados en los que Espaiia sea parte.

En todo caso, la extradicién s6lo se concederd atendiendo al principio
de reciprocidad. El Gobierno podra exigir una garantia de reciprocidad al
Estado requirente.

Articulo 2.°

Se podra conceder la extradicién por aquellos-hechos para los que las
Leyes espafiolas y las de la parte requirente prevean una pena O una me-
dida de seguridad privativa de libertad, cuya duracién méxima sea, al me-
nos, de un afio o una pena mas grave o cuando la reclamacién tuviere por
objeto el cumplimiento de una pena o una medida de seguridad no inferior
a cuatro meses de privacién de libertad por hechos también tipificados en
Espana.

Cuando la solicitud se refiera a varios hechos y sélo concurran en algunos
de ellos los requisitos del parrafo anterior sobre duracién de las penas o
medidas de seguridad, el acuerdo de extradicién podri extenderse también
a los que tengan sefialada penalidad inferior. '

Si la solicitud de exiradicién se basa en Sentencia dictada en rebeldia
al reclamado, a virtud de la cual haya sido éste condenado a pena que,
con arreglo a la legislacién espafiola, no puede ser impuesta a nadie que no
haya estado personalmente en el acto del juicio oral, se concedera la ex-
tradicién, condiciondndola a que la representacién diplomitica en Espaiia
del pais requirente, dentro del plazo que se le fije, ofrezca garantias su-
ficientes de que el reclamado serid sometido a nuevo juicio, en el que debera
estar presente y debidamente defendido.

Articulo 3.°

1. No se concederi la extradicién de los espaiioles por delitos cometidos
fuera de Espafia ni de los extranjeros por delitos de que corresponda cono-
cer a los Tribunales espafioles, segiin el ordenamiento nacional. La cualidad
de nacional se apreciard en el momento de la decisién sobre la extradicién,
con arreglo a los preceptos correspondientes del ordenamiento juridico es-
pafiol, y siempre que no fuera adquirida con el fraudulento propésito de
hacer imposible la extradicién. No obstante, en los supuestos de adquisicién
por carta de naturaleza que hubiere tenido lugar dentro de los cinco afios
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anteriores, el Tribunal podra acceder a la extradicién apreciando la natu:
raleza y circunstancias del delito, al arraigo efectivo del reclamado y otros
2spectos inherentes a la naturalizacién. En ningin caso podra ser concedida
Ia extradicién si los hechos por los que la misma se solicite hubieren sido
realizados con posterioridad a la adquisicién de la nacionalidad espafiola.

2. Cuando proceda denegar la extradicién por el motivo previsto en el
apartado anterior, si el Estado en que se hayan ejecutado los hechos asi lo
pidiere, el Gobierno espafiol darid cuenta del hecho que motiv6 la demanda
al Ministerio Fiscal a fin de que se proceda judicialmente, en su caso, con-
tra el reclamado. Si asi se acordare, solicitard del Estado requirente que re-
mita las actuaciones practicadas o copia de las mismas para continuar el
procedimiento penal en Espafa.

Cuando el delito se hubiere cometido fuera del territorio del pafs que
solicite la extradici6n, ésta podra ser denegada si la legislacién espafiola
ro autorizare la persecucién de un delito del mismo género cometido fuera
de Esparia.

Articulo 4.°

No se concederd la extradicién:

1. Cuando se trate de delitos de caracter politico, no consideréndose como
tales los actos de terrorismo ni el atentado contra la vida de un Jefe de
Estado o de un miembro de su familia.

Cuando se trate de delitos militares conforme a la legislacién espaiiola,
los cometidos a través de los medios de comunicacién social con ocasién
del uso de derecho a la libertad de expresién o sélo perseguibles a ins-
tancia de parte, con excepcién de los delitos de violacién, estupro, rapto y
abusos deshonestos.

3. Cuando la persona reclamada deba ser juzgada por un Tribunal de
excepcién.

4, Cuando se haya extinguido la responsabilidad criminal, conforme a la
legislacién espafiola o la del Estado requirente.

5. Cuando la persona reclamada haya sido juzgada o lo esté siendo en
Espaiia, por los mismos hechos que sirvan de base a la solicitud de extra-
dicién. Podri, no obstante, accederse a ésta cuando se hubiere decidido no
entablar persecucién o poner fin al procedimiento pendiente por los referi-
dos hechos y no haya tenido lugar por sobreseimiento libre o cualquier
cira resolucién que deba producir el efecto de cosa juzgada.

6. Si el Estado requirente no diera la garantia de que la persona recla-
mada de extradicién no sera ejecutada o que no seri sometida a penas
que atenten a su integridad corporal, o a tratos inhumanos o degradantes.

7. Cuando la persona reclamada para el cumplimiento de una pena pri-
vativa de libertad hubiere sido condenada en rebeldia, y el Estado requi-
rente no hubiere dado las garantias exigidas en el parrafo tercero del ar-
ticulo 2-.

8. Cuando la persona reclamada le hubiere sido reconocida la condicién
de asilado. El no reconocimiento de la condicién de asilado, cualquiera que
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sea su causa, no impedird la denegacién de la extradicién por las causas
de los articulos 4°, 1 y 52, 1.

Articulo 5°

Asimismo podri denegarse la extradicién:

1° Si se tuvieran razomes fundadas para creer que la solicitud de extra-
dicién, motivada por un delito de naturaleza comun, se ha preselitado con
el fin de perseguir o castigar a una persona por consideraciones de raza,
religién, nacionalidad u opiniones politicas, o que la situacién de dicha per-
sona corre €l riesgo de verse agravada por tales consideraciones.

2° Cuando la persona reclamada sea menor de d1ec1ocho afios en €l mo-
mento de la demanda de extradicién y teniendo residencia habitual en Es-
paiia, se considere que la extradicién puede impedir su reinsercién social,
sin perjuicio de adoptar, de acuerdo con las autoridades .del Estado requi-
rente, las medidas mas apropiadas.

Articulo 6.°

Si la resolucién firme del Tribunal denegare la extradicién, d1cha reso-
lucién sera definitiva y no podra concederse aquélla.

No obstante, si la resolucién del Tribunal declarase procedente la extra-
dicién, no serd vinculante para el Gobierno, que podra denegarla atendien-
do al principio de reciprocidad y a la soberania, seguridad, orden publico
y demads intereses esenciales para Espaiia.

Articulo 7.°

1. La solicitud de extradicién se formulard por via diplomética, o di-
rectamente por escrito del Ministerio de Justicia de la parte requirente al
Ministro de Justicia espafiol, debiendo acompafiarse:

a) La sentencia condenatoria o el auto de procesamiento y prisién o re-
solucién ansloga segin la legislacién del pais requirente con expresién su-
maria de los hechos y lugar y fecha en que fueron realizados.

b) Cuantos datos sean conocidos sobre la identidad, nacionalidad y re-
sidencia del sujeto reclamado y, a ser posible, su fotografia y huellas dac-
tilares.

¢) Copia de los textos legales con expresién de la pena aplicable.

d) Si el hecho estuviere castigado con pena capital, el Estado requi-
rente dari seguridades, suficientes a juicio del Gobierno espafiol, de que
tal pena no sera ejecutada.

2. Los referidos documentos, criginales o en copia auténtica, se acom-
pafiaran de una traduccién oficial al espaiiol. :

Articulo 8.°

1. En caso de urgencia podra ser interesada la detencién como medida
preventiva, si bien deberd hacerse constar expresamente en la solicitud que
ésta responde a una sentencia condenatoria o mandamiento de detencién
firmes con expresién de la fecha y hechos que lo motiven, tiempo y lugar de
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la comisién de éstos y filiacién de la persona cuya detencién se interesa, con
ofrecimiento de presentar seguidamente demanda de extradicién.

2. La solicitud de detencién preventiva se remitirda por via postal, tele.
grafica o cualquier otro medio que deje constancia escrita, bien por via
diplomatica, bien directamente al Ministerio de Justicia, bien por conducto
de la Organizacién Internacional de Policfa Criminal y si en ella constaren
todas las circunstancias necesarias, se procederd a la detencién del recla-
mado, poniéndolo a disposicién del Juzgado Central de Instruccién de Guar-
dia en plazo no superior a veinticuatro horas para que, si lo estima proce-
dente, decrete la prisién provisional, que dejara sin efecto si transcurridos
cuarenta dias el pafs requirente no hubiere presentado en forma la solicitud
de extradicién.

3. El Juez podri, en cualquier momento y en atencién a las circunstan-
cias del caso, acordar la libertad del detenido, adoptando alguna o algunas
de las medidas siguientes para evitar su fuga: vigilancia de domicilio, orden
de no ausentarse de un lugar determinado sin la autorizacién del Juez, orden
de presentarse periédicamente ante la autoridad designada por el Juez, re-
lirada de pasaporte y prestacién de una fianza. El incumplimiento de estas
medidas dard lugar a la prision provisional dentro del plazo establecido
en el apartado anterior.

La puesta en libertad, con o sin medidas alternativas de la prisién pro-
visional, no serid obsticulo para una nueva detencién ni para la extradicién,
si la solicitud de ésta llegara después de la expiracién del plazo mencionado
en el apartado anterior.

4. En todo caso, se informard al pais reclamante de las resoluciones
adoptadas, especialmente y con la urgencia posible, de la detencién y dél
plazo dentro del cual deberi presentarse la demanda de extradicion.

Articulo 9.°

1. Cuando la solicitud se hubiera formulado por via diplomatica, el Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores remitird al de Justicia la solicitud de extra-
dicién con expresién de la fecha en que se hubiere recibido.

2. El Ministerio de Justicia, atendidas las circunstancias de la solicitud
y cuando el reclamado no estuviera ya detenido preventivamente, podra in-
teresar del Ministerio del Interior, que proceda a la detencién de la per-
sona reclamada y la ponga a disposicién del Juzgado Central de Instrucciéi
de Guardia, y remitirA a este Juez informacién bastante acerca de la de-
manda de extradicién.

Puesto a disposicién judicial el reclamado y a la vista de la informacién
recibida, el Juez podra acordar la prisién provisional del detenido.

3. El Ministerio de Justicia, en un plazo méximo de ocho dias computa-
dos desde el siguiente al de la recepcién de la solicitud, o en su caso de los
justificantes, aclaraciones o traducciones por él reclamados, elevard al Go-
bierno propuesta motivada sobre si ha lugar o no a continuacién en via
judicial del procedimiento de extradicién.

4. El Gobierno adoptara su decisién dentro del plazo de quince dias
contados desde la elevacién de la propuesta por el Ministerio de Justicia.
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Tianscurrido este plazo sin que el Gobierno haya adoptado resolucién, el
Ministerio de Justicia lo haria en su nombre, dentro de los tres dias si-
guientes a la expiracién del mismo, sin perjuicio de lo establecido en el
apartado 5 de este articulo.

5. Cuando el acuerdo fuere denegatorio se pondrd en conocimiento del
Estado requirente. Si el reclamado estuviere en prisién, se notificara al Juez
que la hubiere decretado para que acuerde su libertad.

6. Cuando el procedimiento se inicie, por peticién urgente de detencién
preventiva, conforme al articulo 7.°, uno y dos, la prisién preventiva se de-
jarad sin efecto si transcurridos cuarenta dias el Estado requirente no hu-
biere presentado en forma la solicitud de extradicién por via diplomatica
ante el Ministerio de Asuntos Exteriores o directamente ante el Ministerio dé
Justicia espafioles. Si se hubiese presentado dentro de dicho plazo de cua-
renta dias, éste se ampliara a cuarenta dias mas, para dar tiempo a que el
Ministerio de Justicia y el Gobierno espaiioles puedan cumplir lo estable-
cido en el presente articulo, nimeros tres y cuatro.

Si el procedimiento se inicia por la recepcién de la solicitud de extradi-
cién por via diplomética ante el Ministerio de Asuntos Exteriores o diréc-
tamente ante el Ministerio de Justicia espafioles, el Juez Central de Ins-
truccién competente dejara sin efecto la prisién provisional del reclamado
que hubiere decretado, si no recibe dentro del plazo de cuarenta dias el
acuerdo gubernativo de continuacién de la via judicial del procedimiento
de extradicién.

7. El limite m&ximo de la prisién provisional del reclamado y los de-
rechos que corresponden al detenido por causa de extradicién se regiran
en lo no previsto por esta Ley, por los preceptos correspondientes de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Articulo 10

Si el Gobierno acordare la continuacién del procedimiento en via judicial
remitird el expediente al Juzgado Central de Instruccién, y si el reclamado
no estuviere en prisién, el Ministerio de Justicia oficiar4 también al Minis-
terio del Interior para que se practique la detencién, se redacte el oportuno
atestado y en el plazo de veinticuatro horas siguientes se ponga al detenido
con los objetos y papeles que le hubieren sido ocupados, a disposicién de
la misma Autoridad judicial.

Articulo 11

1. Acordada la continuacién del procedimiento en via judicial, el Juez,
a cuya disposicién estuviere el reclamado, ordenari la inmediata compare-
cencia de éste, quien deberi hacerlo asistido de Abogado y, en su caso, de
intérprete. Se citard siempre al ministerio fiscal.

2. Identificado el detenido, el Juez le invitard a que manifieste, con expre-
sién de sus razones, si consiente en la extradicién o intenta oponerse a ella;
si consintiera y no se suscitaran obstdculos legales que a ello se opongan,
el Juez podrd acceder, desde luego, a la demanda de extradicién. En otro
caso adoptard la resolucién que proceda, bien ordenando la libertad del de-
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tenido o bien elevando su detencién a prisién, si antes no hubiera decreta-
do ésta, con o sin fianza u otras medidas previstas en el apartado 3 del ar-
ticulo 8, a resultas del procedimiento subsiguiente, a cuyo fin acordara ele-
var lo actuado a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

3. Las resoluciones anteriores adoptaran la forma de auto que se dictara
dentro de las veinticuatro horas siguientes a la comparecencia y del que se
dara traslado inmediato al Ministerio de Justicia. Contra este auto solo
procedera el recurso de reforma por los tramites de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal.

4. El Juez, de oficio, a instancia del Fiscal o del reclamado, podra acor-
dar que se complete la informacién aportada con los datos necesarios refe-
rentes a la identidad del reclamado y a los supuestos facticos y procesales
justificativos de la solicitud de extradicién, pudiendo sefialar un plazo que
en ningtn caso excedera de treinta dias. Las resoluciones del Juez, en esta
materia, serdn recurribles conforme a lo establecido en el apartado anterior.

Articulo 12,

1. Recibido el expediente, el Tribunal -lo pondrd de manifiesto en Secre-
taria al Fiscal y al Defensor por plazo sucesivo de tres dias, y podréd recla:
mar, a peticién de cualquiera de ambos o de oficio, los antecedentes que
juzgue convenientes en relacién con el articulo siguiente, sin que contra la
resolucién del Tribunal sobre este extremo quepa recurso alguno.

2. Si el reclamado de extradicién no tuviera defensor se le nombrara de
oficio antes de ponerle de manifiesto el expediente.

Articulo 13,

1. Dentro de los quince dias siguientes al periodo de instruccién, se sefa-
lara la vista que tendrd lugar con intervencién del Fiscal, del reclamado de
extradicién asistido, si fuera necesario, de intérprete y del abogado defensor.
En la vista podra intervenir, y a tal efecto serid citado el representante del
Estado requirente cuando asi lo hubiere solicitado y el Tribunal lo acuerde
atendiendo el principio de la reciprocidad, a cuyo fin reclamard, en su caso,
la garantia necesaria a través del Ministerio de Justicia.

2. El reclamado prestari reclaracién durante la vista, pero solamente se
admitird y practicard la prueba que verse sobre extremos relacionados con
las condiciones exigidas por el Tratado aplicable o por esta Ley para la
concesién de la extradicién.

Articulo 14.

1. El Tribunal resolvera, por auto motivado, en el plazo improrrogable
de los tres dias siguientes a la vista, sobre la procedencia de la extradicién,
y, al propio tiempo, sobre si ha lugar a la entrega al Estado requirente de
los valores, objetos o dinero que hubiese sido ocupado al reclamado.

2. Contra este auto, dictado por la competente Seccién de la Sala de lo
Penal de la Audiencia Nacional, sélo cabri recurso de stplica, que debera
ser resuelto por el Pleno de dicha Sala y sin que pueda ser designado ponen-
te ninguno de los Magistrados que dictaren el auto suplicado.
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Articulo 15

- Cuando el Tribunal hubiere dictado auto denegando la extradicién, librara
sin dilacién testimonio del mismo al Ministerio de Justicia que a su vez
lo comunicard al de Asuntos Exteriores para su notificacién a la represen-
taciéon diplomatica del pais que formulé la demanda de extradicion.

- Asimismo, el Tribunal ordenar4 la inmediata puesta en libertad de la per-
sona requerida de extradicién. b

Articulo 16

1. Si el Tribunal dictare auto declarando procedente la extradicién, libra-
ra sin dilacién testimonio del mismo al Ministerio de Justicia. El Gobierno
decidird la entrega de la persona reclamada o denegari la extradicién por
concurrir las causas del parrafo segundo del articulo 6.°.

Asimismo, el Tribunal notificard las indicaciones que de oficio o a ins.
tancia del representante diplomético estime pertinente formular para la en-
trega de la persona reclamada, asi como del tiempo en que ésta fue privada
de libertad a fines de extradicién, que quedara condicionada a que se compute
como periodo de cumplimiento de condena. ' )

2. Acordada la entrega de la persona requerida de extradicién, el Ministerio
de Justicia lo comunicara al de Asuntos Exteriores para su notificacién a la re-
presentacién diplomatica del pais que formulé la demanda de extradicién.

3. Si el Gobierno denegare la extradicién por concurrir las causas del
parrafo segundo del articulo 6.°, el Ministerio de Justicia lo comunicara al
Tribunal para que acuerde la puesta en libertad de la persona reclamada, sin
perjuicio de su expulsién de Espafia de conformidad con la legislacién de
cxtranjeros. Igualmente, lo comunicard al de Asuntos Exteriores para su
notificacién a la representacién diplomatica que formulé la demanda de
extradicién.

Articulo 17

1. La entrega de la persona cuya extradicién haya sido acordada conforme
a los Tratados o a esta Ley se realizar4 por Agente de la Autoridad espaifiola,
previa notificacién del lugar y fecha fijados al efecto, observiandose la legis-
lacién nacional vigente en este orden. Con aquélla se entregardn a las auto-
ridades o agentes del Estado requirente, acreditados al efecto, los papeles,
valores y objetos que deban ser igualmente puestos a su disposicién. Si la
entrega del individuo reclamado no puede efectuarse, se procedera a la de
dichos paples y efectos, a salvo, en todo caso, de los derechos que pudieran
corresponder sobre los mismos a otros interesados.

2. Si la persona reclamada se encontrara sometida a procedimiento o
condena por los Tribunales espafioles o sancionada por cualquier otra clase
de organismos o autoridades nacionales, la entrega podrad aplazarse hasta
que deje extinguidas sus responsabilidades en Espafia o efectuarse temporal
o definitivamente en las condiciones que se fijen de acuerdo con el Estado
requirente.

3. Si la extradicién hubiese sido solicitada por varios Estados, bien por
el mismo hecho o por hechos diferentes se decidird aquélla y en su caso la
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cntrega del reclamado, teniendo en cuenta todas las circunstancias concu-
rrentes y, especialmente, la existencia o no de Tratado, la gravedad relativa
y lugar de la comisién del delito, fechas de las respectivas solicitudes, nacio-
nalidad de la persona reclamada y posibilidad de una ulterior extradicién a
otro Estado. '

4. Si la persona reclamada no hubiera sido recibida en la fecha y lugar
fijados podra ser puesta en libertad transcurridos quince dias a contar de
dicha fecha y necesariamente a los treinta y se podra denegar su extradl-
cién por el mismo hecho si de nuevo se solicitara.

Articulo 18

1. La extradicién en trdnmsito se otorgard previo el cumplimiento de los
requisitos y con las mismas condiciones que para la extradicién exige la
presente Ley.

2. Excepcionalmente, por razones de urgencia, y cuando se utilizare la
via aérea y no estuviera previsto aterrizaje en territorio espaifiol, el Gobierno
podrd autorizar el trdnsito previa recepcién de una solicitud con el conte-
nido a que se refiere el nimero 1 del articulo 8.° y que producira los efectos
previstos en el citado articulo en caso de aterrizaje fortuito.

Articulo 19

1. Para que la persona que haya sido entregada pueda ser juzgada, sen-
tenciada o sometida a cualquier restriccién de su libertad personal, por he-
chos anteriores y distintos a los que hubieran motivado su extradicién sera
preciso autorizacién ampliatoria de la extradicién concedida, a cuyo fin se
presentari otra solicitud acompafiada de los documentos previstos en el ar-
ticulo 7° y testimonio judicial de la declaracién de la persona entregada,
cque Se tramitard como nueva demanda de extradicién. Iguales requisitos serd
necesario cumplir para conceder la reextradicién de la persona entregada

2. No seri necesaria esta autorizacién cuando la persona entregada, ha-
biendo tenido la posibilidad de abandonar el territorio del Estado al que
se entregd, permnezca en él més de cuarenta y cinco dias o regrese al mismo
después de abandonarlo.

Articulo 20

Los gastos ocasionados por la extradicién en territorio nacional seran,
en régimen de reciprocidad, a cargo del Gobierno espaiol. Los causados por
extradicién en transito seran de cuenta del Estado requirente.

DISPOSICION DEROGATORIA
Queda derogada la Ley de Extradicién de 26 de diciembre de 1958.

DISPOSICION TRANSITORIA

Las disposiciones de naturaleza procesal contenidas en esta Ley, sélo se-
rin aplicables a las extradiciones que se soliciten a partir de su entrada
en vigor.
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Las de naturaleza sustantiva sélo tendrin efecto retroactivo en cuanto
favorezcan al reclamado, el cual, en todo caso, sera oido para que manifies-
te lo que le resulta més ventajosa, atendidas sus personales circunstancias.

‘Proyecto de Ley de Proteccidn civil. («B. O. C.» de. 7 de febrero
de 1984; Serie A, Proyectos de Ley, num. 89-1.)

La Mesa del Congreso de los Diputados, en su reuniéon del dia de hoy,
ha acordado, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 109 del Regla-
mento de la Camara, remitir a la Comisién de Justicia e Interior y publicar
en el «Boletin Oficial de las Cortes Generales» el proyecto de Ley de
proteccién civil.

Los sefiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un
plazo de quince dias habiles, que expira el 24 de febrero, para presentar en-
miendas al citado proyecto de Ley, cuyo texto se inserta a continuacién.

En ejecucién de dicho acuerdo, se ordena la publicacién de conformi.
dad con el articulo 97 del Reglamento de la Cémara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 31 de enero de 1984.—P. D., El
Secretario General del Congreso de los Diputados, Luis Maria Cazorla Prieto.

MEMORIA

Exposicién de motivos

I. Fundamentos

Identificada doctrinalmente como proteccién fisica de las personas y de
los bienes, en situaciones de grave riesgo colectivo, calamidad publica o ca-
tastrofe extraordinaria, en las que la seguridad y la vida de las personas
pueden peligrar y sucumbir masivamente, la proteccién civil constituye la
afirmacién de una amplia politica de seguridad, que encuentra actualmente
su fundamento juridico, dentro de la Constitucién, en la obligacién de los
poderes publicos de garantizar el derecho a la vida y a la integridad fisica,
como primero y més importante de todos los derechos fundamentales —ar-
ticulo 15—, en los principios de unidad nacional y solidaridad territorial —ar-
ticulo 2°— vy en las exigencias esenciales de eficacia y cordinacién adminis-
trativa— articulo 103.

La magnitud y trascendencia de los valores que est4n en juego, en las
situaciones de emergencia, exige poner a contribucién los recursos humanos
v materiales, pertenecientes a todas las Administraciones Publicas, a todas
las organizaciones y empresas, e incluso a los particulares, a los que, por
tal razén, mediante Ley, con arreglo al articulo 30.4 de la Constitucién, po-
dran imponérseles deberes, para hacer frente a los casos de grave riesgo,
catastrofe o calamidad publica, auténticos presupuestos de hecho de la Pro-
teccién Civil.

El presente proyecto de Ley trata, pues, de establecer el marco institucio-
nal adecuado para poner en funcionamiento el sistema de proteccién civil,

14
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con escrupuloso respeto del principio de legalidad, constitucionalmente pre-
visto, de modo que pueda obtenerse la habilitacién correspondiente, para
poder exigir de modo directo a los ciudadanos determinadas prestaciones de
colaboracién.

II. Organizacién

La extraordinaria heterogeneidad y amplitud de las situaciones de emer-
gencia, asi como de las necesidades que generan y de los recursos humanos
y naturales que han de ser movilizados para hacerles frente, convierten a la
proteccién civil, en primer lugar y esencialmente, en un problema de orga-
nizacién.

Dicha organizacién corresponde al Estado principalmente, por cuanto:
constituye una competencia de proteccién de personas y bienes, integrada
en €l 4rea de la seguridad publica; sus mecanismos de actuacién son, basica-
mente, técnicas de planificacién y de cordinacién a nivel superior, y, juridi-
camente, en cuanto que se da respecto a esta materia el supuesto del na-
mero 3 del articulo 149 de Ja Constitucion, ya que en ningin caso han sido
atribuidas competencias de proteccién civil a las Comunidades Auténomas.

Sin embargo, la proteccién civil se inscribe en el contexto de la protec-
cién general de la vida y la integridad fisica de la persona humana, que no
en balde constituye, como se ha dicho al principio, el primero y principal
de los derechos fundamentales, proclamado, en el articulo 15 de la Cons-
titucién,

Y es bien sabido que la proteccién de los derechos fundamentales y de las
libertades ptiblicas no constituye la competencia exclusiva de ninguna de
las esferas politico-administrativas, sino que son el fundamento del orden
politico y de la paz social —articulo 10.1 de la Constitucién— y por ello, se-
giin la Constitucién y los Estatutos de Autonomia, corresponde a todos
los poderes piiblicos promover las condiciones para que las libertades y
los derechos fundamentales sean reales y efectivos.

Los Estatutos de algunas Comunidades Auténomas atribuyen a éstas, si
bien, l6gicamente, nunca con caricter exclusivo, competencias para la pro-
teccién de personas y bienes, y el reconocimiento a los Municipios de com-
petencias para la proteccién de personas y bienes lo recoge la legislacién vi-
gente de Régimen Local y la que se proyecta dictar, del mismo modo que
lo ha proclamado toda la que ha estado en vigor en nuestra patria desde
tiempo inmemorial.

Consecuentemente, la Ley de Proteccién Civil es una Ley de ordenacién
de competencias y del ejercicio de las mismas, en cuyo articulo 1°, 2, ya de
entrada, se reconoce que la proteccién civil es un servicio publico, en cuya
organizacién, funcionamiento y ejecucién participan las diferentes Adminis-
traciones Publicas.

Ello significa que la proteccién civil es una materia compartida o con-
currente y que la Ley de Proteccién Civil atribuye o reconoce competencias
a las Comunidades Auténomas y a las Corporaciones Locales, como compe-
tencias propias, vy que no es una Ley de traspaso o de transferencia de com-
petencias, ni a las Comunidades Auténomas ni a las Corporaciones Locales.
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III. Actuacién

Sin embargo, seria equivocado que la organizacién de la proteccion civil
pretendiese suplantar o ejercer directamente los servicios publicos que con
ella puedan tener relacién o, incluso, disponer directamente de los medios
a tal fin necesarios. La proteccién civil, por el contrario, debe actuar a tra-
vés de procedimientos de ordenacién, planificacién, coordinacién y direcGién
de los distintos servicios publicos relacionados con la emergencia que se
trate de afrontar.

Ello significa que no cabe circunscribir este planteamiento a los aspectos
de la simple coordinacién administrativa, lo que representaria asumir una
estructura organizativa extremadamente débil, cuando lo-cierto es que se
1equiere, tal y como es frecuente en los sistemas de derecho comparado, el
reconocimiento, a favor de las autoridades de proteccién civil, de una autén-
tica potestad de direcciéon de los distintos servicios publicos relacionados
con la misma.

La proteccién civil, a su vez, debe plantearse como un conjunto de activi-
dades llevadas a cabo de acuerdo con una ordenada y previa planificacién.
De ahi que el proyecto trate de racionalizar el esquema de las actuaciones y
de las medidas a adoptar que, de otro modo, no cabria asumir o establecer
con la urgencia que imponen las situaciones de riesgo o de peligro. Raciona-
lizacién, en definitiva, que se traduce en planificacién de los distintos dmbi-
tos, sectoriales y territoriales, en cuya definicién, integracién y puesta a pun-
to pueden y deben colaborar las distintas Administraciones Publicas.

IV. Autoproteccién

La tarea fundamental del sistema de proteccién civil consiste en esta-
blecer el mas éptimo aprovechamiento de las posibles medidas de protec-
cién a utilizar. Consecuentemente, debe plantearse, no s6lo de forma que
los ciudadanos alcancen la proteccién del Estado y de los otros poderes
publicos, sino procurando que ellos estén preparados para alcanzar por si
mismos tal proteccién.

El proyecto de Ley insiste, por ello, en los aspectos relacionados con la
autoproteccién ciudadana. En los supuestos de emergencia que requieren la
actuacién de la proteccién civil, una parte muy importante de la poblacién
depende, al menos inicialmente, de sus propias fuerzas. De ahi que, como
primera férmula de actuacién, haya que establecer un complejo sistema de
acciones preventivas e informativas, al que contribuye en buena medida el
cumplimiento de los deberes que se imponen a los propios ciudadanos, con
cbjeto de concienciar a la poblacién sobre los riesgos que puede sufrir y
familiarizarla con las medidas de proteccién que, en su caso, debe utilizar.

Se trata, en definitiva, de lograr la comprensién y la participacién d&
toda la poblacién, en las tareas propias de la proteccién civil, de las que
los ciudadanos son, al mismo tiempo, sujetos activos y beneficiarios. Com-
prensién social y participacién que, en todos los paises, ha requerido tiempo
y que, en tiltima instancia, debe ser el resultado de una permanente movili-
zacién de la conciencia ciudadana vy de la solidaridad social.
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En su virtud, el Consejo de Ministros, a propuesta del ministro del Inte-
rior, somete a la aprobacién de las Cortes el siguiente.

PROYECTO DE LEY

CAPITULO I

Disposiciones generales

Articulo 1. 1. La accién permanente de los poderes publicos, en materia
de proteccidn civil, se orientara al estudio y prevencién de las situaciones
de grave riesgo, catastrofe o calamidad priblica y a la proteccién de perso-
nas y bienes en los casos en que dichas situaciones se produzcan.

2. La proteccién civil es un servicio publico, en cuya organizacién, fun-
cionamiento y ejecucién participan las diferentes Administraciones Publicas,
asi como los ciudadanos mediante el cumplimiento de los correspondientes
deberes y la prestacién de su colaboracién voluntaria.

3. Sin perjuicio de lo que disponga la Ley de Defensa Civil, ante las con-
secuencias de cualquier agresion sufrida en caso de guerra, la proteccidn
civil estar4 limitada a:

a) La autoproteccién.

b) El servicio de alarma.

c) Los refugios.

d) La evacuacién, dispersién y albergue.
e) El socorro, rescate y salvamento.

f)) La asistencia sanitaria y social.

Art. 2. 1. La competencia en materia de proteccién civil corresponde a
la Administracién Civil. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, siempre que
las circunstancias lo hicieren necesario, participardn en las acciones de pro-
teccién civil.

2. Asimismo, en tiempo de paz, cuando la gravedad de la situacién de
emergencia lo exija, las Fuerzas Armadas, a solicitud de las autoridades
competentes, colaborardn con los servicios de proteccién civil, dando cum-
plimiento a las misiones que se les asignen.

3. La colaboracién de las Fuerzas Armadas, que actuaran, en todo caso,
encuadradas y dirigidas por sus mandos naturales, deberd solicitarse de la
autoridad militar que corresponda.

Art. 3. 1. En los supuestos de declaracién de los estados de alarma,
excepcion y sitio, la proteccién civil quedara sometida, en todas sus actua-
ciones, a las autoridades competentes en cada caso, de acuerdo con lo es
tablecido en la Ley Orgdanica 4/1981, de 1 de junio.

2. En los casos de movilizacién general o parcial por causa de guerra,
el Gobierno dispondra los planes y medidas que permitan la utilizacién de
los servicios de proteccién civil conforme a tales circunstancias, asegurando,
en todo caso, la colaboracién entre las autoridades civiles y militares.
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CAPITULO II

De los deberes y obligaciones en materia de proteccién civil

Art. 4. 1. Todos los ciudadanos, a partir de la mayoria de edad, estaran
sujetos a la obligacién de colaborar, personal y materialmente, con los ser-
vicios de protecci6én civil, en caso de movilizacién por las autoridades com-
petentes. t ' ’

2. Jgualmente, en funcién de su edad y circunstancias, estaran obligados
a recibir Ia instruccién y formacién necesaria, en materia de proteccién civil,
y a realizar las practicas oportunas, y, asimismo, al cumplimiento de las
medidas de prevencién y proteccién para personas y bienes, establecidas
por las leyes y las normas complementarias.

3. En los casos de grave riesgo, catastrofe o calamidad publica, todos
los residentes en territorio nacional estaran obligados a la realizacién ds
las prestaciones personales .que exija la autoridad competente, sin derecho
a indemnizacién por esta causa, y al cumplimiento de las érdenes generales
o particulares que dicte. . :

4. En los casos de requisa y ocupacion de bienes,.se estara a lo dispuesto
en la Ley de Expropiacién Forzosa.

Art. 5. 1. El Gobierno, a propuesta del Ministro del Interior, determi-
nara el catidlogo de actividades industriales que puedan dar origen a una
situacién de emergencia.

2. Las empresas comprendidas en el indicado catdlogo vendrin obligadas
a establecer las medidas de seguridad y prevenc16n, en materia de proteccion
civil, que reglamentariamente se determmen

Art. 6. 1. Los locales de uso publico y lugares de amplia concurrencia,
cualquiera que sea la titularidad de los mismos, adecuaran sus instalaciones
y servicios a las normas vigentes sobre seguridad, proteccién contra incendios
y otros siniestros.

2. En ejercicio de la funcxén de prevencién de situaciones de emergen-
cia, las autoridades gubernativas podrian acordar la suspensién preventiva
del uso de los locales a que se refiere el parrafo anterior, en los casos
en que sea notorio el riesgo para el personal y usuario, sin perjuicio de
otras actuaciones que procedan.

Art. 7. 1. Las empresas y locales a que se refieren los articulos prece-
dentes, dispondran de un sistema de autoproteccién, dotado con sus propios
recursos, y del correspondiente plan de emergencia para acciones de pre-
vencién de riesgos, alarma, evacuacién y socorro.

2. Se promovera la constitucién de organizaciones de autoproteccién,
entre las empresas de especial peligrosidad, a las que las Administraciones
Publicas, en el marco de sus competencias, facilitarAn asesoramiento técmco
y asistencia.

3. Los servicios de vigilancia, proteccién y lucha .contra incendios, de
las empresas publicas o privadas, se considerarin, a todos los efectos; co-
laboradores de los servicios de proteccién civil. '



502 Anuario de Derecho penal y Ciencias penales

Art. 8. En situaciones de emergencia, los medios de comunicacién sociai
vendrin obligados a colaborar con las autoridades competentes respecto a
lIa emisién de informaciones dirigidas a la poblacién y relacionadas con di-
chas situaciones.

Art. 9. 1. La Cruz Roja, y otras Entidades Publicas cuyos fines estén
relacionados con la proteccién civil, contribuirdn con sus efectivos y medios
a las tareas de la misma.

2. Las Brigadas de Tropas de la Cruz Roja y la Cruz Roja del Mar son
unidades de colaboracién en materia de proteccién civil, por lo que su
estructura y dotacién a estos efectos sera establecida en el concierto que se
suscriba entre la Cruz Roja y los Ministerios del Interior y Defensa.

Art. 10. 1. Sin perjuicio de las responsabilidades penales o de otro
orden en que los infractores de esta Ley pudiesen incurrir, los Alcaldes, Go-
bernadores Civiles, el Ministro del Interior y el Consejo de Ministros podran
imponer multas por contravenir las obligaciones que esta Ley impone, en
cuantia que no excedera de 1.000.000, 5.000.000, 10.000.000 y 1.00.000.000 de pese-
tas, respectivamente. Son infracciones a la presente Ley:

a) El incumplimiento de las obligaciones de colaboracién personal y
material con los servicios de proteccién civil y de las obligaciones derivadas
de los planes de emergencia, asi como de las é6rdenes que dicten las auto-
ridades competentes en cumplimiento de los mismos.

b) El incumplimiento por las empresas u organizaciones de las obliga-
ciones de implantar el sistema de autoproteccién y el plan de emergencia,
y de adecuar sus instalaciones y servicios a las normas vigentes sobre segu-
ridad y proteccién contra incendios y otros siniestros.

c) La inobservancia de las precauciones y de las medidas, establecidas
reglamentariamente, de prevencién de siniestros, seguridad y proteccién
de personas y bienes.

d) La negativa a suministrar la informacién necesaria para la elabora-
cién y ejecucién de las normas, listas, catilogos y planes de proteccidén civil.

2. Reglamentariamente se especificardn y clasificaran las infracciones y
se graduardn las sanciones, teniendo en cuenta la culpabilidad, y en su caso,
Ia reincidencia de los autores, la peligrosidad o trascendencia de las in-
fracciones para la seguridad de personas y bienes y la capacidad econémica
de los infractores.

CAPITULO III

De la actuacién en caso de emergencia y planes de proteccién civil

Art. 11. 1. Para determinar las lineas de actuacién en las situaciones de
emergencia a que se refiere la presente Ley, se aprobaridn Planes Territoria-
les de Proteccién Civil —Nacional, de Comunidad Auténoma, Provinciales y
Municipales— y Planes Especiales —para sectores de actividad, tipos de
emergencia o actividades concretas—. :

2. Los planes constituirdn la norma de actuacién de los distintos servi-
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cios de proteccién civil y estableceran la movilizacién de recursos, tanto
del sector piblico como del sector privado, asi como la estructura jerarqui-
co-funcional de las autoridades y servicios que hayan de intervenir en cada
emergencia y los métodos de coordinacién de los recursos humanos y ma-
teriales disponibles, sin perjuicio de las decisiones que deban adoptarse
en cada circunstancia por las autoridades competentes.

Art. 12. 1. El Plan Nacional de Proteccién Civil, a cuyas_directrices se
2justaran los demds planes territoriales sera aprobado por el Gobierno, a
propuesta del ministro del Interior y previo informe de la Comisién Nacio-
nal de Proteccién Civil.

2. Los Planes Municipales se aprobardn por las correspondientes Corpo-
raciones Locales, se integrardn en los Planes Provinciales y serdn homologa-
dos por la Comisién Provincial de Gobierno. Los Planes Provinciales se apro-
bardn por los Gobernadores Civiles y se integrarin en los Planes de Comu-
nidad Auténoma, y los Planes de Comunidad Auténoma, que deberan ser
aprobados por el Consejo de Gobierno de la misma, se integrarin en el
Plan Nacional; los Planes Provinciales y los de Comunidad Auténoma
serdn homologados por la Comisién Nacional de Proteccién Civil.

3. Los Planes Especiales seran aprobados por el Gobierno a propuesta
del ministro del Interior y previo informe de la Comisién Nacional de
Proteccién Civil.

Art. 13. En las situaciones de grave riesgo, catastrofe o calamidad publi-
ca, cuyo control no pueda garantizarse con los medios adscritos habitual-
mente a la proteccién civil, se dispondra la aplicacién del Plan que corres-
ponda y la movilizacién de los servicios y medios necesarios:

a) Por el Alcalde, si la emergencia se produce en el 4mbito de su térmi-
no municipal. En todo caso, dar4 cuenta al Gobernador Civil.

b) Por el Gobernador Civil, si la emergencia afecta a dos o mas Mu-
nicipios de una misma provincia.

c) Por el Ministro del Interior en los demds casos y en los de especial
gravedad, por propia iniciativa o a instancia de los Presidentes de los ér-
ganos ejecutivos de las Comunidades Auténomas, Delegados del Gobierno
o Gobernadores Civiles, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 14.2 de
esta Ley.

CAPITULO 1V

Autoridades competentes

Art. 14. 1. El Gobierno es el 6rgano superior de direccién y coordina-
cién de la Proteccién Civil, al que corresponde la potestad reglamentaria
en la materia. )

2. El Gobierno, a propuesta del Ministro del Interior, y a iniciativa, en
su caso, del Presidente de la Comunidad Auténoma o del Delegado de! Go-
bierno, podrd conferir delegacién para la direccién y coordinacién de los
servicios de proteccién civil, en aquellos casos en que la naturaleza de la
emergencia lo hiciera aconsejable. '



504 Anuarto de Derecha penal y Ciencias pemiles

Art. 15. El Ministro del Interior ostenta la superior autoridad de todos
los servicios de proteccién civil y le corresponde:

a) Elaborar el Plan Nacional de Proteccién Civil, los-Planes Especiales
y los Reglamentos técnicos correspondientes y proponer su aprobacién al
Gobierno, a cuyo efecto podra interesar de las diferentes Administraciones
Publicas la informacién necesaria.

b) Desarrollar las normas de actuacién que en materia de proteccién
civil apruebe el Gobierno.

c¢) Dirigir, coordinar e inspeccionar las acciones y los medios de eje-
cucién de los Planes de actuacién y de los servicios de proteccién civil.

d) Proponer al Gobierno la adopcién de medidas para la reparacién de
los dailos causados por situaciones de emergencia, asi como para la correc-
cién de sus causas, quedando excluidas aquellas situaciones en que, siendo
afectados sectores productivos concretos, exista cobertura especifica para
las calamidades producidas.

€) Requerir a las Administraciones Puablicas y organizaciones privadas
la colaboracién necesaria para la realizacién de simulacros o ejercicios prac-
ticos de control de emergencias determinadas y el cumplimiento de cuantas
obligaciones imponga la presente Ley.

f) Otorgar las ayudas procedentes para la atencién de necesidades basi-
cas de la poblacién y para la reparacién urgente de dafios producidos.

g) Disponer, con caricter general, la intervencién de las Fuerzas y Cuer-
pos de la Seguridad y solicitar del Ministro de Defensa la colaboracién de
las Fuerzas Armadas.

h) Requerir de las autoridades locales y autondmicas la intervencién de
sus Cuerpos de Policia y demds servicios relacionados conm la proteccidén
civil, que actuarin bajo la direccién de sus mandos naturales.

Art. 16. La Comisién Nacional de Proteccién Civil, compuesta en la forma
que se determine reglamentariamente, ejercerd las siguientes funciones:

a) Informar y, en su caso, participar en la elaboracién y estudio de los
reglamentos técnicos que hayan de ser aprobados por el Gobierno y de las
normas que se dicten en desarrollo de los mismos.

b) Elaborar los criterios necesarios para establecer los catilogos de
recursos movilizables en casos de emergencia, sean publicos o privados.

c¢) Proponer los criterios de aplicacién de las ayudas, beneficios y sub-
venciones que se puedan conceder.

d) Participar en la coordinacién de las acciones de los drganos relacio-
nados con la proteccién civil.

¢) Informar las disposicioncs y normas reglamentarias que, por afectar
a la seguridad de las personas o bienes, tengan relacién con la proteccién

f) Proponer la normalizacién y homologacién de las técnicas y medios
que puedan utilizarse para los fines de proteccién civil.

g) Homologar los planes de actuacién en materia de. proteccién civil,
cuya competencia tenga atribuida.

Art. 17. Los érganos de Gobierno de las Comunidades Auténomos podran
desarrollar las siguientes funciones en sus respectivos dmbitos territoriales.
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a) La elaboracién de sus correspondientes Planes.

b) La elaboracién del inventario de riesgos potenciales y del catilogo de
recursos movilizados en casos de emergencia.

¢) La realizacién de actividades de prevencién de riesgos y calamidades
publicas. .

d) El mando directo e inmediato de sus servicios propios, sin perjuicio
de las competencias que en materia de coordinacién prevé esta Ley.

€) La promocién de la autoproteccién empresarial y ciudadana.

f) Con la colaboracién de Diputaciones y Ayuntamientos, la promocién,
organizacién y mantenimiento de Centros de Formacién de Personal de los
Servicios de Protecciéon Civil y, en especial, de mandos y componentes de
los servicios de prevencién y de extincién de incendios y salvamento.

Art. 18. 1. Al Delegado del Gobierno en el territorio de las Comunidades
Auténomas, a través de los Gobernadores Civiles, y a éstos en el ambito
de sus provincias, les corresponde:

a) Dirigir los servicios de proteccién civil.

b) Coordinar los servicios de proteccién civil con los de la Comunidad
Auténoma y los de las Corporaciones Locales, relacionados con la misma.

c¢) Acordar la requisa y ocupacién temporal de bienes pertenecientes a
particulares, asi como la movilizacién de las personas, medios y recursos.

d) Orden-r la intervencién de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado y solicitar la colaboracién de las Fuerzas Armadas, sin perjuicio de
lo dispuesto en la Ley Organica 4/1981, de 1 de junio.

e) Requerir, de las autoridades locales y autondémicas, la intervencién
de sus respectivas Policias y demds servicios relacionados con la protec-
cién civil, que actuaran, en todo caso, bajo la direccién de sus mandos na-
turales.

f) Proponer medidas urgentes para controlar las situaciones de emer-
gencia y ayudas inmediatas para la atencién de las necesidades que afecten
a la poblacién.

2. La Comisién Provincial de Gobierno desempefiard, en el 4mbito pro-
vincial, competencias equivalentes a las de la Comisién Nacional de Pro-
teccién Civil.

Art. 19.—Las Diputaciones Provinciales o Forales y los Cabildos y Con-
sejos Insulares desarrollardn funciones de promocién de la proteccién civil,
en especial, respecto a los Municipios con poblacién inferior a 20.000 ha-
bitantes, teniendo a su cargo, en concreto, las siguientes funciones de pro-
teccién civil:

a) Promover la agrupacién comarcal de municipios en funcién del mapa
de riesgos potenciales.

b) Elaborar los planes de intervencién en emergencia, de los Municipios
que no puedan confeccionarlo por si mismos. '

c¢) Asegurar la instalacién, organizacién y mantenimiento de Servicios
Comarcales de Prevencién y de Extincién de Incendios y Salvamento.

d) Coordinar los Servicios Comarcales de Proteccién Civil, de acuerdo
con los Planes Especiales y Territoriales, aprobados por las Administra-
ciones de superior 4mbito territorial. :
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Art. 20. 1. Los Municipios, con la consideracién de entidades basicas, a
los efectos de organizacién, coordinacién y ejecucién de la proteccién civil,
tendran a su cargo las siguientes funciones:

a) Elaborar el inventario de riesgos potenciales de emergencia.

b) Realizar el catilogo de recursos movilizables,

¢) La elaboracién y aprobacién de Planes Municipales de intervencién en
emergencias.

d) La realizacién de actividades de prevencién de riesgos y calamidades
publicas, '

€) La promocién y control de la autoproteccién corporativa y ciudadana.

f) La organizacién de los servicios basicos de intervencién inmediata en
emergencias. .

g) Inspeccionar el cumplimiento de la normativa de proteccién civil en
su ambito de competencia.

2. Para el desempefio de los cometidos a que se refiere el apartado an-
terior, los Ayuntamientos con poblacién superior a 20.000 habitantes, y todos
aquellos que el Gobierno estime necesario, en funcién de las circunstan-
cias que concurran en los mismos, dispondran, en todo caso, de un servi-
cio operativo de Prevencién y Extincién de Incendios y Salvamento y de
los medios necesarios para garantizar, en situaciones de emergencia, la trans-
misién de la alarma, la seguridad de las comunicaciones, la evacuacién
y albergue, la asistencia sanitaria y social, el suministro de agua potable,
la rehabilitacién de los servicios esenciales y el desescombro.

3. Los Alcaldes, como directores locales de proteccién civil, adoptaran
las medidas adecuadas a las situaciones de emergencia, pudiendo, en caso
necesario, disponer la requisa y ocupacién temporal de bienes pertene-
cientes a particulares, asi como la movilizacién de las personas, medios y
recursos de su término municipal, dando cuenta inmediata al Ayuntamiento
y al Gobernador Civil.

Art. 21. 1. Las autoridades a las que se refieren los articulos preceden-
tes, dentro del 4mbito de sus respectivas competencias, estin facultadas para
interesar, de cualquier entidad o persona publica o privada, la informacién
necesaria para la elaboracién y ejecucién de las normas y planes de pro-
teccibén civil, las cuales tendran la obligacién de suministrarla.

2. Asimismo, dichas autoridades podran requerir, a cualquier entidad o
persona publica o privada, el cumplimiento de las medidas de proteccién
civil que sean aplicable en cada caso.

CAPITULO V

Personal de proteccién civil

Art. 22. 1. Los servicios de proteccién civil dispondran, para el desa-
rrollo de su actividad, de conformidad con lo dispuesto en los articulos
siguientes:

a) De personal que ostente la condicién de funcionario publico.

b) De personal destinado a prestar servicios, con caricter temporal y
obligatorio. ) )
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c) De personal procedente de la colaboracidén ciudadana.

2. También podran incorporarse a las actividades de proteccién civil per-
sonas en situacién legal de desempleo y que estén percibiendo la corres-
pondiente prestacién econdémica por esta causa, en las condiciones que se
determinen por los Ministerios del Interior y de Trabajo y Seguridad Social.

Art. 23, 1. El personal destinado a prestar servicios de proteccién civil,
con caracter temporal y obligatorio, estard integrador por:

a) Los ciudadanos en régimen de prestaciéon social sustitutoria del Ser-
vicio Militar.

b) Los que hayan sido declarados excedentes del contingente anual a
incorporar a filas para la prestacién del Servicio Militar.

¢) Los ciudadanos para los que se establezca la obligacidn de prestar
el servicio civil.

2. La duracién y circunstancias de la prestacién, temporal y obligatoria,
de servicios en la proteccién civil, se ajustardn a lo previsto en la legisla-
cién especifica de cada una de las situaciones reseiiadas.

Art. 24. Las autoridades competentes promoveran y apoyaran la vincu-
lacién voluntaria y altruista de los ciudadanos a la proteccién civil, a través
de organizaciones que se orientardn, principalmente, a la prevencién de
situaciones de emergencia que puedan afectarles en el hogar familiar, edifi-
cios para uso residencial y privado, manzanas, barrios y distritos urbanos,
asi como al control de dichas situaciones, con caracter previo a la actuacién
de los servicios de proteccién civil 0 en colaboracién con los mismos.

DISPOSICION ADICIONAL

1. Las obligaciones econdémicas que se deriven de la aplicacién de esia
Ley, seran objeto de un plan financiero que, a iniciativa del Ministro del
Interior y a propuesta del Ministro de Economia y Hacienda, ser4d aprobado
por el Gobierno e incorporado, en sucesivas anualidades, a los Presupuestos
Generales del Estado.

2. En todo caso, en los Presupuestos Generales del Estado, se asigna-
ran al Ministerio del Interior los créditos necesarios para la concesién de
ayudas, destinadas a paliar necesidades bdsicas de la poblacién, y a la re-
paracién urgente de dafios, relacionados con dichas necesidades, motivados
por situaciones de emergencia.

3. El Gobierno, a propuesta del Ministro de Economia y Hacienda, esta-
blecera el sistema de compensaciones adecuadas entre los distintos créditos
presupuestarios, para los casos en que colaboren, a la solucién de situacio-
nes de emergencia, Departamentos Ministeriales u organismos del Estado,
cuya colaboracién no constituya el ejercicio de sus competencias legales o
reglamentarias. ’
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DISPOSICION FINAL PRIMERA

Los reglamentos, normas y ordenanzas sobre seguridad de empresas, ac-
tividades, edificaciones, industrias, medios de transporte colectivo, espec-
taculos, locales y servicios publicos se revisaran por los Ministerios u érga-
nos competentes de las distintas Administraciones Publicas en cada caso,
a los que prestardn la debida asistencia técnica los servicios de proteccidon
civil y la Comisién Nacional de Proteccién Civil asesoramiento, para adecuar
su contenido a la presente Ley y a las disposiciones que la desarrollen.

DISPOSICION FINAL SEGUNDA

Las sanciones a que se refiere el articulo 10 de esta Ley podran ser ac-
tualizadas por el Gobierno de acuerdo con los indices oficiales del Instituto
Nacional de Estadistica.

DISPOSICION FINAL TERCERA

Se faculta al Gobierno para crear la Red de Alarma Nacional, depen-
diente de los Organos de Proteccién Civil del Estado, en coordinacién con
los 6rganos correspondientes del Ministerio de Defensa, para alertar a la
poblacién que pudiera resultar afectada por una emergencia que ocurra en
caso de guerra o en tiempo de paz.

PROYECTO DE LEY del Patrimonio Histérico Espaiiol («<BOC»
de 3 abril 1984; Serie A, Proyectos de Ley, nim. 96-1.)

La Mesa del Congreso de los Diputados, en su reunién del dia de hoy,
ha acordado, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 109 del Re-
glamento de la Cémara, remitir a la Comisién de Educacién y Cultura y
publicar en el BorLerfN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES el Proyecto de Lev
del Patrimonio Histérico-Espaiiol.

Los sefiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un plazo
de quince dias hébiles, que expira el 24 de abril, para presentar enmiendas
al citado Proyecto de Ley, cuyo texto se inserta a continuacién.

La Memoria que se acompafa con €l Proyecto de referencia, estd a dis-
posicién de los sefiores Diputados en la Secretaria de la Comisién.

En ejecucién de dicho acuerdo se ordena la publicacién de conformidad
con el articulo 97 del Reglamento de la Cimara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 28 de marzo de 1984—P. D., El
Secretario General del Congreso de los Diputados, Luis Maria Cazorla Prieto.
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PROYECTO DE LEY DEL PATRIMONIO HISTORICO ESPAROL

Exposicién de motivos

El Patrimonio Histérico Espafiol es el principal testigo de la contribucién
histérica de los espaiioles a la civilizacién universal y de su capacidad crea-
tiva contemporanea. La proteccién y el enriquecimiento de los bienes que
lo integran constituyen obligaciones fundamentales que vinculan a todos los
poderes publicos, segiin el mandato que a los mismos dirige el articulo 46
de la norma constitucional.

Exigencias, que en el primer tercio de siglo constituyeron para el legis-
lador un mandato similar, fueron ejemplarmente cumplidas por los prota-
gonistas de nuestra mejor tradicién intelectual, jurfidica y democratica,
como es buena muestra el positivo legado recibido de la Ley de 13 de
mayo de 1933. Pese a este reconocimiento, lo cierto es que la recuperacién
por nuestro pueblo de su libertad y dignidad perdidas determiné que, desde
los primeros momentos en que tan feliz proceso histérico se consumd, se
emprendiera la tarea de elaborar una nueva y mas amplia respuesta legal
a tales exigencias, un verdadero cédigo de nuestro Patrimonio Histérico,
en el que los proyectos de futuro se conformaran a partir de las experien-
cias acumuladas.

Su necesidad fue sentida, en primer término, a causa de la dispersién
normativa que, a lo largo del medio siglo transcurrido desde la entrada en
vigor de la venerable Ley, ha producido en nuestro ordenamiento juridico
multitud de férmulas con que quisieron afrontarse situaciones concretas
en aquel momento no previstas o inexistentes. Deriva asimismo esta obliga-
cién de la creciente preocupacién sobre esta materia por parte de la comu-
nidad internacional y de sus organismos representativos, la cual ha gene-
rado nuevos criterios para la proteccién y enriquecimiento de los bienes
histéricos y culturales, que se han traducido en Convenciones y Recomen-
daciones, que Espafia ha suscrito y observa pero a los que su legislacién
interna no se adaptaba. La revisién legal queda, por ultimo, impuesta por
una nueva distribucién de competencias entre el Estado y Comunidades
Auténomas que, en relacién a tales bienes, emana de la Constitucién y dec
los Estatutos de Autonomia. La presente Ley es dictada, en consecuencia
en virtud de normas contenidas en los apartados 1 y 2 del articulo 149 de
nuestra Constitucién, que para el legislador y la Administracién estatal su-
ponen tanto un mandato como un titulo competencial.

Esta Ley consagra una nueva definicién de Patrimonio Histérico y amplia
notablemente su extensién. En ella quedan comprendidos los bienes muebles
e inmuebles que lo constituyen, el Patrimonio Arqueolégico y el Etnografico,
los Museos, Archivos y Bibliotecas de titularidad estatal, asi como el Pa-
trimonio Documental y Bibliografico. Busca, en suma, asegurar la protec-
cién y fomentar la cultura material debida a la accién del hombre en
sentido amplio, y concibe aquélla como un conjunto de bienes que en si
mismo han de ser apreciados, sin establecer limitaciones derivadas de su
propiedad, uso, antigiiedad o valor econémico.
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Ello no supone que las medidas de proteccién y fomento se desplieguen
de modo uniforme sobre la totalidad de los bienes que se consideran inte-
grantes, en virtud de la Ley, de nuestro Patrimonio Histérico. La Ley esta-
blece distintos niveles de proteccién que se corresponden con diferentes
categorias legales. La mAs genérica y que da nombre a la propia Ley es la
de Patrimonio Histérico Espaiiol, constituido éste por todos aquellos bienes
de valor histérico artistico, cientifico o técnico que conforman la aporta-
cién de Espafia a la cultura universal. En torno a ese concepto se estructu-
ran las medidas esenciales de la Ley y se precisan las técnicas de inter-
vencién que son competencia de la Administracién del Estado, en particular
su defensa contra la exportacién ilicita y su proteccién frente a la expo-
liacién.

En el seno del Patrimonio Histérico Espafiol, y al objeto de otorgar una
mayor proteccién y tutela, adquiere un valor singular la categoria de Bienes
de Interés Cultural, que se extiende a los muebles e inmuebles de aquel
Patrimonio que, de forma méas palmaria, requieran tal proteccién. Semejante
categoria implica medidas asimismo singulares que la Ley establece segun
la naturaleza de los bienes sobre los cuales recae.

La Ley dispone también las férmulas necesarias para que esa valoracién
sea posible, Pues la defensa del Patrimonio Histérico de un pueblo no debe
realizarse exclusivamente a través de normas que prohiban determinadas
acciones o limiten ciertos usos, sino a partir de disposiciones que estimu-
len a su conservacién y, en consecuencia, permitan su disfrute y faciliten
su acrecentamiento.

Asi, la Ley estipula un conjunto de medidas tributarias y fiscales y abre
determinados cauces nuevos que colocan a Espafia en un horizonte similar
al que ahora se contempla en paises préximos al nuestro por su historia
y su cultural y, en consecuencia, por su acervo patrimonial. De esa forma
se impulsa una politica adecuada para gestionar con eficacia el Patrimonio
Histérico Espaiiol. Una politica que complemente la accién vigilante con el
estimulo educativo, técnico y financiero, en el convencimiento de que el
Patrimonio Histérico se acrecienta y se defiende mejor cuanto mas lo esti-
man las personas que conviven con él. Pero también cuantas mds ayudas
se establezcan para atenderlo, con las l4gicas contraprestaciones hacia la
sociedad cuando son los poderes publicos quienes facilitan aquéllas.

El Patrimonio Histérico Espafiol es una riqueza colectiva que contienc
las expresiones mds dignas de aprecio en la aportacién histérica de los es-
pafioles a la cultura universal. Su valor lo proporciona la estima que, como
elemento de identidad cultural, merece a la sensibilidad de los ciudadanos.
Porque los bienes que lo integran se han convertido en patrimoniales debido
exclusivamente a la accién social que cumplen, directamente derivada del
aprecio con que los mismos ciudadanos los han ido revalorizando.

En consecuencia, y como objetivo altimo, la Ley no busca sino el acceso
a los bienes que constituyen nuestro patrimonio histérico. Todas las me-
didas de proteccién y fomento que la Ley establece sélo cobran sentido si,
al final, conducen a que un mimero cada vez mayor de ciudadanos pueda
contemplar y disfrutar las obras que son herencia de la capacidad colectiva
de un pueblo. Porque en un Estado democritico estos bienes deben estar
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adecuadamente puestos al servicio de la colectividad en el convencimiento
de que con su disfrute se facilita el acceso a la cultura y que ésta, en defi-
nitiva, es camino seguro hacia la libertad de los pueblos.

TITULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Art. 1° Es objeto de la presente Ley la proteccién, acrecentamiento, re-
valorizacién y transmisién a las generaciones futuras del Patrimonio Histé-
rico Espaiiol, constituido por todas las creaciones de la cultura material
debidas a la accién del hombre, desde sus mas antiguas manifestaciones
hasta las expresiones tradicionales y contemporineas. Integran el Patrimo-
nio Histérico Espafiol todas las obras de arte, en su acepcién mas amplia
y aunque se conserven fragmentariamente, el patrimonio documental y bi-
bliografico, los monumentos arquitecténicos y los conjuntos de interés
histérico o ambiental, la escultura y la pintura. Asimismo forman parte de
este patrimonio los bienes muebles del valor histérico, artistico, cientifico
o técnico, los yacimientos y zonas arqueoldgicas, los bienes de interés etno-
grafico y los sitios naturales, jardines y parques relevantes por su interés
histérico, artistico o antropoldgico.

Art. 2° 1. Es deber y atribucién esencial de la Administracién del Es-
tado, de conformidad con lo establecido en los articulos 44, 46, 149.1 nu-
mero 1 y 149.2 de la Constitucién, garantizar el acceso de todos los ciuda-
danos a los bienes que integran el Patrimonio Histérico Espafiol. Asimismo,
de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 149.1 niimero 28 de la Constitu-
cién, la Administracién del Estado protegerid dichos bienes frente a la
exportacién ilicita y la expoliacién.

2. En relacién al Patrimonio Histérico Espafiol la Administracién del
Estado aportard las medidas necesarias para facilitar su colaboracién con
los restantes poderes publicos y la de éstos entre si, asi como para recabar
y proporcionar cuanta informacién fuera precisa a los fines sefialados en
el parrafo anterior.

3. A la Administracién del Estado compete igualmente la difusién inter-
nacional del conocimiento de los bienes integrantes del Patrimonio Histérico
Espaiiol, la recuperacién de tales bienes cuando hubiesen sido ilicitamente
exportados y el intercambio, respecto a los mismos, de informacién cultural,
técnica y cientifica con los demis Estados y con los Organismos internacio-
nales, de conformidad con lo establecido en el articulo 149.1 niimero 3 de la
Constitucién.

Art. 3° 1. La comunicacién y el intercambio de programas de actuaciéon
e informacién relativos al Patrimonio Histérico Espafiol incumbe al Consejo
General del Patrimonio Histérico, constituido por un representante de cada
Comunidad Auténoma designado por su Consejo de Gobierno y el Director
correspondiente de la Administracién del Estado, que actuard como Presi-
dente.
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2. - Sin perjuicio de las funciones atribuidas al Consejo General del Pa-
trimonio Histdrico, son Instituciones consultivas de la Administracién del
Estado, a los efectos previstos en la presente Ley, la Real Academia de la
Historia, la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando, las Universi-
dades espaifiolas, el Consejo Superior de Investigaciones Cientificas y las
Juntas Superiores que la Administracién del Estado determine por via re-
glamentaria.

Art. 4° A los efectos de la presente Ley se entiende por expoliacién toda
accién u omisién que ponga en peligro de pérdida o destruccién todos o
algunos de los valores de los bienes que integran el Patrimonio Histérico
Espafiol o perturbe el cumplimiento de su funcién social. En tales casos la
Administracién del Estado, con independencia de las competencias que co-
rrespondan a las Comunidades Auténomas de acuerdo con esta Ley y sus
respectivos Estatufos, en cualquier momento podrd interesar del Departa-
mento competente del Consejo de Gobierno de la Comunidad Auténoma co-
rrespondiente la adopcién con urgencia de las medidas conducentes a evitar
la expoliacién. Si se desatendiere el requerimiento, la Administracién del
Estado dispondra lo necesario para la recuperacién y proteccién, tanto legal
como técnica, del bien expoliado.

Art. 5° 1. A los efectos de la presente Ley se entiende por exportacién
la salida del territorio espafiol de cualquiera de los bienes que integran el
Patrimonio Histdrico Espafiol.

2. Los propietarios o posecdores de tales bienes inscritos o que deban
inscribirse en el Inventario General previsto en el articulo 354 de esta Ley
precisardn para su exportacién autorizacién expresa y previa de la Admi-
nistracién del Estado en la forma que se establezca por via reglamentaria.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, queda prohibida
la exportacién de bienes integrantes del Patrimonio Histérico Espafiol cuan-
do hayan sido declarados de Interés Cultural, sin perjuicio de lo establecido
en los articulos 31 y 34 de esta Ley.

Art. 6° A los efectos de la presente Ley se entenderd como Organismos
competentes para su ejecucién:

a) Los que en cada Comunidad Auténoma tengan a su cargo la protec-
cién del patrimonio histérico y artistico.

’b) Los de la Administracién del Estado, cuando asi se indique de modo
expreso o resulte necesario su intervencién para la defensa frente a la ex-
portacién ilicita y la expoliacién de los bienes que integran el Patrimonio
Histérico Espafol.

Art. 7° Los Ayuntamientos quedan obligados a velar por la conservacién
del Patrimonio Histérico Espafiol comprendido en su término municipal. De.
beran adoptar las medidas oportunas para evitar su deterioro, pérdida o
destruccién y, en su caso, notificar a la Administracién competente cualquier
amenaza o dafio que tales bienes sufran o la dificultad en que se encuentra
el Municipio para atender a su conservacién.
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TITULO I

De la declaracion de Bienes de Interés Cultural

Art, 82 1. Gozaran de singular proteccién y tutela los bienes integrantes
del Patrimonio Histérico Espafiol declarados de Interés Cultural por minis-
terio de esta Ley o mediante Real Decreto de forma individualizada. La decla-
racién mediante Real Decreto requerira la previa incoacién de expediente
administrativo en el que debera constar informe favorable de alguna de las
Instituciones consultivas sefialadas en el articulo 3., 2, 0 que tengan recono-
cido idéntico caracter en el ambito de una Comunidad Auténoma. Transcu-
rridos tres meses desde la solicitud del informe sin que éste hubiera sido
emitido, se entenderd que el dictamen requerido es favorable a la declara-
cién de Interés Cultural. En todo caso, la Administracién dispondra de.un
plazo méaximo de un afio para resolver el expediente a partir de la fecha
en que hubiere sido incoado.

2. No podré ser declarada Bien de Interés Cultural la obra de un autor
vivo, salvo si existe autorizacién expresa de su propietario o media su ad-
quisicién por la Administracién.

Art. 9° Cualquier persona podrd solicitar incoacién de expediente para
la declaracién de un Bien de Interés Cultural. En tal supuesto, las inciden-
cias y resolucién del expediente deberan notificarse a quienes los instaron.

Art. 10. 1. La incoacién de expediente para la declaracién de un Bien
de Interés Cultural determinara, en relacién al Bien afectado la aplicacién
provisional del mismo régimen de proteccién previsto para los bienes de-
clarados de Interés Cultural. -

2. La resolucién del expediente que declare un Bien de Interés Cultural
debera describirlo claramente y, en el supuesto de inmuebles, delimitar el
entorno afectado por la declaracién y, en su caso, definir las partes inte-
grantes, pertenencias y los accesorios comprendidos en la declaracién. '

Art. 11, Los bienes declarados de Interés Cultural serdn inscritos en un
Registro General dependiente de la Administracién del Estado cuya organiza-
cién y funcionamiento se determinari por via reglamentaria. A este Registro
se notificard la incoacién de dichos expedientes que causarin la correspon-
diente anotacién preventiva hasta que recaiga resolucién definitiva.

Art. 12. Las personas que observen peligro de destruccién o deterioro
en un Bien declarado de Interés Cultural deberin, en el menor tiempo po-
sible, ponerlo en conocimiento de la Administracién competente, quien com-
probari el objeto de la denuncia y actuard con arreglo a lo que en esta Ley
se dispone. : :

Art. 13. 1. Los propietarios de cualquier bien que haya sido declarado de
Interés Cultural deberin mantener actualizada una Gufa oficial de cada
bien declarado, en los términos que por via reglamentaria se establezcan.

2. Asimismo, los propietarios y, en su caso, los titulares de derechos
reales sobre tales bienes, o quienes los posean por cualquier titulo, estan obli-

15
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gados a permitir y facilitar su inspeccién por parte de los organismos com-
petentes, su estudio a Jos investigadores, previa solicitud razonada de éstos,
y su visita publica al menos cuatro dias al mes en dias y horas previamente
sefialados. El cumplimiento de esta ultima obligacién podri ser dispensado
por la Administracién competente en atencién a la conservacién y seguridad
de los bienes protegidos y podra igualmente ser sustituida por el depésito
del Bien en un lugar que reuna las adecuadas condiciones de seguridad y
exhibicién, durante un periodo minimo de dos meses por cada afio natural.

TITULO II

De los bienes inmuebles

Art. 14. Son bienes inmuebles integrados en el Patrimonio Histérico Es.
pafiol los Monumentos, los Conjuntos Histéricos, los Sitios Histéricos y las
Zonas Arqueolégicas.

Art. 15.1. Son Monumentos aquellos bienes inmuebles que constituyen
realizaciones arquitecténicas u obras de escultura colosal siempre que ten-
gan interés histérico artistico, y cientifico o social.

2. Conjunto Histérico es la agrupacién de bienes inmuebles que forman
una unidad de asentamiento, continua o dispersa, condicionada por una es-
tructura fisica representativa de la evolucién de una comunidad humana
por ser testimonio de su cultura o constituir un valor de uso y disfrute para
la colectividad. Asimismo es Conjunto Histérico cualquier niicleo individua-
libado de inmuebles comprendidos en una unidad superior de poblacién que
reuna esas mismas caracteristicas y pueda ser claramente delimitado.

3. Sitio Histérico es el lugar o paraje natural vinculado a acontecimien-
tos o recuerdos del pasado, a tradiciones populares, creaciones culturales
o de la naturaleza y a obras del hombre, que posean valor histérico, etnols-
gico, paleontolégico o antropolégico.

4. Zona Arqueolégica es el lugar o paraje natural donde existan bienes
muebles o inmuebles de valor arqueolégico, hayan sido o no extraidos y
tanto si se encuentran en la superficie, en el subsuelo o bajo las aguas te-
rritoriales espaifiolas.

Art. 16. La incoacién de expediente de declaracién de Interés cultural res-
pecto a un Bien inmueble determinara la suspensién de las correspondientes
licencias municipales de parcelacién, edificacién o demolicién en las zonas
afectadas, asi como de los efectos de las ya otorgadas. Las obras que por
razén de fuerza mayor hubieran de realizarse con carAicter inaplazable en
tales zonas o en su entorno precisaran, en todo caso, autorizacién de los
organismos competentes para la ejecucién de esta Ley.

Art. 17. En Ia tramitacién del expediente de declaracién como Bien de
Interés Cultural de un Conjunto Histérico deberdn considerarse sus relaclio-
nes con el area territorial a que pertenece, asi como la proteccién de los
accidentes peograficos, parajes naturales o ambientes artificiales que con-
forman los bordes del Conjunto.
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Art. 18. En -los Monumentos declarados de Interés cultural no podra
realizarse otra interior o exterior que afecte directamente al inmueble o a
cualquiera de sus partes integrantes y pertenencias, sin autorizacién expresa
de los organismos competentes para la ejecucién de esta Ley. Sera preceptiva
la misma autorizacién para colocar en fachadas y cubiertas cualquier clase
de publicidad, sefial, conduccién o simbolo, asi como para realizar obras
en el entorno afectado por la declaracién. En ningiin caso se autorizari cons-
truccién alguna que altere el caracter de los inmuebles a que hace referencia
este articulo o perturbe su contemplacién.

Art. 19. 1. La declaracién de un Conjunto Histérico, Sitio Histérico o Zona
Arqueolégica como Bienes de Interés Cultural determinard la obligacién de
redactar un Plan Especial de proteccién del area afectada por la declara-
cién por parie del Municipio o Municipios en que se encontraridn y confor-
me a la legislacién vigente en materia de planes urbanisticos. La aprobacién
de dicho plan requerira el informe favorable de la Administracién competen-
te para la proteccién de los bienes culturales afectados. Se entendera emitido
informe favorable transcurridos tres meses desde la presentacién del Plan.

2. Los Planes Especiales a que se refiere el apartado anterior estableceran
el orden pricritario de las instalaciones para todos los usos piblicos en los
edificios y espacios que sean aptos para ello. Igualmente contemplaran las
posibles dreas de rehabilitacién que, de acuerdo con la legislacién urbanistica
correspondiente, permitan la recuperacién del area residencial.

3. Hasta la aprobacién inicial del Plan Esf)ecial el otorgamiento de licen-
cias en el area afectada precisara resolucién favorable de la Administracién
competente para la proteccién de los bienes culturales afectados y. en todo
caso, no se permitiran alteraciones en la edificabilidad, parcelaciones, agrega-
ciones o alineaciones nuevas.

Art. 20. En la declaracién como Bien de Interés Cultural de un Conjunto
Histérico y en los correspondiertes Planes Especiales se realizara la cataloga-
cién, segin lo dispuesto en la legislacién urbanistica, de los elementos unita-
rios que conforman el Conjunto, tanto inmuebles edificados como espacios
libres exteriores o interiores, u otras estructuras significativas, asi como los
componentes naturales que lo acompaiian, defendiendo dos tipos de interven-
cién posible. A los elementos singulares se les dispensara una proteccién in-
tegral. Para el resto de los elementos se fijard, en cada caso, un nivel espe-
cifico de proteccién.

Art. 21. 1. Cuando un plan especial de un Conjunto Histérico declarado
Bien de Interés Cultural proponga remodelaciones urbanas, éstas sélo se auto-
rizardn si no degradan sus relaciones con la estructura territorial o urbana
de la que forma parte, si con ellas se eliminan usos que producen efectos de-
gradantes para el mismo o si establecen conexiones viarias y flujos de tréafico
capaces de reducir los aspectos perniciosos por él provocados. La intervencién
en el tejido urbano conducirad a asegurar la estabilidad e higiene de los edi-
ficios y de sus estructuras tipolégicas, constructivas y funcionales, evitando
aquellas operaciones que las alteren. :
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2. La conservacién de los Conjuntos Histéricos declarados Bienes de
Interés Cultural supone el mantenimiento de la estructura urbana y arquitec-
ténica, asf como las caracteristicas generales de su ambiente. Se consideraran
excepcionales las sustituciones de inmuebles, aunque sean parciales, y sélo
podran realizarse en la medida en que contribuyan a la conservacién general
del caricter del conjunto. En todo caso se tendera a mantener las alineaciones
urbanas existentes.

Art.22. Un inmueble declarado Bien de Interés Cultural es inseparable de
su entorno y se encuentra diversamente vinculado al mismo. No se podra pro-
ceder a su desplazamiento-o remocién, salvo que resulte imprescindible por
causa de fuerza mayor y en favor de la consecucién de un bien social de
superior trascendencia. El expediente administrativo para su desplazamiento
o remocién deberi contar con un informe positivo emitido por la Real Aca-
demia de la Historia o la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando. Su
aprobacién sera competencia de la Administracién del Estado.

Art. 23. Cualquier obra o remocién de terreno que se proyecte realizar en
vn Sitio Histérico o en una Zona Arqueolégica declarados Bien de Interés
Cultural debera ser autorizada por la Administracién competente para la pro-
teccién de dichos Bienes, que podr4, antes de otorgar la autorizacién, ordenar
la realizacién de prospecciones y, en su caso ,excavaciones arqueoldgicas, de
acuerdo con lo dispuesto en el Titulo V de la presente Ley:

Art. 24. 1. No podrian otorgarse licencias para la realizacién de obras
que, conforme a lo previsto en la presente Ley, requieran cualquier autoriza-
ci6én administrativa, hasta que ésta haya sido concedida.

2. Las obras realizadas sin cumplir lo establecido en el apartado anterior
seran ilegales y los Ayuntamientos o, en su caso, la Administracién competente
en materia de proteccién del Patrimonio Histérico Espafiol podran ordenat
su reconstruccién o demolicién con cargo al responsable de la infraccién en
los términos previstos por la legislacién urbanistica. :

Art. 25. Cuando, segtin lo establecido en la legislacién urbanistica, hubié-
rase incoado expediente de ruina de algin inmueble afectado por la promo-
cién o declaracién de Bien de Interés Cultural, el organismo que lo hubiere
iniciado lo pondra de inmediato en conocimiento de la Administracién com-
petente nara la ejecucién de la presente Ley, la cual solicitard informe de
alguna de las Instituciones consultivas a las que se refiere el articulo 8.°, que
debera ser favorable a la demolicién para proceder a la misma.

TITULO III

De los Bienes Muebles

‘Art. 26. 1. Forman parte del Patrimonio Histérico Espafiol los bienes
muebles que constituyan expresién o testimonio de la creacién humana y
tengan valor histérico, artistico, cientifico, técnico o de cualquier otra
naturaleza cultural. '
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2, Los propietarios, titulares de derechos reales, poseedores o tenedores
de dichos bienes que tengan mds de cien afios de antigiiedad estdn solida-
riamente obligados a comunicar su existencia a la Administracién competen-
te en el plazo de un mes desde que adquieran su titularidad, posesién o te-
nencia.

Art. 27. Los bienes muebles integrantes del Patrimonio Histérico Espa-
iiol podradn ser declarados de Interés Cultural. Tendran tal consideracién, en
todo caso, los bienes muebles contenidos en un inmueble que haya sido ob-
jeto de dicha declaracién y sean parte esencial de su historia o uso.

Art. 28. A los bienes muebles integrantes del Patrimonio Histérico Espa-
itol incluidos en el Inventario General a que alude el articulo 354 de esta
Ley les serdan de aplicacién las siguientes normas:

a) La Administracién competente pbdré en todo momento inspeccionar
su conservacién.

b) Sus propietarios y en su caso, los titulares de derechos reales sobre
los mismos, los poseedores o detentadores estin obligados a permitir su
estudio a los investigadores previa solicitud razonada.

c¢) Son imprescriptibles.

d) La transmisién por actos intervivos o mortis causa, asi como cual-
quier otra modificacién en la situacién de los bienes deberd comunicarse a
la Administracién competente y anotarse en el Inventario a que hace men-
cién el articulo 35.4.

€) Los bienes muebles en posesién de instituciones eclesidsticas, en cual-
quiera de sus establecimientos o dependencias, no podrin transmitirse por
titulo oneroso o gratuito ni cederse a particulares ni a entidades mercanti-
les. Dichos bienes sélo podran ser enajenados o cedidos al Estado o a enti-
dades de Derecho Publico.

f) )Las Administraciones Publicas no podrin enajenar bienes muebles
que formen parte del Patrimonio Histérico Espafiol, salvo lo dispuesto en
el articulo 34 de esta Ley.

Art. 29. 1. La exportacién de un bien mueble integrante del Patrimonio
Histérico Espafiol que se realice sin la autorizacién prevista en el articulo
5.2 de esta Ley sera considerada delito o, en su caso, infraccién administrati-
va de contrabando, de acuerdo con la legislacién vigente en esta materia.
Seran responsables solidarios por el delito o la infraccién cometida cuan-
tas personas intervinieran en la exportacién y aquellas otras que, por su
actuar doloso o negligente, la permitieran o facilitaran.

2. La fijacién del valor de los bienes objeto de contrabando a que se
refiere el apartado anterior ser4 realizada por una Junta de Calificacién, Va.
loracién y Exportacién de Bienes del Patrimonio Histérico Espaifiol, depen-
diente de la Administracién del Estado, cuya composicién y funciones se
establecerdn por via reglamentaria.

3. Quien exportare indebidamente bienes del Patrimonio Histérico Espa-
fiol cuya recuperacién se lograse deberd abonar al adquirente de buena fe
el precio satisfecho por los mismos y perder4 lo exportado con independencia
de las penas o sanciones que le fueran aplicables. Estos bienes pasarén a pro-
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piedad del Estado espaiiol, que los destinar4 a un Centro publico. Si el ad-
quirente fuese un subdito extranjero y €l enajenante no le reintegrase el
precio o la prestacién en un plazo de tres meses, el Estado espariol abonari
su importe, procediendo por via de apremio contra el enajenante.

4. Los bienes objeto de contrabando son inalienables e imprescriptibles y
corresponderd a la Administracién del Estado realizar los actos conducen-
tes a su total recuperacién. El Gobierno negociard en los correspondientes
Acuerdos, Convenios y Tratados Internacionales cldusulas tendentes a reinte-
grar al territorio espafiol los bienes culturales que hayan sido exportados
ilegalmente.

Art. 30. La autorizacién para la exportacién de cualquier bien mueble inte-
grante del Patrimonio Histérico Espaiiol estard sujeta a una tasa establecida
de acuerdo con las siguientes reglas:

A) Hecho imponible: Lo constituird la concesién de la autorizacién de
exportacién de los mencionados bienes.

B) Exenciones: Estarin exentas del pago de las tasas:

1. La exportacion de bienes muebles que tenga lugar durante los diez
afios siguientes a su importacién siempre que ésta se hubiere realizado de
forma legal, esté reflejada documentalmente y los bienes no hayan sido
declarados de Interés Cultural, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo
32 de esta Ley.

2. La salida temporal legalmente autorizada de bienes muebles que for-
men porte del Patrimonio Histérico Espariol.

3. La exportaciéon de objetos muebles de autores vivos.

C) Sujeto pasivo: Estaran obligados al pago de la tasa las personas o
entidades nacionales o extranjeras a cuyo favor se concedan las autorizacio-
nes de exportacién.

D) Base imponible: La base imponible vendra determinada por el valor
real del bien cuya autorizacién de exportacién se solicita. Se considerarad valor
real del bien el declarado por el solicitante, sin perjuicio de la comprobacién
administrativa realizada por el organismo correspondiente de la Administra-
cién del Estado, que prevalecerd cuando sea superior a aquél.

E) Tipo de gravamen: La tasa se exigird conforme a la siguiente tarifa:

Hasta 1.000.000 de pesetas, el 5 por ciento.

De 1.000.001 a 10.000.000, el 10 por ciento.

De 10.000.001 a 100.000.000, el 20 por ciento.

De 100.000.001 en adelante, el 30 por ciento.

F) Devengo: Se devengara la tasa cuando se conceda la autorizacién de
exportacién.

G) Liquidacién y pago: El Gobierno regulard los procedimientos de valo-
racién, liquidacién y pago de la tasa.

H) Gestién: La gestién de esta tasa quedard atribuida al Ministerio de
de Economia y Hacienda.

I) Destino: El producto de esta tasa se ingresara en el Tesoro Publico,
generiandose de modo automaitico el crédito oportuno en favor del organismo
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correspondiente de la Administracién del Estado, que se destinard exclusiva-
mente a la adquisicién de bienes de interés para el Pammomo Histérico
Espaiiol.

Art. 31. 1. La Administracién del Estado podra autorizar la salida tem-
poral de Espafia de bienes inmuebles integrantes del Patrimonio Histérico
Esparfiol, inscritos o que deban inscribirse en el Inventario General en’la
forma que por via reglamentaria se sefiale. En todo caso debera constar en
la autorizacién el plazo y garantias de la exportacién. Los bienes asi exporta-
dos no podréin ser objeto del ejercicio del derecho de preferente adquisicién.

2. El incumplimiento de las condiciones para el retorno a Espaiia de los
bienes que de ese modo se hayan exportado tendri consideracién de expor-
tacidn ilicita.

Art. 32. 1. Los bienes muebles cuya importacién haya sido realizada le-
galmente y esté debidamente documentada, de modo que el bien importado
quede plenamente identificado, no podran ser declarados de Interés Cultural
en un plazo de diez afios a contar desde la fecha de su importacién. _

2. Tales bienes podran exportarse previa licencia de la Administracién
del Estado, siempre que la solicitud cumpla los requisitos exigidos por la
legislacién en vigor, sin que pueda ejercitarse derecho alguno de preferente
adquisicién respecto de ellos, Transcurrido el plazo de diez afios, dichos bie-
nes quedaran sometidos al régimen general de la presente Ley.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, los bienes muebles
que posean alguno de los valores sefialados en el articulo 1.° de esta Ley
podrén ser declarados de Interés Cultural antes del plazo de diez afios si
su propietario solicitase dicha declaracién y la Administracién del Estado
resolviera que el Bien enriquece el Patrimonio Histérico Espaiiol.

Art. 33. Salvo lo previsto en el articulo 32, siempre que se formule solici-
tud de exportacién, la declaracién de valor hecha por el solicitante serda con-
siderada oferta de venta irrevocable en favor de la Adiministracién del Es-
tado, que, de no autorizar dicha exportacién, dispondra de un plazo de seis
meses para aceptar la oferta y de un afio a partir de ella para efectuar el
pago que proceda. La negativa a la solicitud de exportacién no supone la
aceptacién de la oferta que siempre habra de ser expresa.

Art. 34. El Gobierno podra concertar con otros Estados la permuta de
bienes muebles de titularidad publica pertenecientes al Patrimonio Histérico
Espaifiol por otros de al menos igual valor y significado histérico. La aproba-
cién precisara de informe favorable de las Reales Academias de la Historia y
de Bellas Artes de San Fernando y de la Junta de Calificacién, Valoracién y
Exportacién de Bienes al Patrimonio Histérico Espaiiol.
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TITULO 1V
Sobre la proteccion de los bienes muebles e inmuebles

Art. 35. 1. Para la proteccién de los bienes integrantes en el Patrimonio
Histérico Espafiol y al objeto de facilitar el acceso de los ciudadanos a los
mismos, fomentar la comunicacién entre los diferentes servicios y promover
la informacién necesaria para el desarrollo de la investigacién cientifica y
técnica, se formularin periédicamente Planes Nacionales de Informacién sobre
¢l patrimonio Histdrico Espafiol.

El Consejo General del Patrimonio Histdérico Espaifiol elaborara y apro-
bara los Planes Nacionales de Informacién referidos en el apartado anterior.

3. Los diferentes Servicios Piiblicos y los titulares de bienes del Patrimonio
histérico Espafiol deberdn prestar su colaboracién en la ejecucién de los
Planes Nacionales de Informacién.

4. La Administracién del Estado, para asegurar el cumplimiento de lo
dispuesto en los articulo 46 y 149.2 de la Constitucién, confeccionard el In-
ventario General de los Bienes del Patrimonio Histérico Espafiol. Los propie-
tarios, titulares de derechos reales, poseedores o tenedores de tales Bienes
estan obligados a comunicar su existencia a la Administracién competente
asi como a facilitar las informaciones pertinentes para la elaboracién del
citado Inventario.

Art. 36. 1. Los bienes declarados de Interés Cultural, asi como los bie-
ries muebles incluidos en el Inventario General a que se refiere el articulo
anterior, deberan ser conservados, mantenidos y custodiados por sus propieta-
rios 0, en su caso, por los titulares de derechos reales o por los poseedores
de tales bienes.

2. La utilizacién de tales bienes quedari subordinada a que no se pon-
gan en peligro los valores que aconsejan su conservacién. Cualquier cambio
de uso deberd ser autorizado por los organismos competentes para la ejecu-
cién de esta Ley.

3. Cuando los propietarios, los titulares de derechos reales sobre tales
bienes o los poseedores no ejecuten las actuaciones exigidas en el cumplimien-
to de la obligacién prevista en €] apartado 1 de este articulo, deberd ordenar-
se su ejecucién subsidiaria por la Administracién competente, la cual podra
conceder una ayuda con cardcter de anticipo reintegrable, que, en caso de
bienes inmuebles, sera inscrito en el Registro de la Propiedad. La Administra-
cién competente también podrd realizar de modo directo las obras necesa-
rias, si asi lo requiere la mas eficaz conservacién de los Bienes. Excepcional-
mente la Administracién competente podra ordenar el depésito de los bienes
muebles en centros de caracter publico en tanto no desaparezcan las causas
que originaron dicha necesidad.

4. Serad causa de interés social justificativa para la expropiacién forzosa
de los bienes declarados de Interés Cultural el incumplimiento de las obli-
gaciones establecidas en el presente articulo.

Articulo 37. 1. La Administracién competente podr4 impedir un derribo
v suspender cualquier clase de obra o intervencién en un bien declarado de
Interés Cultural.
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2. Igualmente podrd actuar de ese modo, aunque no se haya producido
dicha declaracién, siempre que aprecie la concurrencia de alguno de los valo-
res a que hacen mencién los articulos 15 y 26 de esta Ley. En tal supuesto
la Administracién resolvera en el plazo maximo de quince dias habiles en
favor de la continuacién de la obra o intervencién iniciada, 0 procedera a
incoar la declaracién de Bien de Interés Cultural.

3. Sera causa justificativa de interés social para la expropiacién de los
bienes afectados por una declaracién de Interés Cultural el peligro de destruc-
cién o deterioro o un uso incompatible con sus valores. Podran expropiarse
por igual causa los inmuebles que incidan o perturben la contemplacién de
los bienes afectados por la declaracién de Interés Cultural o den lugar a
riesgos para los mismos.

Art. 38. 1. Quien tratare de enajenar un Bien comprendido en el Patri-
monio Histérico Espaiiol deberd notificarlo al organismo competente para
la ejecucién de esta Ley y declarar el precio y condiciones en que se propon-
ga r.alizar la enajenacién. Cuando la enajenacién se efectiie en piiblica subas-
1a, el subastador deberd comunicar con antelacién suficiente el dia y hora
en que aquélla tendra lugar.

2. Dentro de los dos meses siguientes a la notificaciéon a que se refiere
el apartado anterior la Administracién del Estado podra hacer uso del de-
recho de tanteo para si, para una Entidad benéfica o para cualquier Entidad
de Derecho publico, obligdndose al pago del precio convenido o, en su caso,
€l del remate en un periodo no superior a tres ejercicios econdmicos, salvo
acuerdo con el interesado en otra forma de pago.

3. Cuando el propédsito de enajenacién no se hubiere notificado correc-
tamente la Administracién del Estado podra ejercer, en los mismos términos
previstos para el derecho de tanteo, el de retracto en el plazo de seis meses
a partir de la fecha en que tenga conocimiento fehaciente de la enajenacién.

4. Lo dispuesto en los anteriores apartados no excluye que los derechos
de tanteo y retracto sobre los mismos puedan ser ejercidos por otros orga-
nismos en los términos previstos por la legislacién que cada Comunidad Auté-
noma dicte en el ambito de sus competencias. No obstante, el ejercicio da
tales derechos por parte de la Administracién del Estado tendra siempre, de
producirse, cardcter preferente. ‘

5. Los Registradores de la Propiedad y Mercantiles no inscribirdn docu-
mento alguno por el que se transmitiese la propiedad o cualquier otro dere-
cho real sobre los bienes a que hace referencia este articulo sin que se acre-
dite haber cumplido cuantos requisitos en él se recogen.

Art. 39. 1. Los poderes publicos procuraran por todos los medios de la
técnica la conservacién, consolidacién y mejora de los bienes declarados de
Interés Cultural, asf como de los bienes muebles incluidos en el Inventario
General a que alude el articulo 354 de esta Ley. Tales bienes no podrin ser
sometidos a tratamiento alguno sin la autorizacién expresa de los organis-
mos competentes, para la ejecucién de la Ley.

2. Las actuaciones sobre los bienes a que se refiere el parrafo anterior
irdn encaminadas a su conservacién y consolidacién y evitardn los intentos
de reconstruccién, salvo cuando se utilicen partes originales de los mismos



522 Anuario de Derecho penal y Ciencias penales

y pueda probarse su autenticidad. Si se anadiesen materiales o partes indis-
pensables para su estabilidad o mantenimiento las adiciones deberan ser
siempre reconocibles y evitar las confusiones miméticas.

. 3. Las restauraciones de los bienes a que se refiere el presente articulo
respetaran las aportaciones de todas las épocas existentes. La eliminacién
de alguna de ellas sé6lo se autgrizara con caricter excepcional y siempre que
los elementos que traten de suprimirse supongan una evidente degradacién
del bien y su eliminacién fuere necesaria para permitir una mejor interpreta-
cién histérica del mismo. Las partes suprimidas quedaridn debidamente do-
cumentadas.

TITULO V

Del Patrimonio Arqueolégico

Art. 40. 1. Conforme a lo dispuesto en el articulo 1.° de esta Ley, forman
parte del Patrimonio Histérico Espafiol los bienes muebles o inmuebles de
caracter arqueolégico, hayan sido o no extraidos y tanto si se enucuentran
en la superficie o en el subsuelo o bajo las aguas territoriales. Forman parte
asimismo de este Patrimonio los elementos geolégicos y paleontoldgicos re-
lacionados con la historia del hombre y sus origenes y antecedentes.

2. Quedan declarados Bienes de Interés Cultural por Ministerio de esta
Ley las cuevas, abrigos y lugares que contengan manifestaciones de arte
rupestre.

Art. 41. 1. A los efectos de la presente Ley son excavaciones arqueoldgi-
cas las remociones en la superficie, en el subsuelo o en los medios subacud-
ticos que se realicen deliberadamente con el fin de investigar y descubrir
toda clase de restos histéricos, asi como elementos geoldgicos y paleontols-
gicos.

2. Son prospecciones arqueolégicas las exploraciones superficiales o sub-
acudticas, sin remocién del terreno, dirigidas al estudio, investigacién o exa-
men de datos sobre cualquiera de los elementos a que se refiere el apartado
anterior.

Art. 42. 1. Toda excavacién o prospeccién arqueolégica debera ser expre-
samente autorizada por la Administracién competente que, mediante los
procedimientos de inspeccién y control idéneos, comprobara que los traba-
jos estén planteados y desarrollados conforme a un programa detallado y
coherente que contenga los requisitos concernientes a la conveniencia, profe-
sionalidad e interés cientifico.

2. La autorizacién para realizar excavaciones o propecciones arqueol6gi-
cas obliga a sus beneficiarios a entregar los objetos obtenidos al Museo o
Centro que la Administracién competente determine y en el plazo que se fije,
sin que en caso alguno sea de aplicacién lo dispuesto en el articulo 44,3 de' la
presente Ley.

3. Las excavaciones o prospecciones arqueolégicas realizadas sin la auto-
rizacién correspondiente ser4n ilicitas, asf como las que se hubieren llevado
a cabo con incumplimiento de los términos en que fue concebida, y sus
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responsables seran sancionados conforme a lo dispuesto en la presente Ley.
En tales casos la Administracién competente incautard todos los objetos o
bienes hallados.

Art. 43. La Administracién competente podri ordenar la ejecucién de ex-
cavaciones o prospecciones arqueolégicas en cualquier terreno publico o pri-
vado del territorio espaiiol, en los que se presuma la existencia de yacimientos
o resto. La eliminacién de alguna de ellas sélo se autorizard con caracter
excepcional y siempre que los elementos que traten de superlacién vigente
sobre expropiacién forzosa. :

Art. 44. 1. Son bienes de deminio publico todos los objetos y restos ma-
teriales que posean los valores que son propios del Patrimonio Histérico
Espafiol y sean descubiertos como consecuencia de excavaciones remociones
de tierra u obras de cualquier indole. El descubridor deberia comunicar a la
Administracién competente su descubrimiento en el plazo maximo de treinta
dias. En ningin caso serd de aplicacién a tales objetos lo dispuesto en el
articulo 351 del Cédigo Civil.

2. Una vez comunicado el descubrimiento, y hasta que los objetos sean
entregados a la Administracién competente, al descubridor le seran de apli-
cacién las normas del depésito legal, salvo que los entregue a un Museo pu-
blico.

3.. El descubridor y el propietario del lugar en que hubieren sido encon-
trados los objetos tienen derecho, en concepto de premio en metélico, a la
mitad del valor que en tasacién se les atribuya. La cantidad que lo exprese
se distribuir4 entre ellos por partes iguales. Si fuesen dos o mas los descu-
bridores o los propietarios se mantendra igual proporcién.

4. El incumplimiento de las obligaciones previstas en los apartados 1 y 2
de este articulo privara al descubridor y, en su caso al propietario, del dere-
cho al premio indicado y los objetos quedaran de modo inmediato a dispo-
sicién de la Administracién competente, todo ello sin perjuicio de las respon-
sabilidades a que hubiere lugar y las sanciones que procedan.

5. Se exceptiia de lo dispuesto en este articulo el hallazgo de objetos
que formen parte de la estructura arquitecténica de un inmueble incluido en
el Registro de Bienes de Interés Cultural cuando el propietario lo restaure
integramente a sus expensa. No obstante, el hallazgo deberd ser notificado a
la Administracién competente en un plazo maximo de treinta dias.

Art. 45. Los objetos arqueolégicos que procedan de excavaciones O pros-
pecciones autorizadas o de descubrimientos casuales, de incautacién o com.
pra, asi como los adquiridos por la Administracién por cualquier titulo, se
depositardn en Museos o Centros Publicos, teniendo en cuenta su proximidad
al lugar del hallazgo y las circunstancias que hagan posible, ademis de su
adecuada conservacién, su mejor funcién cultural cientifica.
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TITULO VI

Del Patrimonio Etnografico

"Art. 46. Forman parte del Patrimonio Histérico Espaiiol los bienes mue-
bles e inmuebles y los conocimientos y actividades que son o han sido expre-
sién relevante de la cultura tradicional del pueblo espafiol en sus aspectos
materiales, sociales o espirituales.

Art. 47. 1. Son bienes inmuebles de caricter etnogrifico, y se regiran
por lo dispuesto en los titulos II y IV de la presente Ley, aquellas edifica-
ciones cuyo modelo constitutivo sea expresién de conocimientos adquiridos,
arraigados y transmitidos consuetudinariamente y cuya factura se acomode,
en un conjunto parcialmente, a una clase, tipo o forma arquitéctonicos utiliza-
dos tradicionalmente por las comunidades o grupos humanos.

2. Son bienes muebles de caricter etnografico, y se regiran por lo dispues-
to en los Titulos III y IV de la presente Ley, todos aquellos objetos que
constituyen la manifestacién o el producto de actividades laborales, estéticas
y lidicas propias de cualquier grupo humano, arraigadas y transmitidas con-
suetudinariamente.

3. Se considera que tiene valor etnogrifico y gozaran de proteccién admi-
nistrativa aquellos conocimientos o actividades que procedan de modelos o
técnicas tradicionales utilizados por una determinada comunidad. Cuando se
trate de conocimientos o actividades que, por estar en contradiccién con los
usos sociales y las técnicas imperantes, se hallen en previsible peligro de
desaparecer, la Administracién competente adoptard las medidas oportunas
conducentes al estudio y documentacién cientificos de estos bienes.

TITULO VII

Del Patrimonio Documental y Bibliografico y de los Museos

Articulo 48. 1. A los efectos de la presente Ley forman parte del Patrimo-
rio Histérico Espafiol los Museos, asi como el Patrimonio Documental y Bi-
bliogréifico constituido por cuantos bienes, reunidos o no en Archivos y Bi-
bliotecas, se declaren integrantes del mismo en el Capitulo I de este Titulo.

2. El Patrimonio Documental y Bibliografico se regulara por las normas
especificas contenidas en este Titulo. En lo no previsto en ellas les serd de
aplicacién cuanto se dispone con caridcter general en la presente Ley y en
su régimen particular de bienes muebles.

CAPITULO I

Del Patrimonio Documental y Bibliografico

Articulo 49. 1. Se entiende por documento, a los efectos de la presente
Ley, toda expresién en lenguaje natural o convencional y cualquier otra expre-
sién gréfica, conora o en imagen, recogida en cualquier tipo de soporte mate-
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rial, incluso los soportes informaticos. Se excluyen los ejemplares no origi-
nales de ediciones.

2. Forman parte del Patrimonio Documental los documentos de cualquier
época generados, conservados o reunidos en el ejercicio de su funcién por
cualquier organismo o entidad de caracter publico, por las personas juridi-
cas en cuyo capital participe mayoritariamente el Estado u otras entidades
publicas, y por las personas privadas, fisicas o juridicas, gestoras de ser
vicios publicos, en lo relacionado con la gestion de dichos servicios.

3. Forman igualmente parte del Patrimonio Documental los documentos
con una antigiiedad superior a los cincuenta afios, generados, conservados o
reunidos en el ejercicio de sus actividades por las entidades y asociaciones
de carécter politico, sindical o religioso, por las entidades, fundaciones y aso-
ciaciones culturales y educativas de caricter privado.

4. Integran asimismo el Patrimonio Documental los documentos con una
antiliedad superior a los setenta y cinco afios generados, conservados o reu-
nidos por cualesquiera oiras entidades particulares o personas fisicas.

5. La Administracién del Estado podri declarar constitutivos del Patri-
monijo Documental aquellos documentos que, sin alcanar la antigiiedad in-
dicada en los apartados anteriores, merezcan dicha consideracién. La incoacién
del correspondiente expediente administrativo producird los mismos efectos
que la declaracién.

Art. 50. 1. Forman parte del Patrimonio Bibliografico los ejemplares de
obras literarias, histdricas, cientificas o artisticas, de caracter unitario o se-
riado, de mas de cien afios de antigiiedad, que consten en escritura manus.
crita o impresa y las bibliotecas y colecciones bibliograficas de titularidad
publica. Asimismo forman parte de este Patrimonio cualesquiera de dichas
obras de las que, sin tener esa antigiiedad, no conste la existencia de al
menos tres ejemplares en las bibliotecas o servicios publicos.

2. La Admlinistracién del Estado podra declarar constitutivos del Patri-
monio Bibliogrifico aquellos ejemplares o colecciones que, sin alcanzar la
antigliedad indicada en el apartado anterior, merezcan dicha consideracién.
La incoacién del correspondiente expediente producird los mismos efectos
que la declaracién. ’

3. Asimismo forman parte del Patrimonio Histérico Espafiol y se les
aplicard el régimen correspondiente al Patrimonio Bibliografico los ejempla-
res producto de ediciones de peliculas cinematogréficas, discos, fotografias,
materiales audiovisuales y otras similares cualquiera que sea su soporte ma-
terial, de las que no consten al menos tres ejemplares en los servicios pu-
blicos, o uno en el caso de peliculas cinematograficas.

Art. 51. 1. Los poseedores en cualquier concepto de bienes dei Patrimo-
nio Documental y Bibliografico y, en su caso los titulares de derechos reales
sobre tales bienes, estdn obligados a comunicar a la Administracién compe-
tente su existencia y facilitar las informaciones pertinentes para elaborar
el Censo a que se refiere el articulo 53. )

2. La Administracién del Estado podra exigir a los propietarios de bie-
nes constitutivos del Patrimonio Documental y Bibliografico la elaboracién
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de una Guia oficial en los mismos términos que se requieren para los bic-
nes declarados de Interés Cultural.

Art.52. 1. Todos los poseedores de bienes del Patrimonio Documental
y Bibliografico estdn obligados a conservarlos, protegerlos, destinarlos a un
uso que no impida su conservacién y mantenerlos en lugares adecuados.

2. Si los obligados incumplen lo dispuesto en el apartado anterior, la
Administracién adoptara las medidas de ejecucién oportunas, conforme a lo
previsto en el articulo 36.3 de la presente Ley. El incumplimiento de dichas
obligaciones, cuando ademds sea desatendido el requirimiento farmulado por
la Administracién, podrd ser causa de interés social para la expropiacién
forzosa de los bienes afectados.

3. Los obligados a la conservacién de los bienes constitutivos del Patri-
monio Documental y Bibliogrifico deberan facilitar la inspeccién por parte
de los organismos competentes para comprobar la situacién o estado de
los bienes, y habran de permitir el estudio por los investigadores, previa
solicitud razonada de éstos. Esta ultima obligacién podra ser sustituida por
la Administracién competente, mediante el depdsito temporal del bien en
un Archivo, Biblioteca o Centro andlogo de caracter publico que retinan las
condiciones adecuadas para la seguridad de los bienes y su investigacién.

Art. 53. 1. La Administracién del Estado elaborara el Censo de los
bienes constitutivos del Patrimonio Documental y Bibliogrifico, incluyendo
una estimacién del estado de conservacién de los mismos.

2. Todos los propietarios, los titulares de derechos reales o los poseedo-
res de tales bienes estin obligados a colaborar con los organismos y servi-
cios competentes en la confeccién del referido Censo, proporcionando in-
formacién sobre los mismos.

3. Los datos que figuren en el Censo tendran caricter reservado en los
supuestos a que se refiere el articulo 105 b) de la Constitucién.

Art. 54. 1. Quienes por la funcién publica que desempeiien tengan a su
cargo documentos a los que se refiere el articulo 49.2 de la presente Ley,
estin obligados, al cesar en sus funciones, a entregarlos al que les sustituya
en las mismas o remitirlos al Archivo que corresponda.

2. La retencién indebida de los documentos a que se refiere el apartado
anterior por personas o instituciones privadas dara lugar a que la Adminis-
tracién del Estado ordene el traslado de tales bienes a un Archivo publico,
sin perjuicio de la responsabilidad en que pudiera haberse incurrido.

Art. 55. 1. La exclusién o eliminacién de bienes del Patrimonio Docu-
mental y Bibliografico contemplados en el articulo 49.2 y los demds de ti-
tularidad ptiblica deber4 ser autorizada por la Administracién del Estado.
En caso de documentos serd necesario el dictamen previo de la Comisién
Calificadora de Documentos Administrativos.

2. En ningin caso se podrin destruir tales documentos en tanto subsista
su valor probatorio de derechos y obligaciones de las personas o los entes
publicos.
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3. En los.demas casos la exclusién o eliminacién deberd ser autorizada
por la Administracién del Estado a propuesta de sus propietarios o posee-
dores, mediante procedimiento que se establecera por via reglamentaria.

Art. 56. 1. Los actos de disposicién, exportacién e importacién de bienes
constitutivos del Patrimonio Documental y Bibliografico quedaran sometidos
a las disposiciones contenidas en el articulo 5. y Titulos III y IV de la
presente Ley que les sean de aplicacién. Lo que en dichas disposiciones se
refiere a los bienes incluidos en el Inventario General del Patrimonio His-
térico Espaiiol se entendera respecto de los incluidos en el Censo contempla-
do en el articulo 53. '

2, En todo caso, cuando tales bienes sean de titularidad publica sersn
imprescriptibles, inalienables e inembargables.

Art. 57. 1. Todos los ciudadanos tienen derecho, conforme a lo esta-
blecido en el articulo 105b) de la Constitucién a la libre conmsulta de los
documentos constitutivos del Patrimonio Documental Espaiol, en las condi-
ciones de acceso que se establecen en la presente Ley.

2. El acceso a los documentos ptiblicos se atendra a las siguientes reglas:

a) Con cardcter general, tales documentos seran de libre consulta a par-
tir de su otorgamiento o de la conclusién de su tramitacién, salvo que afec-
ten a materias clasificadas de acuerdo con la Ley de Secretos Oficiales o
no deban ser publicamente conocidos por disposicién expresa de la Ley.

b) Durante un plazo de veinticinco afios a partir de su otorgamiento o
de la conclusién de su tramitacién se podra requerir autorizacién adminis-
trativa para su consulta, cuando la difusién de su contenido entrafie riesgos
para la seguridad y defensa del Estado o la averiguacién de los delitos. En
supuestos determinados y para documentos singulares la autoridad admi-
nistrativa competente podra ampliar el plazo requerido para dicha auto-
rizacién por un perfodo méximo de otros veinticinco afios. Excepcionalmente,
y previa resolucién motivada en la forma y por la autoridad que reglamen-
tariamente se determine, podra excluirse de la consulta publica un determi-
nado documento, transcurridos cincuenta afios a partir de su fecha.

c) Los documentos que contengan datos personales de caracter policial,
procesal, clinico o de cualquier otra indole que puedan afectar a la segu-
ridad de las personas, a su honor, a la intimidad de su vida privada vy
familiar y a su propia imagen, no podran ser publicamente consultados sin
que medie consentimiento expreso de los afectados hasta que haya trans-
currido un plazo de veinticinco afios desde la muerte de las personas afec-
tadas, si su fecha es conocida o, en otro caso, de cincuenta afios a partir de
la fecha de los documentos.

Art, 58. El estudio y dictamen de las cuestiones relativas a la califica-
cién y utilizacién de los documentos de las Administraciones Piblicas, asi
como su integracién en los Archivos y el régimen de acceso e inutilidad ad-
ministrativa de tales documentos, corresponderd a una Comisién Superior
Calificadora de Documentos Administrativos, cuya composicién, funciona-
miento y competencias especificas se estableceran por via reglamentaria. Asi-
mismo podrian constituirse Comisiones Calificadoras en los organismos pu-
blicos que asi se determine. '
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CAPITULO II

De los Archivos, Bibliotecas y Museos

Art. 59. 1. Son Archivos los conjuntos orginicos de documentos, o la
reunién de varios de ellos, reunidos por las personas fisicas, juridicas, pu-
blicas o privadas, en el ejercicio de sus actividades al servicio de su utiliza-
cidén para la investigacién, la cultura, la informacién y la gestiéon administra-
tiva.

2. Son Blibliotecas las instituciones culturales donde se conservan, red-
nen, seleccionan, inventarian, catalogan, clasifican y difunden conjuntos o
colecciones de libros, manuscritos y otros materiales bibliograficos o repro-
ducidos por cualquier medio para su lectura en sala piblica o mediante
préstamo temporal, al servicio de la educacién, la investigacién, la cultura
y la informacién.

3. Son Museos las instalaciones de caracter permanente que adquieren,
conservan, investigan, comunican y exhiben para fines de estudio, educacién
vy contemplacién, conjuntos de Bienes de Interés Cultural y colecciones de
cbjetos de valor histérico, artistico, cientifico y técnico.

Art. 60. Se declaran Bienes de Interés Cultural, y quedan sometidos al
régimen correspondiente que la presente Ley establece para los mismos, los
inmuebles destinados a la instalaciéon de Archivos, Bibliotecas y Museos de
titularidad pablica, asi como los bienes muebles en ellos custodiados.

Art. 61. 1. La Administracién del Estado podra crear cuantos Archivos,
Bibliotecas y Museos considere oportunos, cuando las necesidades culturales
y sociales asf{ lo requieran y sin perjuicio de la iniciativa de otros organis-
mos, instituciones o particulares.

2. Los Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad estatal y caracter
nacional seran creados mediante Real Decreto.

3. La Administracién del Estado promoveri la comunicacién y coordina-
cién de todos los Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad estatal exis-
tentes en el territorio espafiol. A tal fin podrin recabar de ellos cuanta
informacién considere adecuada, asi como inspeccionar su funcionamiento
y tomar las medidas encaminadas al mejor cumplimiento de sus fines.

Art. 62. La Administracién del Estado garantizard el acceso gratuito de
todos los ciudadanos espafioles a los Archivos, Bibliotecas y Museos de ti-
tularidad estatal, sin perjuicio de las restricciones que, por razén de la
conservacién de los bienes en ellos custodiados, puedan establecerse.

Art. 63. 1. Los Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad estatal
podrin admitir en depésito bienes de propiedad privada o de otras Admi-
nistraciones publicas de acuerdo con las normas que por via reglamentaria
se establezcan.

2. Los Bienes de Interés Cultural, asi como los integrantes del Patrimo-
nio Documental y Bibliografico custodiados en Archivos y Museos de titu-
taridad estatal no podrin salir de los mismos sin previa autorizacién, que
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debera concederse mediante Orden ministerial. Cuando se trate de objetos
en depdsito se respetara lo pactado al constituirse.

Art. 64. Los edificios en que estén instalados Archivos, Bibliotecas y Mu.-
seos de titularidad publica, asi como los edificios o terrenos en que vayan
a instalarse, podran ser declarados de utilidad publica a los fines de su
expropiacién. Esta declaraciéon podra extenderse a los edificios o terrenos
contiguos cuando asi lo requieran razones de seguridad para la adecuada
conservacién de los inmuebles o de los bienes que contenga.

Art. 65. 1. Cada Departamento ministerial asegurara la coordinacién
del funcionamiento de todos los Archivos del Ministerio y de los Organismos
a ¢l vinculados, para el mejor cumplimiento de lo preceptuado en la pre-
sente Ley y en los Reglamentos que se dicten para su aplicacién.

2. La documentacién de los Organismos dependientes de la Administracién
del Estado serd regularmente transferida, segin el procedimiento que por
via reglamentaria se establezca, a los Archivos del Estado.

Art. 66. 1. Constituyen los Sistemas Espafioles de Archivos de Bibliotecas
y de Museos, respectivamente, los Archivos, Bibliotecas y Museos, asi como
los servicios de caracter técnico o docente directamente relacionados con los
mismos, que se incorporen en virtud de lo dispuesto en este articulo.

2. Se incorporardn a sus respectivos sistemas los Archivos, Bibliotecas,
Museos y Servicios de titularidad estatal, asi como los dependientes de las
restantes Administraciones publicas cuando éstas resuelvan la incorporaciém.
Asimismo, podrdn incorporarse los Archivos, Bibliotecas y Museos, asi como
sus respectivos Servicios, pertenecientes a entidades y asociaciones de carac-
ter politico, sindical o religioso, a fundaciones y asociaciones de carcter pri-
vado, siempre que sus titulares soliciten la incorporacién.

3. En el marco del Consejo General del Patrimonio Histérico se consti-
tuirdn los érganos técnicos correspondientes a cada uno de los sistemas a
que se refiere el presente articulo.

4. Los centros y servicios integrados en los Sistemas Espafioles de Archi-
vos, Bibliotecas y Museos deberdn disponer de un Reglamento aprobado
por la Administracién competente, previo dictamen de 6rganos técnicos res-
pectivos.

TITULO VIII

De las medidas de fomento

Art. 67. El Gobierno dispondra las medidas necesarias para que la fi-
nanciacién de las obras de conservacién, mantenimiento, restauracién y
rehabilitacién realizadas en bienes declarados de Interés Cultural tenga pre.
ferente acceso al crédito oficial en la forma y con los requisitos que esta-
blezcan sus normas reguladoras. A tal fin, la Administracién del Estado
podra establecer, mediante acuerdos con personas y entidades piblicas y pri-
vadas, las condiciones para disfrutar de los beneficios crediticios. ’

16
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Art. 68. 1. En el Presupuesto de cada obra publica, financiada total o
parcialmente por el Estado, se incluird una partida equivalente al menos
al 1 por 100 de los fondos que sean de aportacién estatal con destino a fi-
nanciar trabajos de conservacién o enriquecimiento del Patrimonio Hlsto-
rico Espafiol o de fomento de la creatividad artistica.

2. Si la obra publica hubiera de construirse y explotarse por particulare:s
en virtud de concesién administrativa y sin la participacién financiera del
Estado, el 1 por 100 se aplicard sobre el presupuesto total para su ejecucion.

3. Quedan exceptuadas de lo dispuesto en los anteriores apartados las
siguientes obras publicas: . :

a) Aquellas cuyo presupuesto total no_exceda de cien millones de pe-
setas.

b) Las que afecten a la seguridad y defensa del Estado, asi como a la
seguridad de los servicios publicos. .

4. Por via reglamentaria se determinar4 el sistema de aplicacién concreto
de los fondos resultantes de la consignacién del 1 por 100 a que se refiere
este articulo..

Articulo 69. 1. En compensacién a las cargaé y limitaciones que en esia
Ley se imponen a los titulares o poseedores de los bienes integrantes del
Patrimonio Histérico Espafiol, ademas de las exenciones fiscales previstas
en las disposiciones reguladoras de la Contribucién Territorial Urbana y del
Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Fisicas, se es-
tablecen los beneficios fiscales fijados en los articulos siguientes.

2.. Para disfrutar de tales beneficios, salvo los establecidos en los apar-
tados 1 y 3 del articulo 72, los bienes afectados deberan ser inscritos previa-
mente en el Registro General que establece el articulo 11 en el caso de
Bienes de Interés Cultural, en el Inventario General a que se refiere el ar-
ticulo 35.4 en el caso de bienes muebles, o figurar en el Censo regulado por
el articulo 53, todos de la presente Ley. :

3. Asimismo, los citados bienes estaridn exentos del pago de los restan-
tes impuestos locales que graven la propiedad o se exijan por su disfrute
o transmisién, sin que en este caso proceda la compensacién con cargo a
los Presupuestos Generales del Estado en favor de las Entidades Locales
interesadas.

Art. 70. 1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Fisicas tendran derecho a una deduccién sobre la cuota equivalente
al 20 por 100 de las inversiones que realicen en la adquisicién, conservacién,
reparacién, restauracién, difusién y exposicién de bienes declarados de Inte-
rés Cultural, en las condiciones que por via reglamentaria se sefialen. El
importe de la deduccién en ningin caso podri exceder del 30 por ciento
de la base imponible.

2. Asimismo, los contribuyentes de dicho impuesto tendrin derecho a
deducir de la cuota el 20 por 100 de las donaciones puras y simples que hi-
cieren en bienes que formen parte del Patrimonio Histérico y Espafiol siem-
pre que se realizaren en favor del Estado y demds entes publicos, asi como
fas que se lleven a cabo en favor de establecimientos, instituciones, funda-
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ciones o asociaciones, incluso las de hecho de caricter temporal, para ar-
bitrar fondos, clasificadas o declaradas benéficas o de utilidad publica para
los 6rganos competentes del Estado, cuyos cargos de Patronos, Representan-
tes legales o Gestores de hecho sean gratuitos, y se rindan cuenta al Organo
del protectorado correspondiente. La base de esta deduccién no podra ex-
cederi del 30 por 100 de la base imponible.

Art. 71. 1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades tendrin
derecho a deducir de la cuota liquida resultante de minorar la cuota integra
en el importe de las deducciones por doble imposicién y, en su caso, las
bonificaciones a que se refiere €l articulo 25 de la Ley del Impuesto sobre
Sociedades, un porcentaje del importe de las cantidades que destinen 4 la
adquisicién, conservacion, reparacién, restauracién, difusién y exposicién de
bienes declarados de interés cultural, en las condiciones que se sefialen
reglamentariamente.

2. En el Impuesto sobre Sociedades se consideraran partidas deducibles
de los rendimientos integros obtenidos, a efectos de determinar las bases
imponibles, las donaciones puras y simples de bienes que formen parte del
Patrimonio Histérico Espaiiol, realizadas en las condiciones a que se refiere
el articulo 70.2. La cuantia de la deduccién no podré exceder del 30 por 100
de la base imponible.

Art. 72. 1. Quedan exentas del pago del Impuesto sobre el Lujo las ad-
quisiciones de obras de arte siempre que sus autores vivan en el momento
de la transmisién.

2. Quedan exenias de todo tributo las importaciones de bienes mugbles
en las condiciones que fija el articulo 32.3 de la presente Ley y demas esta-
blecidas reglamentariamente.

Art. 73. El pago de la deuda tributaria del Impuesto sobre Sucesiones,
del Impuesto sobre el Patrimonio y del Impuesto sobre 12 Renta de las
Personas Fisicas podra realizarse mediante la entrega de bienes que formen
parte del Patrimonio Histérico Espafiol, en la forma que reglamentariamente
se determine.

Art. 74. Las valoraciones necesarias para la aplicacién de las medidas de
fomento que se establecen en el presente Titulo se efectuardn en todo caso
por la Junta de Calificacién, Valoracién y Exportacién del Patrimonio Histo-
rico Espafiol, en los términos y conforme el procedimiento que se determine
por via reglamentaria.

TITULO IX

De las infracciones administrativas y sus sanciones

Art. 75. 1. Salvo que sean constitutivos de delito, los hechos que a con-
tinuacién se mencionan constituyen infracciones administrativas que serdn
sancionados conforme a lo dispuesto en este articulo:

a) El incumplimiento por parte de los propietarios o de los titulares de
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derechos reales o los poseedores de los bienes de las disposiciones contenidas
¢n los articulos 13, 26.2, 28, 35.3 y 4, 36.1 y 2, 38.1, 39, 44, 51, 52.1 y 3 y 53.2.

b) La retenci6n ilicita o depésito indebido de documentos, segin lo dis-
puesto en el articulo 54.1.

c)) El otorgamiento de licencias para la realizacién de obras que no cum-
pla lo dispuesto en el articulo 24.

d) La realiacién de obras en Sitios Histéricos o onas Arqueolégicas sin
la autorizacién exigida por el articulo 23.

€) La realizacién de cualquier clase de obra o intervencién en un Bien
de Interés Cultural que contravenga lo dispuesto en los articulos 18, 19.3,
21y 39.

f) La realizacién de excavaciones o prospecciones arqueolégicas ilicitas,
de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 42.

g)) El derribo, desplazamiento o remocién de cualquier inmueble decla-
rado Bien de Interés Cultural.

h)) La exportacién ilegal de los bienes a que hacen referencia los articu-
los 5.° y 56.1 de la presente Ley.

i)) El incumplimiento de las condiciones de retorno fijadas para exporta-
cién temporal legalmente autorizada.

I La exclusién o eliminacién de bienes del Patrimonio Documental y
Bibliogrifico que contravenga lo dispuesto en el articulo 55.

2. Cuando la lesi6én al Patrimonio Histérico Espafiol ocasionada por las
infracciones a que se refiere el apartado anterior sea valorable econémicamen-
te, la infraccién sera sancionada con multa del tanto al cuadruplo del valor
del dafio causado.

3. En los demas casos se impondran las siguientes sanciones:

A)) Multa de hasta 10.000.000 de pesetas en los supuestos a), b) y c) del
apartado 1.

B) Multa de hasta 25.000.000 de pesetas en los supuestos d), €) ¥ f).
C) Multa de hasta 100.000.000 de pesetas en los supuestos g), h), i) y j).

Art. 76. 1. Las sanciones administrativas requerirdn la tramitacién de un
expediente con audiencia del interesado, para fijar los hechos que las deter-
minen, y seran proporcionales a la gravedad de los mismos, a las circunstan-
cias personales del sancionado y al perjuicio causado o que pudieran haberse
causado al Patrimonio Histérico Espaiiol.

2. Las multas que se impongan a distintos sujetos como consecuencia de
una misma infraccién tendrin caricter independiente entre si.

Art. 77. Las multas de hasta 25.000.000 de pesetas serdn impuestas por los
organismos competentes para la ejecucién de esta Ley. Las de cuantia superior
a 25.000.000 de pesetas serdn impuestas por el Consejo de Ministros o los
Consejos de Gobierno de las Comunidades Auténomas.

Art. 78. 1. Las infracciones administrativas contra lo dispuesto en esta
Ley prescribiran a los cuatro afios de haberse cometido.

2. En todo lo no previsto en el presente Titulo serd de aplicacién el Ca-
pitulo I1 del Titulo VI de la Ley de Procedimiento Administrativo.
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.—Los bienes que con anterioridad hayan sido declarados Histérico-
Artisticos o integrantes del Patrimonio del mismo modo calificado pasan a
tener la consideracién y a denominarse Bienes de Interés Cultural y quedan
sometidos al régimen juridico que la presente Ley establece. Las referencias
hechas en la regulacién anterior respecto al Patrimonio Histérico-Artistico
Nacional y a los Bienes que del mismo forman parte se entenderan referidas
al Patrimonio Histérico Espafiol y a los Bienes de Interés Cultural.

Segunda.—Se consideran asimismo de Interés Cultural y quedan sometidos
al régimen previsto en la presente Ley los bienes a que se contraen los Dere-
chos de 22 de abril de 1949, 571/1963 y 499/1973.

Tercera. 1. Las funciones y documentos propios del Catalogo y del In-
ventario del Patrimonio Histérico-Artistico se incorporarin al Inventario Ge-
neral de Bienes del Patrimonio Histérico Espafiol a que se refiere el articu-
lo 35.4 de la presente Ley.

2. Asimismo, las funciones y documentos propios del Censo-Guia de Archi-
vos y del Registro-Inventario del Tesoro Documental y Bibliografico se incor-
poraran al Censo del Patrimonio Documental y Bibliogrifico que se establece
en el articulo 53 de la presente Ley.

3. Por la Direccién General dd Bellas Artes y Archivos se procederd a la
integracién del Catilogo, Inveniario, Censo-Guia y Registro-Inventario a que
se refieren dos apartados precedentes en el plazo de un afio a partir de la
entrada en vigor de la presente Ley.

Cuarta. La exigencia a que se refiere el articulo 71.2 en relacién con el
articulo 32 de la presente Ley obligara igualmente a Ios titulares de los bienes
sefialados en el articulo 6 j) de la Ley 50/77, de 14 de noviembre, sobre Medi-
das Urgentes de Reforma Fiscal, para beneficiarse de la exencién que en el
mismo prevé. La misma exigencia se incorpora a las establecidas en el Real
Decreto 1382/1978, de 2 de junio, en que la referencia al Inventario contenida
en su articulo 2° queda suprimida.

Quinta. Quedan sujetos a cuanto se dispone en esta Ley cuantos bienes
muebles e inmuebles formen parte del Patrimonio Nacional y puedan incluirse
en el 4mbito de su artfculo primero sin perjuicio de su afectacién y régimen
juridico propio.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. En tanto se elaboran las normas precisas para el desarrollo y apli-
cacién de la presente Ley, se entenderan vigentes las de rango reglamentario
que regulan el Patrimonio Histérico-Artistico Espafiol, el Tesoro Documental
y Bibliogrifico, los Archivos, Bibliotecas' y Museos, en todo aquello que no
contravenga lo dispuesto en la misma. o
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Segunda. En el plazo de un afio a partir de la entrada en vigor de la pre-
sente Ley, el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Cultura, dictara el Re-
glamento de Organizacién, funcionamiento y personal de los archivos, biblio-
tecas y museos de titularidad estatal, asi como de los Servicios Técnicos o
docentes relacionados con ellos o con las actividades que competen a la Ad-
ministracién del Estado en la proteccién del Patrimonio Histérico Espaiiol.

Tercera. Dispondrin del plazo de un afio para el cumplimiento de las
obligaciones que se establecen en los articulos 26 y 51 de la presente Ley quie-
nes, a la entrada en vigor de la misma, fuesen propietarios, poseedores o te-
nedores de alguno de los bienes a que tales articulos se refieren. El cum-
plimiento de tales obligaciones determinari la exencién, en relacién a tales
bienes, de cualesquiera impuestos o gravdmenes no satisfechos con anterio-
ridad, asi como de toda responsabilidad, frente a la Hacienda Publica, por
sanciones, recargos e intereses de demora.

Cuarta. El Gobierno, a propuesta de los Ministerios de Economia y Ha-
cienda y Cultura, desarrollara, por via reglamentaria, las condiciones para la
exencién a que se refiere la anterior disposicién transitoria.

DISPOSICION FINAL

1. Se autoriza al Gobierno para dictar, ademias de las disposiciones regla-
mentarias expresamente previstas en la presente Ley, las que sean precisas
para su cumplimiento.

2. El Gobierno queda, asimismo, autorizado para proceder por via regla-
mentaria a la actualizacién de la cuantia de las multas que se fijan en el
articulo 75 de la presente Ley, sin que los porcentajes de los incrementos que
por tal via se establezcan puedan ser superiores, en ningtn caso, al Indice
Oficial del Coste de la Vida.

3. La Ley de Presupuestos Generales del Estado determinard anualmente
las férmulas de actualizacién de la base imponible y de los tipos de gravamen
de la tasa por exportacién a que se refiere el articulo 30.

4. Se autoriza también al Gobierno para que, a iniciativa del Ministerio
de Cultura y a propuesta del Ministerio del Interior, disponga la creacién en
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado de un Grupo de Investigacién
formado por personal especializado en las materias que son objeto de la pre-
sente Ley y destinado a perseguir sus infracciones.

DISPOSICION DEROGATORIA

1. Quedan derogados la Ley de 7 de julio de 1911 sobre Excavaciones Ar-
queoldgicas; el Real Decreto-Ley de 9 de agosto de 1926 sobre Proteccién, Con-
servacién y Acrecentamiento de la Riqueza Artistica; la Ley de 10 de diciem-
bre de 1931 sobre enajenacién de bienes articticos arqueolégicos e histéricos
de mas de cien afos de antigiiedad; la Ley de 13 de mayo de 1933 sobre de-
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fcnsa, conservacion y acrecentamiento del Patrimonio Histérico Artistico; la
Ley de 22 de diciembre de 1955 sobre Conservacién del Patrimonio Histérico-
Artistico; el Decreto 1641/1959, de 23 de septiembre, sobre exportacién de ob-
jetos de valor e interés arqueolégico o artistico y de limitaciones o copias y la
Ley 26/1972, de 21 de junio, sobre Defensa del Tesoro Documental y Bibliogra-
fico de la Nacidn, salvo las disposiciones relativas al Centro Nacional del Teso-
ro Documental y Bibliografico, las cuales, no obstante, tendran en adelante
rango reglamentario y el Real Decreto 2.832/1978, de 28 de octubre, sobre el 1
por ciento cultural.

2. Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo esta-
blecido en la presente Ley.

Convencién sobre prevencién y castigo de los delitos contra per-
sonas internacionalmente protegidas, incluidos los agentes di-
plomdticos. («B.0.C.», de 15 marzo 1984; Serie C, Tratados y
Convenios Internacionales, nim. 99-1.)

La Mesa de la Camara, en su reunién del dia de hoy, ha acordado, de con-
formidad con lo dispuesto en el vigente Reglamento, el envio a la Comisién
de Asuntos Exteriores y la publicacién en el «Boletin Oficial de las Cortes
Generales» de la Convencién sobre la prevencién y el castigo de los delitos
contra personas internacionalmente protegidas, incluidos los agentes diplomaé-
ticos, hecha en Nueva York el 14 de diciembre de 1973, el cual ha sido remitido
por el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 94.1 de la
Constitucién, a efectos de que las Cortes Generales otorguen la autorizacién
previa a la prestacién del consentimiento del Estado.

Los seiiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un plazo
de quince dias habiles que expira el 2 de abril para presentar propuestas, que
tendran la consideracién de enmiendas a la totalidad ¢ de enmiendas al ar-
ticulado conforme al articulado 156 del Reglamento a la citada Convenci6n,
cuyo texto se inserta a continuacién.

En ejecucién de dicho acuerdo, se ordena la publicacién de conformidad
con el articulo 97 del Reglamento de la Camara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 7 de marzo de 1984.—P. D. El Se-
cretario General del Congreso de los Diputados—Luis Maria Cazorla Prieto.

CONVENCION SOBRE LA PREVENCION Y EL CASTIGO DE DELITOS
CONTRA PERSONAS INTERNACIONALMENTE PROTEGIDAS, INCLUSIVE
LOS AGENTES DIPLOMATICOS

Los Estados partes en la presente Convencidn.
" Teniendo en cuenta los propésitos y principios de la Carta de las Naciones
Unidas relativos al mantenimiento de la paz internacional y al fomento de
las relaciones de amistad y cooperacién entre los Estados.
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Considerando que los delitos contra los agentes diplomaticos y otras per-
sonas internacionalmente protegidas al poner en peligro la seguridad de esas
personas crean una seria amenaza para el mantenimiento de relaciones inter-
nacionales normales, que son necesarias para la coperacién entre los Estados,

Estimando que la comisién de esos delitos es motivo de grave preocupacion
para la comunidad internacional,

Convencidos de que existe una necesidad urgente de adoptar medidas apro-
piadas y eficaces para la prevencién y el castigo de esos delitos.

Han, convenido en lo siguiente:

Articulo 1° Para los efectos de la presente Convencién: 1. Se entiende
por «persona internacionalmenie protegida»:

a) Un Jefe de Estado, incluso cada uno de los miembros de un 6rgano cole-
giado cuando, de conformidad con la constitucién respectiva, cumpla las fun-
ciones de Jefe de Estado un Jefe de Gobierno o un Ministro de Relaciones
Exteriores, siempre que tal persona en encuentre en un Estado extranjero, asi
como los miembros de su familia que lo acompaiien.

b) Cualquier representante, funcionario o personalidad oficial de un Es-
tado o cualquier funcionario, personalidad oficial u otro agente de una orga-
nizacién intergubernamental que, en el momento y en el lugar en que se come-
ta un delito contra él, sus locales oficiales, su residencia particular o sus
medios de transporte, tenga derecho, conforme al derecho internacional, a
una proteccién especial contra todo atentado a su persona, libertad o dignidad,
asi como los miembros de su familia que formen parte de su casa.

2. Se entiende por «presunto culpable» la persona respecto de quien exis-
tan suficientes elementos de prueba para determinar «prima facie» que ha
cometido o participado en uno o mas de los delitos previstos en el articulo 2..

Art. 2° 1. Seran calificados por cada Estado parte como delitos en su
legislacién interna, cuando se realicen intencionalmente;

a) La comisién de un homicidio, secuestro u otro atentado contra la inte-
gridad fisica o la libertad de una persona internacionalmente protegida.

b) La comisién de un atentado violento contra los locales oficiales, la
residencia particular o los medios de transporte de una persona internacio-
nalmente protegida que pueda poner en peligro su integridad fisica o su
libertad.

¢) La amenaza de cometer tal atentado.

d) La tentativa de cometer tal atentado, y

e) La complicidad en tal atentado.

2. Cada Estado parte hard que esos delitos sean castigados con penas
adecuadas que tengan en cuenta el caracter grave de los mismos.

3. Los dos parrafos que anteceden no afectan en forma alguna las obli-
gaciones que tienen los Estados partes, en virtud del derecho internacional,
de adoptar todas las medidas adecuadas para prevenir otros atentados contra
la persona, libertad o dignidad de una persona internacionalmente protegida.

Art. 3* 1. Cada Estado parte dispondra lo que sea necesario para insti-
tuir su jurisdiccién sobre los delitos previstos en el parrafo 1 del articulo 2.°
en los siguientes casos:
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a) Cuando &} delito se haya cometido en el territorio de ese Estado o a bor-
do de un buque o aeronave matriculado en ese Estado.

b) Cuando el presunto culpable sea nacional de ese Estado.

c) Cuando el delito se haya cometido contra una persona internacional-
mente protegida, seglin se define en el articulo 1° y que disfrute de esa
condicién en virtud de las funciones que ejerza en nombre de dicho Estado.

2. Asimismo, cada parte dispondra lo que sea necesario para instituir su
jurisdiccién sobre esos delitos en el caso de que el presunto culpable - se
encuentre en su territorio y de que dicho Estado no conceda su extradicién
conforme al articulo 8.° a ninguno de los Estados mencionados en el parrafo
1 del presente articulo.

3. La presente Convencién no excluird ninguna jurisdiccién penal ejercida
de conformidad con la legislacién nacional.

Art. 4° Los Estados partes cooperaran en la prevencién de los delitos pre-
vistos en el articulo 2.°, en particular:

a) Adoptando todas las medidas factibles a fin de impedir que se prepare
en sus respectivos territorios la comisién de tales delitos tanto dentro como
fuera de su territorio.

b) Intercambiando informacién y coordinando la adopcion de medidas ad-
ministrativas y de otra indole, segiin convenga, para impedir que se cometan
esos delitos.

Art. 5° 1. El Estado parte en el que haya tenido lugar la comisién de
cualquiera de los delitos previstos en el articulolo 2.°, cuando tenga razones
para creer que el presunto culpable ha huido de su territorio, deber4 comuni-
car a los demds Estados interesados, directamente o a través del Secretario
General de las Naciones Unidas, todos los hechos pertinentes relativos al delito
cometido y todos los datos de que disponga acerca de la identidad del pre-
sunto culpable.

2. Cuando se haya cometido contra una persona internacionalmente pro.
tegida cualquiera de los delitos previstos en el articulo 2°, todo Estado parte
que disponga de informacién acerca de la victima y las circunstancias.del de-
lito se esforzara por proporcionarla en las condiciones previstas por su le-
gislacién interna, en forma completa y oportuna, al Estado parte en cuyo
nombre esa persona ejercfa sus funciones.

Art. 6° 1. Si considera que las circunstancias lo justifican, el Estado
parte en cuyo territorio se encuentre el presunto culpable adoptara las medi-
das adecuadas conforme a su legislacién interna para asegurar su presencia
a los fines de su proceso o extradicién. Tales medidas seran notificadas sin
demora, directamente a través del Secretario General de las Naciones Unidas:

a) Al Estado en cuyo territorio se haya cometido el delito;

b) Al Estado o los Estados de que sea nacional el presunto culpable o, si
éste es apatrida, al Estado en cuyo territorio resida permanentemente;

c) Al Estado o los Estados de que sea nacional la persona internacional-
mente protegida de que se trate o en cuyo nombre ejercia sus func1ones

d) A todos los demis Estados interesados, y

‘e) A la organizacién intergubernamental de la que sea funcionario, per-
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sonalidad oficial o agente, ]a persona internacionalmente protegida de que
se trate.

2. Toda persona respecto de la cual se adopten las medidas mencionadas
en el parrafo 1 de este articulo tendrd derecho:

a) A ponerse sin demora en comunicacién con el representante competente
més préximo del Estado del que sea nacional o al que competa por otras
razones la proteccién de sus derechos o, si se trata de una persona apatrida,
del Estado que la misma solicite y que esté dispuesto a proteger sus dere-
chos, y

b) A ser visitada por un representante de ese Estado.

Art. 7° El Estado parte en cuyo territorio se encuentre el presunto cul-
pable, de no proceder a su extradicién, someterd el asunto, sin ninguna excep-
cién ni demora justificada, a sus autoridades competentes para el ejercicio
de la accién penal, segin el procedimiento previsto en la legislacién de ese
Estado.

Art. 8° 1. En la medida en que los delitos previstos en el articulo 2.° no
estén enumerados entre los casos de extradicién en tratados de extradicién
vigentes entre los Estados partes, se consideraran incluidos como tales en
esos tratados. Los Estados partes se comprometen a incluir esos delitos como
casos de extradicién en todo tratado de extradicién que celebren entre si en
lo sucesivo.

2. Siun Estadro parte que subordine la extradicién a la existencia de un
tratado recibe una demanda de extradicién de otro Estado parte con el que
no tiene tratado de extradicién podr4, si decide concederla, considerar la pre-
sente convencién como la base jurfdica necesaria para la extradicién en lo
que respecta a esos delitos. La extradicién estari sujeta a las disposiciones
de procedimiento y a las demas condiciones de la legislacién del Estado re-
querido.

3. Los Estados partes que no subordinen la extradicién a la existencia
de un tratado reconocerin esos delitos como casos de extradicién entre ellos
con sujecién a las disposiciones de procedimiento y a las dem4s condicionés
de la legislacién del Estado requerido.

4. A los fines de la extradicién entre Estados partes, se considerardn que
los delitos se han cometido, no solamente en el lugar donde ocurrieron, sino
también en el territorio de los Estados obligados a establecer su jurisdiccién
de acuerdo con el parrafo 1 del articulo 3.°.

Art. 9° Toda persona respecto de la cual se sustancie un procedimiento
en relacién con uno de los delitos previstos en el articulo 2.° gozard de las
garantias de un trato equitativc en todas las fases del procedimiento.

Art. 10, 1. Los Estados partes se prestaran la mayor ayuda posible en lo
que respecta a todo procedimiento penal relativo a los delitos previstos en
¢l articulo 22, inclusive el suministro de todas las pruebas necesarias para
el proceso que obren en su poder.

2. Las disposiciones del parrafo 1 del presente articulo no afectaran a las
obligaciones de ayuda judicial mutua estipuladas en cualquier otro tratado.
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Art. 11. El Estado parte en el que se entable una accién penal contra el
presunto culpable del delito comunicari el resultado final de esa accién al
Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitira la informacién
a los demas Estados partes.

Art. 12. Las disposiciones de esta Convencién no afectaran a la aplicacién
de los Tratados sobre Asilo, vigentes en la fecha de la adopcién de esta Con-
vencién, en lo que concierne a los Estados que son partes de esos Tratados;
pero un Estado parte de esta Convencién no podra invocar esos Tratados con
respecto de otro Estado parte de esta Convencién que no es parte de esos
Tratados.

Art. 13. 1. Toda controversia que surja entre dos o mas Estados partes
con respecto a la interpretacién o aplicacién de la presente Convencién que no
se solucione mediante negociaciones se someteri al arbitraje a peticién de
uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de
presentacién de la solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de
acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes podra someter la
controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud pre-
sentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.

2. Todo Estado parte, en el momento de la firma o ratificacién de la
presente Convencién o de su adhesién a la misma, podra declarar que no
se considera obligado por el parrafo anterior. Los demas Estados partes no
estardn obligados por el parrafo anterior ante ningiin Estado parte que haya
formulado esa reserva.

3. Todo Estado parte que haya formulado la reserva prevista en el parrafo
anterior podrad retirarla en cualquier momento notificindole al Secretario
General de las Naciones Unidas.

Art. 14. La presente Convencién estara abierta a la firma de todos los Es-
tados hasta el 31 de diciembre de 1974, en la Sede de las Naciones Unidas
en Nueva York.

Art. 15. La presente Convencién estara sujeta a ratificacién. Los instru-
mentos de ratificacién seran depositados en poder del Secretario General de
las Naciones Unidas.

Articulo 16. La presente Convencién estari abierta a la adhesién de cual-
quier Estado. Los instrumentos de adhesién seran depositados en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.

Art. 17. 1. La presente Convencién entrari en vigor el trigésimo dia a
partir de la fecha de depésito del vigésimo segundo instrumento de ratifica-
cién o adhesién en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada uno de los Estados que ratifiquen la Convencién o se adhie-
ran a ella después del depdsito del vigésimo segundo instrumento de rati-
ficacién o adhesién, la Convencién entrard en vigor el trigésimo dia a partir
de 1a fecha en que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratifi-
cacién o adhesién.
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Articulo 18. 1. Todo Estado parte podri denunciar la presente Conven-
cién mediante notificacién por escrito dirigida al Secretario General de las
Naciones Unidas.

2. La denuncia surtird efecto seis meses después de la fecha en que el
Secretario General de las Naciones Unidas reciba la notificacidn.

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicara a todos los Esta-
dos, entre otras cosas:

a) Las firmas de la presente Convencién y el depdsito de instrumentos
de ratificacién o adhesién de conformidad con los articulos 14, 15 y 16, y
las notificaciones hechas en virtud del articulo 18.

b) La fecha en que la presente Convenci6én entre en vigor de conformidad
con el articulo 17.

Art. 20. El original de la presente Convencién, cuyos textos chino, espaiiol,
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, serd depositado en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas, quien enviard copias certifica-
das de él a todos los Estados.

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados para
ello por sus respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convencién,
abierta a la firma en Nueva York el 14 de diciembre de 1973.

CONVENCION SOBRE LA PREVENCION Y EL CASTIGO DE DELITOS
CONTRA PERSONAS INTERNACIONALMENTE PROTEGIDAS, INCLUSIVE
LOS AGENTES DIPLOMATICOS (Nueva York, 14-2-1973)

ESTADOS PARTES

Alemania, Rep. Fed. de.

25 enero 1977 (R)

Argentina 18 marzo 1982 (Ad.)
Australia 20 junio 1977 (R)
Austria 3 agosto 1977 (Ad.)
Barbados 26 octubre 1979 (Ad.)
Bulgaria 18 julio 1974 (R)
Burundi 17 diciembre 1980 (Ad.)
Canada 4 agosto 1976 (R)
Costa Rica 2 noviembre 1977 (Ad)
Checoslovaquia 30 junio 1975 (R)

Chile 21 enero 1977 (Ad.)
Chipre 24 diciembre 1975 (Ad.)
Dinamarca 1 julio 1975 (R)
Ecuador 12 marzo 1975 (Ad.)

El Salvador
Estados Unidos

8 agosto 1980 (Ad.)
26 octubre 1976 (R)
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Filipinas

Finlandia

Gabén

Ghana

Guatemala

Haiti

Hungria

India

Iran

Irak

Islandia

Israel

Jamaica

Liberia

Malawi

México

Mongolia

Nicaragua

Noruega

Pakistan

Panama

Paraguay

Perd

Polonia

Reino Unido
Repuiblica de Corea
Rep. Dem. Alemana
Repiiblica Dominicana
Rep. Pop. Dem. de Corea
Rep. S. S. de Bielorrusia
Rep. S. S. de Ucrania
Rumania

Rwuanda

Seichelles

Suecia

Togo

Trinidad y Tuvbago
Ttnez

Turquia

URSS

Uruguay

Yugoslavia

Zaire

26 noviembre 1976 (Ad.)
31 octubre 1978 (R)

14 octubre 1981 (Ad.)
25 abril 1975 (Ad))

18 enero 1983 (R)

25 agosto 1980 (Ad.)

26 marzo 1975 (R)

11 abril 1978 (Ad.)

12 julio 1978 (Ad.)

28 febrero 1978 (Ad.)

2 agosto 1977 (R)

31 julio 1980 (Ad.)

21 septiembre 1978 (Ad.)
30 septiembre 1975 (Ad.)
14 marzo 1977 (Ad)

22 abril 1980 (Ad.)

8 agosto 1975 (R)

10 marzo 1975 (R)

28 abril 1980 (R)

29 marzo 1976 (Ad.)

17 junio 1980 (Ad.)

24 noviembre 1975 (R)
25 abril 1978 (Ad.)

14 diciembre 1982 (R)
2 mayo 1979 (R)

25 mayo 1983 (Ad.)

30 noviembre 1976 (R)
8 julio 1977 (Ad.)

1 diciembre 1982 (Ad.)
5 febrero 1976 (R)

20 enero 1976 (R)

15 agosto 1978 (R)

29 noviembre 1977 (R)
29 mayo 1980 (Ad.)

1 julio 1975 (R)

30 diciembre 1980 (Ad.)
15 junio 1979 (Ad.)

21 enero 1977 (R)

11 junio 1981 (Ad.)

15 enero 1976 (R)

13 junio 1978 (Ad.)

29 diciembre 1976 (R)
25 julio 1977 (Ad)
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DECLARACIONES formuladas por el Gobierno espaiiol en el mo-
mento de la firma del Convenio europeo sobre traslado de
personas condenadas. («<B.0.C.» de 14 junio 1984, Serie C, Tra-
tados y Convenios Internacionales, num. 126-1.)

La Mesa de la Camara, en su reunién del dia de hoy, ha acordado remitir
a la Comisién de Asuntos Exteriores y publicar en el Boletin Oficial de las
Cortes Generales el texto autenticado de las declaraciones formuladas por el
Gobierno espaiiol en el momento de la firma del Convenio europeo sobre
traslado de personas condenadas.

En ejecucion de dicho acuerdo se ordena su publicacién de conformidad
con lo previsto en el articulo 97 del Reglamento de la Camara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de junio de 1984.—P. D. El Se-
cretario General del Congreso de los Diputados, Luis Maria Cazorla Prieto.

DECLARACIONES FORMULADAS POR EL GOBIERNO ESPANOL EN EL

MOMENTO DE LA FIRMA DEL CONVENIO EUROPEO RELATIVO AL

TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS (HECHO EN ESTRASBURGO
EL 21 DE MARZO DE 1983)

Al articulo 33

Espaia indica que excluye la aplicacién del procedimiento previsto en el
articulo 9.1 b), en sus relaciones con las otras partes.
Al articulo 3.4

En lo que concierne al presente Convenio, Espafia considerard como na-
cionales las personas que gocen de esta calidad en virtud de las normas del
Titulo I del Libro I del Cédigo Civil espaiiol.

Al articulo 16.7

A los efectos del articulo 16.7, Espafia exige que se le notifique cualquier
transito de un condenado en vuelo sobre su territorio.

Al articulo 17.3

Espafia requiere que las demandas de traslado y los documentos aue las
fundamentan sean acompafiados de una traduccién en lengua espaiiola.

PROTOCOLO adicional al Convenio Europeo de Extradicion, he-
cho en Estrasburgo el 15 de octubre de 1975. («B.0.C.» de 31
julio 1984, Serie C, Tratados y Convenios Internacionales, nu-
mero 138-1.)

La Mesa de la Cdmara, en su reunién del dia de hoy, ha acordado, de
conformidad con lo dispuesto en el vigente Reglamento, el envio a la Comi-
sién de Asuntos Exteriores y la publicacién en el Boletin Oficial de las Cor-
tes Generales del Protocolo Adicional al Convenio Europeo de Extradicién,
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hecho en Estrasburgo el 15 de octubre de 1975, el cual ha sido remitido por
el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 94.1 de la Cons-
titucion, a efectos de que las Cortes Generales otorguen la autorizacién previa
a la prestacién del consentimiento del Estado. ,

Los sefiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un plazo
de quince dias héabiles, que expira el 18 de septiembre, para presentar pro-
puestas, que tendran la consideracién de enmiendas a la totalidad o de
enmiendas al articulado conforme al articulo 156 del Reglamento, al citado
Protocolo, cuyo texto se inserta a continuacién.

En ejecucién de dicho acuerdo, se ordena la publicacién de conforrmdad
con el articulo 97 del Reglamento de la Camara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 27 de julio de 1984.—P. D., El
Secretario General del Congreso de los Diputados, Luis Maria Cazorla Prieto.

PROTOCOLO ADICIONAL AL CONVENIO EUROPEO DE EXTRADICION

Estrasburgo, 15-10-1975.
Consejo de Europa, Estrasburgo.

Los Estados miembros del Consejo de Europa, signatarios del presente
Protocolo,

Visto las disposiciones del Convenio Europeo de Extradicién abierto a
la firma en Paris del 13 de diciembre de 1957 (a continuacién denominado
«el Convenio»), concretamente los articulos 3 y 9 del mismo;

Considerando que es conveniente completar dichos articulos con el fin
de que resulte més eficaz la proteccién de la comunidad humana y de los
individuos,

Convienen en lo siguiente:

TITULO I

Art. 1. Para la aplicacién del articulo 3 del Convenio, no se considerara
que son delitos politicos:

a) Los crimenes contra la humanidad previstos por el Convenio para la
Prevencién y Penalizacién del Crimen de Genocidio adoptado el 9 de diciem-
bre de 1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas.

b) Las infracciones previstas en los articulosi 50 del Convenio de Gine-
bra de 1949 para mejorar la suerte de los heridos y enfermos de las Fuerzas
Armadas en campaifia; 51 del Convenio de Ginebra de 1949 para mejorar la
suerte de los heridos, enfermos y niufragos de las Fuerzas Armadas en el
Mar; 130 del Convenio de Ginebra de 1949 relativo al Tratamiento de los
Prisioneros de Guerra, y 147 del Convenio de Ginebra de 1949 relativo a la
Proteccién de las Personas Civiles en Tiempos de Guerra.

c¢) Cualesquiera violaciones anilogas de las Leyes de la guerra en vigor
cuando empiece a aplicarse el presente Protocolo y de las costumbres de la
guerra existentes en ese momento, que no estén ya previstas por las suso-
dichas disposiciones de los Convenios de Ginebra.
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TITULO 1I

Art. 2. El articulo 9 del Convenio se completard con el texto que figura
2 continuacién y el articulo 9 original del Convenio constituird el parrafo 1
y las disposiciones que sigan los parrafos 2, 3 y 4:

«2. La extradicién de un individuo sobre el que haya recaido sentencia
firme en un tercer Estado, Parte Contratante del Convenio, por el delito o
los delitos por razén de los cuales se haya presentado la solicitud, no se
concedera:

a) Cuando dicha sentencia sea absolutoria.

b) Cuando la pena privativa de libertad o la otra medida impuesta:

i) se haya cumplido integramente;

i) Hubiere sido objeto de una gracia o de una amnistia sobre la totali-
dad o sobre la parte no cumplida.

c¢) Cuando el juez hubiere constatado la culpabilidad del autor del de-
lito sin imponer sancién alguna.

3. Sin embargo, en los casos previstos en el parrafo 2, podrd conceder-
se la extradicién:

a) Si el delito que hubiere dado lugar a la sentencia se hubiere cometido
contra una persona, una institucién o un bien que tenga caricter publico en
el Estado requirente.

b) Si la persona sobre la cual recayere la sentencia tuviera ella misma
un caricter pablico en el Estado requirente.

c¢) Si el delito que hubiere dado lugar a la sentencia se hubiere co-
metido, en su totalidad o en parte, en el territorio del Estado requirente o
en un lugar asimilado a su territorio.

4. Las disposiciones de los parrafos 2 y 3 no serdn obsticulos para la
aplicacién de disposiciones nacionales mas amplias relativas al efecto «ne
bis in idems» inherente a las resoluciones judiciales dictadas en el extran-
jeros.

TITULO III

Art. 3. 1. El presente Protocolo quedari abierto a la firma de los Esta-
dos miembros del Consejo de Europa que hayan firmado el Convenio. Sera
objeto de ratificacién, aceptacién o aprobacién. Los instrumentos de ratifi-
caci6n, de aceptacién o de aprobacién se depositardn en poder del Secretario
General del Consejo de Europa.

2. El Protocolo entrar4 en vigor noventa dias después de la fecha del de-
pésito del tercer instrumento de ratificacién, de aceptacién o de apfo—
bacién.

3. Entrard en vigor —para cualquier Estado signatario que lo ratifique,
acepte o apruebe ulteriormente— noventa dias después de la fecha del de-
pésito de su instrumento de ratificacién, de aceptacién o de aprobacién.
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4. Ningin Estado miembro del Consejo de Europa podra ratificar, acep-
iar o aprobar el presente Protocolo sin haber ratificado el Convenio anterior
o simultidneamente,

Art. 4. 1. Cualquier Estado que se haya adherido al Convenio podrs
adherirse al presente Protocolo después de la entrada en vigor de éste.

2. La adhesién se llevard a cabo mediante el depésito, en poder del Se-
cretario General del Consejo de Europa, de un instrumento de adhesién
que tendrd efecto noventa dias después de la fecha de su depésito.

" Art. 5. 1. Cualquier Estado —en el momento de la firma o del depésito
de su instrumento de ratificacién, aceptacién, o aprobacién, o adhesién, po-
dra designar el territorio o los territorios a los cuales se aplique el presente
Protocolo.

2. Cualquier Estado —en el momento del depdsito de su instrumento de
ratificacién, aceptacién, aprobacién o adhesién o en cualquier otro momenfo
posterior— podra ampliar la aplicacién del presente Protocolo mediante
declaracién dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, a cual-
quier otro territorio designado en la declaracién cuyas relaciones interna-
cionales asuma o en cuya representacién esté facultado para estipular.

3. Cualquier declaracién hecha en virtud del parrafo anterior podra re-
tirarse, en lo que respecta a cualquier territorio designado en dicha decla-
racién, en las condiciones previstas en el articulo 8 del presente Protocolo.

Art. 6. 1. Cualquier Estado —en el momento de la firma o del depésito
de su instrumento de ratificacién, aceptacién, aprobacién o adhesién— po-
dra declarar que no acepta uno u otro de los Titulos I o II.

2. Cualquier Parte Contratante podra retirar una declaracién que haya
formulado en virtud del parrafo anterior, mediante una declaracién dirigi-
da al Secretario General del Consejo de Europa y que tendrad efecto el dia
de la fecha de su recepcién.

3. No se admitira reserva alguna a las disposiciones del presente Protocolo.

Art. 7. El Comité Europeo para los problemas Criminales del Conseio
de Europa seguird la ejecucién del presente Protocolo y facilitard cuando
sea necesario la solucién amistosa de cualquier dificultad que se origine al
ejecutar el Protocolo.

Art. 8. 1. Cualquier Parte Contratante podri, en lo que a ella respecta,
denunciar el presente Protocolo dirigiendo una notificacién al Secretario
General del Consejo de Europa. .

2. La denuncia tendrd efecto seis meses después de la fecha de la re-
cepcién de la notificacién por el Secretario General.

3. La denuncia del Convenio implicard automdaticamente la denuncia del
presente Protocolo.

‘Art. 9. El Secretario General del Consejo de Europa notificard a los
Estados miembros del Consejo y a cualquier Estado que se haya adherido
al Convenio:

17
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a) Cualquier firma.

b) El depédsito de cualquier instrumento de ratificacién, aceptacién, apro-
bacién o adhesién.

c) Cualquier fecha de entrada en vigor del presente Protocolo con arre-
glo a su articulo 3.

d) Cualquier. declaracién recibida en aplicacién de las dJsposmones del
articulo 5 y cualquiecr retirada de tal declaracién.

e) Cualquier declaracién formulada en aplicacién de lo dispuesto en el
parrafo 1 del articulo 6.

f) La retirada de cualquier declaracién efectuada en aplicacién de las
disposiciones del parrafo 2 del articulo 6.

g) Cualquier notificacién recibida en aplicacién de lo dlspuesto en el
articulo 8 y la fecha en que tenga efecto la denuncia.

En fe de lo cual los infrascritos, debidamente autorizados al efecto, firman
el presente Protocolo.

Hecho en Estrasburgo el 15 de octubre de 1975 en francés y en inglés,
los dos textos igualmente fehacientes, en un ejemplar dnico que quedara
depositado en los archivos del Consejo de Europa. El Secretario General
del Consejo de Europa remitira una copia certificada conforme del mismo
a cada uno de los Estados signatarios y adheridos.

PROTOCOLO adicional, de 11 de marzo de 1918, al Convenio
Europeo de Extradicién. («B.0.C.» de 31 julio 1984; Serie C,
Tratados y Convenios Internacionales, nim. 139-1.)

‘La Mesa de la Cdmara, en su reunién del dia de hoy, ha acordado, de
conformidad con lo dispuesto en el vigente Reglamento, el envio a la Co-
misién de Asuntos Exteriores y la publicacién en el Boletin Oficial de las
Cortes Generales del Protocolo Adicional al Convenio Europeo de Extradi-
cién, hecho en Estrasburgo el 17 de marzo de 1978, el cual ha sido remitido
por el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 94.1 de la
Constitucién, a efectos de que las Cortes Generales otorguen la autorizacién
previa a la prestacién del consentimiento del Estado.

Los sefiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un plazo
de quince dias habiles que expira el 18 de septiembre para presentar pro-
puestas, que tendrin la consideracién de enmiendas a la totalidad o de
enmiendas al articulado conforme al articulo 156 del Reglamento, al citado
Protocolo, cuyo texto se inserta a continuacién.

En ejecucién de dicho acuerdo, se ordena la publicacién de conformidad
con el articulo 97 del Reglamento de la Cdmara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 27 de julio de 1984.—P. D., El
Secretario General del Congreso de los Diputados, Luis Maria Cazorla Prieto.
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SEGUNDO PROTOCOLO ADICIONAL
AL CONVENIO EUROPEO DE EXTRADICION
ESTRASBURGO, 17-3-1978

Los Estados miembros del Consejo de Europa, signatarios del presente
Protocolo, .

Queriendo facilitar la aplicacién en materia de infracciones fiscales del
Convenio -Europeo de Extradicién abierto a la firma en Paris el 13 de
diciembre de 1957 (a continuacién denominado <el -Convenio»);

Considerando, asimismo, que es conveniente completar el Convenio en
algunos otros puntos,

Conviene en lo siguiente:

TITULO II

Art. 1. El péarrafo 2 del articulo 2 del Convenio se completara con la dis-
posicién siguiente:

«Dicha facultad se aplicari, asimismo, a los delitos por los cuales so-
lamente se pueda imponer una sancién de naturaleza pecuniaria.»

TITULO II

Art. 2. El articulo 5 del Convenio se sustituird por las disposiciones si-
guientes:
«Delitos fiscales

1. En materia de Tasas e Impuestos de Aduana y de Cambio, la extra-
dicién se concedera entre las Partes  Contratantes, con arreglo a las dispo-
siciones del Convenio, por los hechos que correspondan, segin la ley de la
Parte requerida, a un delito de la misma naturaleza.

2. La extradicién no podri denegarse por el motivo de que la legisla-
cién de la Parte requerida no imponga el mismo tipo de impuestos o de
tasas o no contenga el mismo tipo de reglamentacién en materia de im-
puestos y tasas, de aduana y de cambio, que la legislacién de la Parte re-
quirente.»

TITULO III

Art. 3. El Convenio se completard con las disposiciones siguientes:

«Sentencias en rebeldia

1. Cuando una Parte Contratante pida a otra Parte Contratante la extra.
dicién de una persona con el fin de ejecutar una pena o una medida de
seguridad impuesta en virtud de una resolucién dictada contra ella en
rebeldfa, la Parte requerida podrid denegar dicha extradicién si, en su
opinién, el procedimiento que dio lugar a la sentencia no respeté los dere-
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chos minimos de defensa reconocidos a cualquier persona acusada de un
celito. No obstante, se concedera la extradicién si la Parte requirente diese
la seguridad que se estimare suficiente para garantizar a la persona cuya
extradicién se solicita el derecho a un nuevo procedimiento que salvaguar-
de los derechos de la defensa. Dicha decisién autorizarad a la Parte requirent:
bien a ejecutar la sentencia de que se trate, si el condenado no se opusiese
a ello, bien en caso contrario a entablar un procedimiento contra la per-
sona objeto de extradicién.

2. Cuando la Parte requerida comunicare a la persona cuya extradicién
se solicite la resolucién dictada contra ella en rebeldia, la Parte requirente
no considerard esta comunicacién como una notificacién que produzca
efectos con respecto al procedimiento penal en dicho Estado.»

TITULO 1V
Art. 4. El Convenio se completara con las disposiciones siguientes:
«Amnistia

No se concedera la extradicién por un delito objeto de una amnistéa
en el Estado requerido si éste tuviera competencia para perseguir dicho
delito con arreglo a su propia ley penal.»

TITULO V

Art. 5. El pérrafo 1 del articulo 12 del Convenio se sustituird por las
disposiciones siguientes:

«La solicitud se formulari por escrito y se dirigirdA por el Ministerio de
Justicia de la Parte requirente al Ministerio de Justicia de la Parte reque-
rida; sin embargo, no se excluiri la via diplomatica. Podrd convenirse otra
via ‘'mediante acuerdo directo entre dos o mé4s Partes.»

TITULO IV

Art. 6. 1. E] presente Protocolo quedari abierto a la firma de los
Estados miembros del Consejo de Europa que hayan firmado el Convenio.
Se someterd a ratificacién, aceptacién o aprobacién. Los instrumentos de
ratificacién, de aceptacién o aprobacién se depositardAn en poder del Se-
cretario General del Consejo de Europa. :

2. El Protocolo entrard en vigor noventa dias después de la fecha del
depésito del tercer instrumento de ratificacién, de aceptacién o de apro-
bacién.

3. Entrari en vigor —para cualquier Estado signatario que lo ratifi-
que, acepte o apruebe ulteriormente— noventa dias después de la fecha del
depésito de su instrumento de ratificacién, de aceptacién o de aprobacién.

4. Un Estado miembro del Consejo de Europa no podra ratificar, acep-
tar o aprobar el presente Protocolo sin haber ratificado el Convenio simul-
tinea o anteriormente.
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Art. 7. 1. Cualquier Estado que se haya adherido al Convenio podra
adherirse al presente Protocolo después de la entrada en vigor de éste.

2. La adhesién se llevard a cabo mediante el depédsito en poder del Se-
cretario General del Consejo de Europa de un instrumento de adhesién
que tendra efecto noventa dias después de la fecha de su depdsito.

Art. 8. 1. Cualquier Estado podr4, en el momento de la firma o del de
pésito de su instrumento de ratificacién, de aceptacién, de aprobacién o
de adhesién, designar el territorio o los territorios a los cuales se aplicard
el presente Protocolo.

2. Cualquier Estado podra —en el momento del depédsito de su instru-
mento de ratificacién, de aceptacién, de aprobacién o de adhesién, o en
cualquier otro momento ulterior— ampliar la aplicacién del presente Pro-
tocolo, mediante declaracién dirigida al Secretario General del Consejo
de Europa, a cualquier otro territorio designado en la declaracién cuyas
relaciones internacionales asuma o en cuya representacién esté facultado
para estipular.

3. Cualquier declaracién hecha en virtud del parrafo anterior podra
retirarse, en lo que respecta, a cualquier territorio designado en dicha
declaracién, mediante notificacién dirigida al Secretario General del Con-
sejo de Europa. La retirada tendra efecto seis meses después de la fecha
de recepcién de la notificacién por el Secretario General del Consejo de
Europa.

Art. 9. 1. Las reservas formuladas por un Estado relativas a una dis-
posicién del Convenio se aplicaran asimismo al presente Protocolo, a menos
que dicho Estado exprese su intencién contraria en el momento de la firma
o del dep6sito de su instrumento de ratificacién, de aceptacién, de aproba-
cién o de adhesion.

2. Cualquier Estado podri, en el momento de la firma o del depdsito
de su instrumento de ratificacién, de aceptacién, de aprobacién o de adhe-
sién, declarar que se reserva el derecho a:

a) No aceptar el Titulo I;

b) No aceptar el Titulo II, o aceptarlo tinicamente en lo que respecta
a determinados delitos o categorias de delitos a que se refiere el articulo 2;

¢) No aceptar el Titulo III, o aceptar unicamente el parrafo 1 del ar-
ticulo 3;

d) No aceptar el Titulo IV;

e) No aceptar el Titulo V.

3. Cualquier Parte contratante que haya formulado una reserva eh
virtud del parrafo anterior podra retirarla mediante una declaracién dirigida
al Secretario General del Consejo de Europa, la cual tendri efecto el dia
de la fecha de su recepcién.

4. Una Parte Contratante que haya aplicado al presente Protocolo
una reserva formulada con respecto a una disposicién del Convenio o que
haya formulado una reserva con respecto a una disposicién del presente
Protocolo no podria pretender que aplique dicha disposicién otra Parte
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Contratante; podrd pretender, sin embargo, si la reserva es parcial o con-
dicional, que se aplique dicha disposicién en la medida en que la haya
aceptado. :

5. No se admitird ninguna otra reserva a las disposiciones del presente
Protocolo.

Art. 10. .El Comité Europeo para los Problemas Penales del Consejo
de Europa seguird la ejecucién del presente Protocolo y facilitar4 cuando
sea necesario la solucién amistosa de cualquier dificultad que se origine
2l ejecutar el Protocolo.

(Art, 11. 1. Cualquier Parte Contratante podri, en lo que a ella respec-
ta, denunciar el presente Protocolo dirigiendo una notificacién al Secretario
General del Consejo de Europa.

2. La denuncia tendra efecto seis meses después de la fecha de recepcidén
de la notificacién por el Secretario General.

3. La denuncia del Convenio implicardA automaticamente la denuncia
del presente Protocolo.

Art. 12. El Secretario General del 'ConsejoA de Europa notificara a los
Estados miembros del Consejo y a cualquier Estado que se haya adherido
al Convenio:

a) Cualquier firma del presente Protocolo;

b) El depdsito de cualquier instrumento de ratificacién, de aceptacidn,
de aprobacién o de adhesién;

¢) Cualquier fecha de entrada en vigor del presente Protocolo con arre-
glo a sus articulo 6 y 7; _

d) Cualquier declaracién recibida en aplicacién de las disposiciones
de los parrafos 2 y 3 del articulo 8;

e) Cualquier'declaracién recibida en aplicacién de las disposiciones del
parrafo 1 del articulo 9; .

f) Cualquier reserva formulada en aplicacién de las disposiciones del
parrafo 2 del articulo 9;

g) La retirada de cualquier reserva llevada a cabo en aplicacién de las
disposiciones 'del parrafo 3 del articulo 9;

h) Cualquier notificacién recibida en aplicacién de las disposiciones
del articulo 11 y la fecha en que la denuncia tendra efecto.

En fe de lo cual los infrascritos, debidamente autorizados al efecto,
firman el presente Protocolo.

Hecho en Estrasburgo el 17 de marzo de 1978, en francés y en inglés,
los dos textos igualmente fehacientes, en un ejemplar tnico que quedara
'depo.sitado en los archivos del Consejo de Europa. El Secretario General
del Consejo de Europa remitirA copia certificada conforme del mismo a
cada uno de los Estados signatarios y adheridos.
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Protocolo nidmero 6, al Convenio para la Protecci6n de los Dere-
chos Humanos y de las Libertades Fundamentales, relativo a la
abolicion de la pena de muerte. («B. 0. C.» de 19 mayo 1984;
Serie C, Tratados y Convenios Internacionales, nim. 118-1.)

La Mesa de la Cdmara, en su reunién del dia de -hoy, ha acordado, de
conformidad con lo dispuesto en el vigente Reglamento, el envio a la Co-
misién de Asuntos Exteriores y la publicacién en el «Boletin Oficial de
las Cortes Generales del Protocolo ntimero 6, al. Convenio para la Protec-
cién de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, relativo
a la abolicién de la pena de muerte, el cual ha sido remitido por el Go-
bierno, de conformidad.con lo dispuesto en el articulo 94.1 de la Constitucién,
a efectos de que las Cortes Generales otorguen la autorizacion prev1a a la
prestacién del consentimiento del Estado.

Los sefiores Diputados y los Grupos Parlamentarios disponen de un plazo
de quince dias hédbiles que expira el 6 de junio para presentar propuestas,
que tendran la consideracién de enmiendas a la totalidad o.de enmiendas al
articulado conforme al articulo 156 del Reglamento, al_citado Protocolo, 'cuyo
texto se inserta a continuacidn.

En ejecucién de dicho acuerdo, se ordena la publicacién de conformidad
con el articulo 97 del Reglamento de la Camara. '

Palacio del Congreso de los Diputados; 9 de mayo de 1984.—P. D., El Se-
cretario General del Congreso de los Diputados, Luis Mar:a Cazorla 'Prie_to.

PROTOCOLO NUMERO 6, AL CONVENIO PARA LA PROTECCION DE LOS
DERECHOS HUMANOS Y DE LAS LIBERTADES FUNDAMENTALES, RE-
LATIVO A LA ABOLICION DE LA PENA DE MUERTE

Los Estados miembros del Consejo de Europa, signatarios del presente
Protocolo al Convenio para la Proteccién de los Derechos Humanos y de las
Libertades Fundamentales, firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950 (a
continuacién denominado. «el Convenio»),

Considerando que los desarrollos ocurridos en varios Estados mxembros
del Consejo de Europa expresan una tendencia general en favor de la abo-
licién de la pena de muerte;

Convienen en lo siguiente:

Art. 1. Queda abolida la pena de muerte. Nadie podra ser condenado a
tal pena ni ejecutado. h

Art. 2. Un Estado podra prever en su legislacién la pena de muerte Ror
actos cometidos en tiempo de guerra o de peligro inminente de guerra,
dicha pena solamente se aplicard en los casos previstos por dicha legislacién
y con arreglo a lo dispuesto en la misma. Dicho Estado comunicari al Secre-
tario General del Consejo de Furopa las correspondientes disposiciones de
que se trate.

Art. 3. No se autorizard excepcién alguna a las disposiciones del presente
Protocolo invocando al articulo 15 del Convenio.

Art. 4. No se aceptarid reserva alguna a las disposiciones del presente
Protoco'o invocando el articulo 54 del Convenio.
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Art. 5. 1. Cualquier Estado, en el momento de la firma o del depdsito de
su instrumento de ratificacién, aceptacién o aprobacién, podra designar el
o los territorios a los cuales se aplicara el presente Protocolo.

2. Cualquier Estado podrd —en cualquier otro momento posterior y me-
diante una declaracién dirigida al Secretario General del Consejo de Euro-
pa— ampliar la aplicacién del presente Protocolo a cualquier otro territorio
designado en la declaracién. El Protocolo entrarid en vigor, con respecto a
dicho territorio, el dia primero del mes siguiente a la fecha de recepcién de
la declaracién por el Secretario General.

3. Cualquier declaracién hecha en virtud de los dos parrafos anteriores
podra retirarse, en lo que respecta a cualquier territorio designado en dicha
declaracién, mediante notificacién dirigida al Secretario General. La retirada
tendra efecto el dia primero del mes siguiente a la fecha de recepcién de la
notificacién por el Secretario General.

Art. 6. Los Estados Partes consideran los articulos 1 a 5 del presente
Protocolo como articulos adicionales al Convenio y se aplicardn consiguien-
temente todas las disposiciones del Convenio.

Art. 7. El presente Protocolo queda abierto a la firma de los Estados
miembros del Consejo de Europa signatarios del Convenio. Sera objeto de
ratificacién, aceptacién o aprobacién. Un Estado miembro del Consejo de
Europa no podra ratificar, aceptar o aprobar el presente Protocolo sin haber
ratificado el Convenio simultidnea o anteriormente. Los instrumentos de ra-
tificacién, aceptacion o aprobacién se depositardn en poder del Secretario
General del Consejo de Europa.

Art. 8. 1. El presente Protocolo entrara en vigor el dia primero del mes
siguiente a la fecha en que cinco Estados miembros del Consejo de Europa
hayan manifestado su consentimiento de quedar vinculados por el Protocolo
de conformidad con las disposiciones del articulo 7.

2. Para cualquier Estado miembro que manifieste ulteriormente su con-
sentimiento de quedar vinculado por el Protocolo, éste entraria en vigor el
dia primero del mes siguiente a la fecha del depdsito del instrumento dé
ratificacién, aceptacién o aprobacién.

Art. 9 El Secretario General del Consejo de Europa notificard a los
Estados miembros del Consejo:

a) Cualquier firma.

b) El depésito de cualquier instrumento de ratificacién, aceptacién o
aprobacién.

¢) Cualquier fecha de entrada en vigor del presente Protocolo de con-
formidad con sus articulos 5 y 8.

d) Cualquier otiro acto, notificacién o comunicacién referente al presente
Protocolo.

Hecho en Estrasburgo el 28 de abril de 1983, en francés y en inglés, los
dos textos igualmente fehacientes, en un solo ejemplar que quedari deposi-
tado en los archivos del Consejo de Europa. El Secretario General del Con-
sejo de Europa remitirdA una copia del mismo certificado conforme a cada
uno de los Estados miembros del Consejo de Europa.



